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Ya en el Cuarto Programa de la Unión Europea sobre Medio Ambiente 
(1987-1992) se incidía en la necesidad de que “se elaboraran 
procedimientos para que el público tenga un mayor acceso a la 
información que las autoridades responsables de medio ambiente 
tienen en su poder”. Durante la vigencia de dicho Programa Comunitario 
se reguló, por medio de la Directiva 90/313, la libertad de acceso a 
la información en materia de medio ambiente, que tuvo su transposición 
al ordenamiento jurídico nacional en la Ley 38/1995. 

En el Quinto Programa Comunitario en materia de Medio Ambiente 
y Desarrollo Sostenible (1993-2000) se daba un salto cualitativo 
impulsando la participación de la sociedad en la protección del medio 
ambiente, bajo el principio de la responsabilidad compartida. Del 
mismo modo se enlazaban dos cuestiones que han de estar 
intrínsecamente unidas para afrontar los retos del desarrollo sostenible: 
la información y la educación ambiental. 

Paralelamente bajo los auspicios de la Comisión Económica para 
Europa de las Naciones Unidas - recogiendo el Principio 10 de la 
Declaración sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Río de Janeiro, 
1992) que enlazaba la cuestión del acceso a la información con el 
derecho a participar en la problemática ambiental - se aprobaba en 
1998 el Convenio sobre el acceso a la información, la participación 
del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en 
materia de medio ambiente. Este Convenio firmado en Aarhus, 
Dinamarca, ha determinado e inspirado -derogando las normas 
comunitarias y nacionales anteriores- el marco legislativo actual, 
cuyos textos recopilamos en este cuaderno. 

La implicación del Ayuntamiento de Zaragoza en el derecho de acceso 
a la información ambiental, se tradujo ya en 1993 en la puesta en 
marcha del primer Panel de Información sobre Contaminación 
Atmosférica de nuestro país; con posterioridad en un esfuerzo 
constante por llevar a su página web la información sobre los indicadores 
ambientales para evaluar los objetivos de la Agenda 21 Local y más 
recientemente en la creación del Centro de Documentación del Agua 
y el Medio Ambiente. 

En esa línea de compromiso, con esta publicación se pretende dotar 
de un sencillo instrumento de trabajo básico para todos los ciudadanos, 
colectivos, entidades e instituciones implicadas en la información 
ambiental. 
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Convenio sobre el acceso a 

la  i n formac ión ,  la  

participación del público en 

la toma de decisiones y el 

acceso a la justicia en 

materia de medio ambiente.

 Hecho en Aarhus (Dinamarca) 

el 25 de junio de 1998 

LAS PARTES EN EL PRESENTE CONVENIO, 

Recordando el primer principio de la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente 

Humano. 

Recordando también el principio 10 de la Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio 

Ambiente y el Desarrollo; 

Recordando además las resoluciones de la Asamblea General 37/7 de 28 de octubre de 

1982 relativa a la Carta Mundial de la Naturaleza y 45/94 de 14 de diciembre de 1990 

relativa a la necesidad de garantizar un medio ambiente sano para el bienestar de las 

personas; 

Recordando también la Carta Europea sobre el Medio Ambiente y la Salud adoptada en 

la Primera Conferencia Europea sobre el Medio Ambiente y la Salud que se celebró bajo 

los auspicios de la Organización Mundial de la Salud en Frankfurt-am-Main, Alemania, 

el 8 de diciembre de 1989. 

Afirmando la necesidad de proteger , preservar y mejorar el estado del medio ambiente 

y de garantizar un desarrollo sostenible y ecológicamente idóneo; 

Reconociendo que una protección adecuada del medio ambiente es esencial para el 

bienestar humano, así como para el goce de los derechos fundamentales, en particular 

el derecho a la vida; 

Reconociendo también que toda persona tiene el derecho a vivir en un medio ambiente 

que le permita garantizar su salud y su bienestar , y el deber , tanto individualmente 

como en asociación con otros, de proteger y mejorar el medio ambiente en interés de 

las generaciones presentes y futuras; 

Considerando que para estar en condiciones de hacer valer este derecho y de cumplir 

con ese deber , los ciudadanos deben tener acceso a la información, estar facultados 

para participar en la toma de decisiones y tener acceso a la justicia en materia 

medioambiental, y reconociendo a este respecto que los ciudadanos pueden necesitar 

asistencia para ejercer sus derechos; 

Reconociendo que, en la esfera del medio ambiente, un mejor acceso a la información 

y una mayor participación del público en la toma de decisiones permiten tomar mejores 

decisiones y aplicarlas más eficazmente, contribuyen a sensibilizar al público respecto 

de los problemas medioambientales, le dan la posibilidad de expresar sus preocupaciones 

y ayudan a las autoridades públicas a tenerlas debidamente en cuenta; 

Pretendiendo de esta manera favorecer el respeto del principio de la obligación de 

rendir cuentas y la transparencia del proceso de toma de decisiones y garantizar un 

mayor apoyo del público a las decisiones adoptadas sobre el medio ambiente; 

Reconociendo que es deseable que la transparencia reine en todas las ramas de la 

administración pública e invitando a los órganos legislativos a aplicar en sus trabajos 

los principios del presente convenio; 
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de participación pública e invitando a los órganos legislativos a aplicar en sus trabajos 

los principios del presente Convenio; 

Reconociendo además el importante papel que los ciudadanos, las organizaciones no 

gubernamentales y el sector privado pueden desempeñar en la protección del medio 

ambiente; 

Deseosas de promover la educación ecológica a fin de hacer comprender mejor lo que 

son el medio ambiente y el desarrollo sostenible, y de alentar al público en general a 

estar atento a las decisiones que inciden en el medio ambiente y en el desarrollo 

sostenible, y a participar en esas decisiones; 

Observando, a este respecto, que es importante recurrir a los medios de comunicación, 

así como a los modos de comunicación electrónicos y a otros modos de comunicación 

que aparecerán en el futuro; 

Reconociendo que es importante que en la toma de decisiones los gobiernos tengan 

plenamente en cuenta consideraciones relacionadas con el medio ambiente y que, por 

tanto, las autoridades públicas deben disponer de informaciones exactas, detalladas y 

actualizadas sobre el medio ambiente; 

Conscientes de que las autoridades públicas tienen en su poder informaciones relativas 

al medio ambiente en el interés general; 

Deseando que el público, incluidas las organizaciones, tengan acceso a mecanismos 

judiciales eficaces para que los intereses legítimos estén protegidos y para que se respete 

la ley; 

Observando que es importante informar debidamente a los consumidores sobre los 

productos para que puedan tomar opciones ecológicas con pleno conocimiento de causa. 

Conscientes de la inquietud del público respecto de la diseminación voluntaria de 

organismos modificados genéticamente en el medio ambiente y la necesidad de aumentar 

la transparencia y de fortalecer la participación del público en la toma de decisiones 

en esta esfera. 

Convencidas de que la aplicación del presente Convenio contribuirá a fortalecer la 

democracia en la región de la comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa 

(CEPE); 

Conscientes del papel desempeñado a este respecto por la CEPE y recordando en particular 

las directrices de la CEPE para el acceso a la información sobre el medio ambiente y 

la participación del público en la toma de decisiones en materia medioambiental, 

aprobadas en la declaración ministerial adoptada en la tercera conferencia ministerial 

sobre el tema "Un medio ambiente para Europa" celebrada en Sofía, Bulgaria, el 25 de 

octubre de 1995; 

Teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes del Convenio sobre la evaluación del 

impacto en el medio ambiente en un contexto transfronterizo, adoptado en Espoo, 
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de los accidentes industriales y el Convenio sobre la protección y utilización de los cursos 

de agua transfronterizos y de los lagos internacionales, adoptados ambos en Helsinki el 

17 de marzo de 1992 y otros convenios regionales; 

Conscientes de que la adopción del presente Convenio contribuirá al fortalecimiento del 

proceso "Un medio ambiente para Europa" y al éxito de la Cuarta Conferencia Ministerial 

que se celebrará en Aarhus, Dinamarca, en junio de 1998. 

Han convenido en lo siguiente: 

ARTÍCULO 1. Objetivo. 

A fin de contribuir a proteger el derecho de cada persona, de las generaciones presentes 

y futuras, a vivir en un medio ambiente que permita garantizara su salud y su bienestar , 

cada Parte garantizará los derechos de acceso a la información sobre el medio ambiente, 

la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia 

medioambiental de conformidad con las disposiciones del presente Convenio. 

ARTÍCULO 2. Definiciones. 

A los efectos del presente convenio. 

1.- Por "Parte" se entiende, a menos que el texto indique otra cosa, una Parte
 

contratante en el presente Convenio.
 

2.- Por "autoridad pública" se entiende: 

a) la administración pública a nivel nacional o regional o a cualquier otro nivel; 

b) las personas físicas o jurídicas que ejercen, en virtud del derecho interno, 

funciones administrativas públicas, en particular tareas, actividades o servicios 

específicos relacionados con el medio ambiente; 

c) cualquier otra persona física o jurídica que asuma responsabilidades o funciones 

públicas o preste servicios públicos relacionados con el medio ambiente bajo 

la autoridad de un órgano o de una persona comprendida dentro de las categorías 

mencionadas en las letras a) y b) precedentes; 

d) las instituciones de cualquier organización de integración económica regional 

a que hace referencia el artículo 17 que sea Parte en el presente Convenio. 

La presente definición no engloba a los órganos o instituciones que actúan en ejercicio 

de poderes judiciales o legislativos. 

3.- Por "información(es) sobre el medio ambiente" se entiende toda información,
 

disponible en forma escrita, visual, oral o electrónica o en cualquier otro soporte
 

material que se refiera a:
 

a) el estado de los elementos del medio ambiente tales como el aire, la atmósfera, 

el agua, el suelo, las tierras, el paisaje y los parajes naturales, la diversidad 

biológica y sus componentes, incluidos los organismos genéticamente modificados, 

y la interacción entre estos elementos; 9 



   
 

1.
 C

on
ve

ni
o 

de
 

ar
hu

s 
[1

99
8] b) factores tales como las sustancias, la energía, el ruido y las radiaciones y las 

actividades o medidas, en particular las medidas administrativas, los acuerdos 

relativos al medio ambiente, las políticas, leyes, planes y programas que 

tengan o puedan tener efectos sobre los elementos del medio ambiente a que 

hace referencia el apartado 1 anterior sobre el análisis de costos-beneficios 

y otros análisis e hipótesis económicos utilizados en la toma de decisiones en 

materia medioambiental; 

c) el estado de la salud, la seguridad y las condiciones de vida de los seres 

humanos, así como el estado de los emplazamientos culturales y de las 

construcciones en la medida en que sean o puedan ser alterados por el estado 

de los elementos del medio ambiente o, a través de estos elementos, por los 

factores, actividades o medidas a que hace referencia la letra b) anterior. 

4.- Por "público" se entiende una o varias personas físicas o jurídicas y, con arreglo 

a la legislación o la costumbre del país, las asociaciones, organizaciones o grupos 

constituidos por esas personas. 

5.- Por "público interesado" se entiende el público que resulta o puede resultar 

afectado por las decisiones adoptadas en materia medioambiental o que tiene 

un interés que invocar en la toma de decisiones. A los efectos de la presente 

definición, se considerará que tienen tal interés las organizaciones no 

gubernamentales que trabajan a favor de la protección del medio ambiente y 

que cumplen los requisitos exigidos por el derecho interno. 

ARTÍCULO 3. Disposiciones generales. 

1.- Cada Parte adoptará las medidas legales, las medidas legales, reglamentarias o de 

otro tipo necesarias, en particular, las medidas encaminadas a garantizar la 

compatibilidad de las disposiciones que dan efecto a las disposiciones del presente 

Convenio relativas a la información, la participación del público y al acceso a la 

justicia, así como las medidas de ejecución apropiadas, con objeto de establecer y 

mantener un marco preciso, transparente y coherente a los efectos de aplicar las 

disposiciones del presente Convenio. 

2.- Cada Parte procurará que los funcionarios y las autoridades ayuden al público y le 

den consejos para permitirle tener acceso a la información, participar más fácilmente 

en la toma de decisiones y recurrir a la justicia en materia medioambiental. 

3.- Cada Parte favorecerá la educación ecológica del público y lo concienciará respecto 

de los problemas medioambientales a fin de que sepa cómo proceder para tener 

acceso a la información, participar en la toma de decisiones y recurrir a la justicia 

en materia medioambiental. 

4.- Cada Parte concederá el reconocimiento y el apoyo requeridos a las asociaciones, 

organizaciones o grupos que tengan por objeto la protección del medio ambiente y 

procurará que su sistema jurídico nacional sea compatible con esta obligación. 
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a seguir aplicando o a adoptar , en lugar de las medidas previstas por el presente 

Convenio, medidas que garanticen un acceso más amplio a la justicia en materia 

medioambiental. 

6.- El presente Convenio no obligará a dejar sin aplicación los derechos existentes en 

materia de acceso a la información, participación del público en la toma de decisiones 

y acceso a la justicia en materia medioambiental. 

7.- Cada Parte procurará que se apliquen los principios enunciados en el presente 

Convenio en la toma de decisiones internacionales en materia de medio ambiente, 

así como en el marco de las organizaciones internacionales cuando se trate del medio 

ambiente. 

8.- Cada Parte velará porque las personas que ejerzan sus derechos de conformidad con 

las disposiciones del presente Convenio no se vean en modo alguno penalizadas, 

perseguidas ni sometidas a medidas vejatorias por sus actos. La presente disposición 

no afectará en modo alguno al poder de los tribunales nacionales de imponer costas 

de una cuantía razonable al término de un procedimiento judicial. 

9.- Dentro de los límites del ámbito de aplicación de las disposiciones pertinentes del 

presente Convenio, el público tendrá acceso a la información, tendrá la posibilidad 

de participar en la toma de decisiones y tendrá acceso a la justicia en materia 

medioambiental sin discriminación fundada en la nacionalidad, la ciudadanía o el 

domicilio y, en el caso de una persona jurídica, sin discriminación por el lugar en 

que tenga su sede oficial o un centro efectivo de actividades. 

ARTÍCULO 4. Acceso a la información sobre el medio ambiente. 

1.- Cada Parte procurará que, sin perjuicio de lo expresado en los apartados siguientes 

del presente artículo, las autoridades públicas pongan a disposición del público, en el 

marco de su legislación nacional, las informaciones sobre el medio ambiente que les 

soliciten, en particular, si se hace tal petición y sin perjuicio de lo dispuesto en la letra 

b) más abajo, copias de los documentos en que las informaciones se encuentren 

efectivamente consignadas, independientemente de que estos documentos incluyan o 

no otras informaciones: 

a) sin que el público tenga que invocar un interés particular; 

b) en la forma solicitada, a menos que; 

i) sea razonable para la autoridad pública comunicar las informaciones de que se trate 

en otra forma, en cuyo caso deberán indicarse las razones de esta opción, o 

ii) la información ya esté disponible públicamente de otra forma. 

2.- Las informaciones sobre el medio ambiente a que se refiere el apartado 1 anterior 

serán puestas a disposición del público tan pronto como sea posible y a más tardar 

en el plazo de un mes a contar desde la fecha en que se haya presentado la solicitud, 

a menos que el volumen y la complejidad de los datos solicitados justifiquen una 

11 
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informará al solicitante de toda prórroga del plazo y de los motivos que la justifican. 

3.- Podrá denegarse una solicitud de información sobre el medio ambiente si: 

a) la autoridad pública de la que se soliciten no dispone de las informaciones 

solicitadas; 

b) la solicitud es claramente abusiva o está formulada en términos demasiado 

generales, o 

c) la solicitud se refiere a documentos que estén elaborándose o concierne a 

comunicaciones internas de las autoridades públicas, siempre que esta excepción 

esté prevista en el derecho interno o en la costumbre, habida cuenta del interés 

que la divulgación de las informaciones solicitadas tenga para el público. 

4.- Podrá denegarse una solicitud de información sobre el medio ambiente en caso de 

que la divulgación de esa información pudiera tener efectos desfavorables sobre: 

a) el secreto de las deliberaciones de las autoridades públicas, cuando ese secreto 

esté previsto en el derecho interno; 

b) las relaciones internacionales, la defensa nacional o la seguridad pública; 

c) la buena marcha de la justicia, la posibilidad de que toda persona pueda ser 

juzgada equitativamente o la capacidad de una autoridad pública para efectuar 

una investigación de índole penal o disciplinaria; 

d) el secreto comercial o industrial cuando ese secreto esté protegido por la ley con 

el fin de defender un interés económico legítimo. En ese marco deberán divulgarse 

las informaciones sobre emisiones que sean pertinentes para la protección del 

medio ambiente; 

e) los derechos de propiedad intelectual; 

f) el carácter confidencial de los datos y de los expedientes personales respecto de 

una persona física si esa persona no ha consentido en la divulgación de esas 

informaciones al público, cuando el carácter confidencial de ese tipo de información 

esté previsto en el derecho interno; 

g) Los intereses de un tercero que haya facilitado las informaciones solicitadas sin 

estar obligado a ello por la ley o sin que la ley pueda obligarle a ello y que no 

consienta en la divulgación de tales informaciones, o 

h) el medio ambiente a que se refieren las informaciones, como los lugares de 

reproducción de especies raras. 

Los motivos de denegación antes mencionados deberán interpretarse de manera restrictiva 

teniendo en cuenta el interés que la divulgación de las informaciones solicitadas tendría 

para el público y según que esas informaciones guarden o no relación con las emisiones 

al medio ambiente. 

12 



   
 

1.
 C

on
ve

ni
o 

de
 

ar
hu

s 
[1

99
8] 5.- Si una autoridad pública no dispone de las informaciones sobre el medio ambiente 

solicitadas, informará lo antes posible al solicitante sobre la autoridad a que puede 

dirigirse, según su conocimiento, para obtener las informaciones de que se trate, o 

transmitirá la solicitud a esa autoridad e informará de ello al solicitante. 

6.- Cada Parte procurará, si la información exenta de divulgación según la letra c) del 

apartado 3 y el apartado 4 del presente artículo puede disociarse sin menoscabar 

su confidencialidad, que las autoridades públicas faciliten el resto de la información 

medioambiental solicitada. 

7.- La denegación de una solicitud de información se notificará por escrito si la solicitud 

se ha hecho por escrito o si su autor solicita una respuesta escrita. En la notificación 

de denegación, la autoridad pública expondrá los motivos de la denegación e informará 

al solicitante del recurso de que dispone en virtud del artículo 9. La denegación de 

la solicitud se notificará lo antes posible y en el plazo de un mes a más tardar, a 

menos que la complejidad de las informaciones solicitadas justifique una prórroga 

de ese plazo hasta un máximo de dos meses a partir de la solicitud. Se informará 

al solicitante de toda prórroga del plazo y de los motivos que la justifican. 

8.- Cada Parte podrá autorizar a las autoridades públicas que faciliten informaciones a 

percibir un derecho por este servicio, pero ese derecho no deberá exceder de una 

cuantía razonable. 

Las autoridades públicas que tengan la intención de imponer el pago de un derecho por 

las informaciones que faciliten comunicarán a los solicitantes de información las tarifas 

de los derechos que hayan de pagarse, indicando los casos en que las autoridades pueden 

renunciar a la percepción de esos derechos y los casos en que la comunicación de 

informaciones está sujeta a su pago anticipado. 

ARTÍCULO 5. Recogida y difusión de informaciones sobre el medio 

ambiente 

1.- Cada Parte procurará: 

a) que las autoridades públicas posean y tengan al día las informaciones sobre el 

medio ambiente que sean útiles para el desempeño de sus funciones. 

b) que se establezcan mecanismos obligatorios para que las autoridades públicas 

estén debidamente informadas de las actividades propuestas y en curso que puedan 

afectar de manera significativa al medio ambiente. 

c) que en caso de amenaza inminente para la salud o el medio ambiente, tanto 

imputable a actividades humanas como debida a causas naturales, se difundan 

inmediatamente y sin demora entre los posibles afectados todas las informaciones 

que puedan permitir al público tomar medidas para prevenir o limitar los daños 

eventuales y que se encuentren en poder de una autoridad pública. 

2.- Cada Parte procurará que, en el marco de la legislación nacional, las autoridades 

públicas pongan a disposición del público, de manera transparente, las informaciones 

13 
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en particular: 

a) proporcionando al público informaciones suficientes sobre el tipo y el alcance de 

las informaciones sobre el medio ambiente que obren en poder de las autoridades 

públicas competentes, sobre las principales condiciones en que estén disponibles 

y sean accesibles esas informaciones y sobre el procedimiento que haya de seguirse 

para obtenerlas; 

b) Adoptando y manteniendo medidas prácticas, por ejemplo: i) elaborando listas, 

registros o ficheros accesibles al público, 

ii) obligando a los funcionarios a prestar su apoyo al público que trate de tener 

acceso a informaciones en virtud del presente Convenio, 

iii) designando puntos de contacto; y 

c) dando acceso gratuitamente a las informaciones sobre el medio ambiente que 

figuren en las listas, registros o ficheros mencionados la letras b), inciso i) anterior. 

3.- Cada Parte velará porque las informaciones sobre el medio ambiente vayan estando 

disponibles progresivamente en bases de datos electrónicas fácilmente accesibles 

para el público por medio de las redes públicas de telecomunicaciones. En particular , 

deberían ser accesibles de esta forma las informaciones siguientes: 

a) los informes sobre el estado del medio ambiente a que se hace referencia en el 

apartado 4 más abajo; 

b) los textos de las leyes sobre el medio ambiente o relativas al mismo; 

c) en su caso, las políticas, planes y programas sobre el medio ambiente o relacionados 

con él, así como los acuerdos relativos al medio ambiente, y 

d) otras informaciones, en la medida en que la posibilidad de obtenerlas de esta 

forma facilite la aplicación de la legislación nacional que tenga por objeto aplicar 

el presente Convenio, siempre que esas informaciones ya estén disponibles en 

forma electrónica. 

4.- Cada Parte publicará y difundirá a intervalos regulares no superiores a tres o cuatro 

años un informe nacional sobre el estado del medio ambiente, en el que figurará 

información sobre la calidad del medio ambiente y sobre las presiones a que el mismo 

se encuentra sometido. 

5.- Cada parte adoptará medidas, en el marco de su legislación, con el fin de fundir , 

en particular: 

a) los textos legales y los documentos orientativos tales como los documentos sobre 

estrategias, políticas, programas y planes de acción relativos al medio ambiente, 

y los informes sobre la situación en que se encuentra su aplicación, elaborados 

a los distintos niveles de la administración pública; 

b) los tratados, convenios y acuerdos internacionales relativos a cuestiones medioambientales. 
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medio ambiente. 

6.- Cada Parte alentará a los explotadores cuyas actividades tengan un impacto importante 

sobre el medio ambiente a informar periódicamente al público del impacto sobre 

el medio ambiente de sus actividades y de sus productos, en su caso,  en el marco 

de programas voluntarios de etiquetado ecológico o de ecoauditorías o por otros 

medios. 

7.- Cada Parte: 

a) hará públicos los hechos y los análisis de hechos que considere pertinentes e 

importantes para elaborar las propuestas relativas a las medidas esenciales que 

hayan de adoptarse en materia de medio ambiente; 

b) publicará o hará accesibles de otra manera los documentos disponibles que 

expliquen cómo trata con el público las materias objeto del presente Convenio, 

y 

c) comunicará de forma apropiada informaciones sobre la manera en que la 

administración, a todos los niveles, desempeña las funciones públicas o presta 

servicios públicos relativos al medio ambiente. 

8.- Cada Parte elaborará mecanismos con objeto de procurar que el público disponga 

de informaciones suficientes sobre los productos, de forma que los consumidores 

puedan tomar opciones ecológicas con pleno conocimiento de causa. 

9.- Cada Parte adoptará medidas para establecer progresivamente, habida cuenta en 

su caso de los procedimientos internacionales, un sistema coherente de alcance 

nacional, consistente en inventariar o registrar los datos relativos a la contaminación 

en una base de datos informatizada, estructurada y accesible al público, tras recoger 

esos datos por medio de modelos de declaración normalizados. Este sistema podrá 

contemplar las aportaciones, descargas y transferencias en los diferentes medios y 

en los lugares de tratamiento y de eliminación, in situ o en otro emplazamiento, de 

una serie determinada de sustancias y de productos resultantes de una serie 

determinada de actividades, en particular el agua, la energía y los recursos utilizados 

para esas actividades. 

10.- Nada de lo dispuesto en el presente artículo menoscabará el derecho de las Partes 

a negarse a divulgar determinadas informaciones relativas al medio ambiente de 

conformidad con el artículo 4, apartados 3 y 4. 

ARTÍCULO 6. Participación del público en las decisiones relativas a 

actividades específicas 

1.- Cada Parte: 

a) aplicará las disposiciones del presente artículo cuando se trate de autorizar o no 

actividades propuestas de las enumeradas en el anexo I; 
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8] b) aplicará también las disposiciones del presente artículo, de conformidad con su 

derecho interno, cuando se trate de adoptar una decisión respecto de actividades 

propuestas no enumeradas en el anexo l que puedan tener un efecto importante 

sobre el medio ambiente. Las Partes determinarán en cada caso si la actividad 

propuesta entra en el ámbito de estas disposiciones, y 

c) podrán decidir caso por caso, si el derecho interno lo prevé, no aplicar las 

disposiciones del presente artículo a las actividades propuestas que respondan a 

las necesidades de la defensa nacional si la Parte considera que esta aplicación 

iría en contra de esas necesidades. 

2.- Cuando se inicie un proceso de toma de decisiones respecto del medio ambiente, 

se informará al público interesado como convenga, de manera eficaz y en el momento 

oportuno, por medio de comunicación pública o individualmente, según los casos, 

al comienzo del proceso. Las informaciones se referirán en particular a: 

a) la actividad propuesta, incluida la solicitud correspondiente respecto de la que 

se adoptará una decisión; 

b) la naturaleza de las decisiones o del proyecto de decisión que podrían adoptarse; 

c) la autoridad pública encargada de tomar la decisión; 

d) el procedimiento previsto, incluidas, en los casos en que estas informaciones 

puedan facilitarse: 

i) la fecha en que comenzará el procedimiento, 

ii) las posibilidades que se ofrecen al público de participar en el mismo, 

iii) la fecha y el lugar de toda audiencia pública prevista, 

iv) la autoridad pública a la que quepa dirigirse para obtener informaciones 

pertinentes y ante la que se hayan depositado esas informaciones para que el 

público pueda examinarlas, 

v) la autoridad pública o cualquier otro organismo público competente al que 

puedan dirigirse observaciones o preguntas y el plazo previsto para la comunicación 

de observaciones o preguntas, 

vi) la indicación de las informaciones sobre el medio ambiente relativas a la 

actividad propuesta que estén disponibles; 

e) el hecho de que la actividad sea objeto de un procedimiento de evaluación del 

impacto nacional o transfronterizo sobre el  medio ambiente. 

3.- Para las diferentes fases del procedimiento de participación del público se establecerán 

plazos razonables que dejen tiempo suficiente para informar al público de conformidad 

con el apartado 2 supra y para que el público se prepare y participe efectivamente 

en los trabajos a lo largo de todo el proceso de toma de decisiones en materia 

medioambiental. 
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8] 4.- Cada Parte adoptará medidas para que la participación del público comience al inicio 

del procedimiento, es decir , cuando todas las opciones y soluciones sean aún posibles 

y cuando el público pueda ejercer una influencia real. 

5.- Cada Parte debería, si procede, alentar a cualquiera que tenga el propósito de 

presentar una solicitud de autorización a identificar al público afectado, a informarle 

del objeto de la solicitud que se propone presentar y a entablar un debate con él 

al respecto antes de presentar su solicitud. 

6.- Cada Parte exigirá a las autoridades públicas competentes que obren de forma que 

el público interesado pueda consultar cuando lo pida y cuando el derecho interno 

lo exija, de forma gratuita, en cuanto estén disponibles, todas las informaciones que 

ofrezcan interés para la toma de decisiones a que se refiere el presente artículo que 

puedan obtenerse en el momento del procedimiento de participación del público, 

sin perjuicio del derecho de las Partes a negarse a divulgar determinadas informaciones 

con arreglo a los apartados 3 y 4 del artículo 4. Las informaciones pertinentes 

comprenderán como mínimo y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4: 

a) una descripción del emplazamiento y de las características físicas y técnicas de 

la actividad propuesta, incluida una estimación de los residuos y de las emisiones 

previstos; 

b) una descripción de los efectos importantes de la actividad propuesta sobre el 

medio ambiente; 

c) una descripción de las medidas previstas para prevenir o reducir esos efectos, en 

particular las emisiones; 

d) un resumen no técnico de lo que precede; 

e) una sinopsis de las principales soluciones alternativas estudiadas por el autor de 

la solicitud de autorización, y 

f) de conformidad con la legislación nacional, los principales informes y dictámenes 

dirigidos a la autoridad pública en el momento en que el público interesado deba 

ser informado de conformidad con el apartado 2 más arriba. 

7.- El procedimiento de participación del público preverá la posibilidad de que el público 

someta por escrito, o, si conviene, en una audiencia o una investigación pública en 

la que intervenga el solicitante, todas las observaciones, informaciones, análisis u 

opiniones que considere pertinentes respecto de la actividad propuesta. 

8.- Cada Parte velará porque, en el momento de adoptar la decisión, se tengan 

debidamente en cuenta los resultados del procedimiento de participación del público. 

9.- Cada Parte velará también porque, una vez adoptada la decisión por la autoridad 

pública, el público sea rápidamente informado de ella siguiendo el procedimiento 

apropiado. Cada Parte comunicará al público el texto de la decisión acompañado de 

los motivos y consideraciones en que dicha decisión se basa. 
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8] 10.- Cada Parte velará porque, cuando una autoridad pública reexamine o actualice las 

condiciones en que se ejerce una actividad mencionada en el apartado 1, las 

disposiciones de los apartados 2 a 9 del presente artículo se apliquen mutatis mutandis 

y como corresponda. 

11.- Cada Parte aplicará, dentro de su derecho interno y en la medida en que sea posible 

y apropiado, las disposiciones del presente artículo cuando se trate de decidir si 

procede autorizar la diseminación voluntaria en el medio ambiente de organismos 

modificados genéticamente. 

ARTÍCULO 7. Participación del público en los planes, programas y 

políticas relativos al medio ambiente. 

Cada Parte adoptará disposiciones prácticas u otras disposiciones necesarias para que 

el público participe en la elaboración de los planes y programas relativos al medio 

ambiente en un marco transparente y equitativo, tras haberle facilitado las informaciones 

necesarias. En este marco, se aplicarán los apartados 3, 4 y 8 del artículo 6. El público 

que pueda participar será designado por la autoridad pública competente, teniendo en 

cuenta los objetivos del presente Convenio. En la medida en que proceda, cada Parte 

se esforzará por brindar al público la posibilidad de participar en la elaboración de las 

políticas relativas al medio ambiente. 

ARTÍCULO 8. Participación del público durante la fase de elaboración 

de disposiciones reglamentarias o de instrumentos 

normativos juridicamente obligatorios de aplicación 

general. 

Cada Parte se esforzará por promover una participación efectiva del público en una fase 

apropiada, y cuando las opciones estén aún abiertas, durante la fase de elaboración por 

autoridades públicas de disposiciones reglamentarias o de otras normas jurídicamente 

obligatorias de aplicación general que puedan tener un efecto importante sobre el medio 

ambiente. 

A tal efecto, conviene adoptar las disposiciones siguientes: 

a) fijar un plazo suficiente para permitir una participación efectiva; 

b) publicar un proyecto de reglas o poner éste a disposición del público por otros medios, 

y 

c) dar al público la posibilidad de formular observaciones, ya sea directamente, ya sea 

por mediación de órganos consultivos representativos. 

Los resultados de la participación se tendrán en consideración en todo lo posible. 

Artículo 9. Acceso a la justicia 

1.- Cada Parte velará, en el marco de su legislación nacional, porque toda persona que 

estime que su solicitud de información en aplicación del artículo 4 no ha sido atendida, 
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8] ha sido rechazada ilícitamente, en todo o en parte, no ha obtenido una respuesta 

suficiente, o que, por lo demás, la misma no ha recibido el tratamiento previsto en 

las disposiciones de dicho artículo, tenga la posibilidad de presentar un recurso ante 

un órgano judicial o ante otro órgano independiente e imparcial establecido por la 

ley. 

En el caso de que una Parte establezca tal recurso ante un órgano judicial, velará porque 

la persona interesada tenga también acceso a un procedimiento rápido establecido por 

la ley que sea gratuito o poco oneroso, con miras al reexamen de la solicitud por una 

autoridad pública o a su examen por un órgano independiente e imparcial distinto de 

un órgano judicial. 

Las decisiones finales adoptadas en virtud del presente apartado 1 serán obligatorias 

para la autoridad pública que posea las informaciones. Los motivos que las justifiquen 

se indicarán por escrito, por lo menos cuando se deniegue el acceso a la información 

en virtud de este apartado. 

2.- Cada Parte velará, en el marco de su legislación nacional, porque los miembros del 

público interesado: 

a) que tengan un interés suficiente, o, en su caso; 

b) que invoquen la lesión de un derecho, cuando el Código de procedimiento 

administrativo de una Parte imponga tal condición, podrán interponer recurso 

ante un órgano judicial u otro órgano independiente e imparcial establecido por 

la ley para impugnar la legalidad, en cuanto al fondo y en cuanto al procedimiento, 

de cualquier decisión, o cualquier acción u omisión que entre en el ámbito de las 

disposiciones del artículo 6 y, si el derecho interno lo prevé y sin perjuicio de lo 

dispuesto en el apartado 3 infra, de otras disposiciones pertinentes del presente 

Convenio. 

Lo que constituye interés suficiente y lesión de un derecho se determinará con 

arreglo a las disposiciones del derecho interno y conforme al objetivo de conceder 

al público interesado un amplio acceso a la justicia en el marco del presente 

Convenio. A tal efecto, el interés de toda organización no gubernamental que 

cumpla las condiciones previstas en el apartado 5 del artículo 2 se considerará 

suficiente en el sentido de la letra a). Se considera igualmente que esas 

organizaciones tienen derechos que podrían ser lesionados en el sentido de la 

letra b) anterior. 

Las disposiciones del presente apartado 2 no excluyen la posibilidad de presentar 

un recurso preliminar ante una autoridad administrativa ni eximen de la obligación 

de agotar las vías de recurso administrativo antes de entablar un procedimiento 

judicial cuando el derecho interno imponga tal obligación. 

3.- Además, sin perjuicio de los procedimientos de recurso a que se refieren los apartados 

1 y 2 precedentes, cada Parte velará porque los miembros del público que reúnan 

los eventuales criterios previstos por su derecho interno puedan entablar procedimientos 
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8] administrativos o judiciales para impugnar las acciones u omisiones de particulares 

o de autoridades públicas que vulneren las disposiciones del derecho medioambiental 

nacional. 

4.- Además, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los procedimientos a que se 

refieren los apartados 1, 2 y 3 precedentes deberán ofrecer recursos suficientes y 

efectivos, en particular una orden de reparación, si procede, y deberán ser objetivos, 

equitativos y rápidos sin que su costo sea prohibitivo. Las decisiones adoptadas en 

virtud del presente artículo se pronunciarán o consignarán por escrito. Las decisiones 

adoptadas en virtud del presente artículo se pronunciarán o consignarán por escrito. 

Las decisiones de los tribunales y, en lo posible, las de otros órganos deberán ser 

accesibles al público. 

5.- Para que las disposiciones del presente artículo sean aún más eficaces, cada Parte 

velará porque se informe al público de la posibilidad que se le concede de iniciar 

procedimientos de recurso administrativo o judicial, y contemplará el establecimiento 

de mecanismos de asistencia apropiados encaminados a eliminar o reducir los 

obstáculos financieros o de otro tipo que obstaculicen el acceso a la justicia. 

ARTÍCULO 10. Reunión de las partes. 

1.- La primera reunión de las Partes se convocará un año a más tardar después de la 

fecha de entrada en vigor del presente Convenio. A continuación, las Partes celebrarán 

una reunión ordinaria por lo menos una vez cada dos años, a menos que decidan otra 

cosa o si una de ellas lo solicita por escrito, pero esta solicitud deberá ser respaldada 

por un tercio por lo menos de las Partes dentro de los seis meses siguientes a su 

comunicación a la totalidad de las Partes por el Secretario Ejecutivo de la Comisión 

Económica para Europa. 

2.- En sus reuniones, las Partes seguirán permanentemente la aplicación del presente 

Convenio sobre la base de los informes comunicados regularmente por las Partes y, 

teniendo este objetivo presente: 

a) examinarán, con miras a su perfeccionamiento, las políticas que apliquen y los 

sistemas jurídicos y metodológicos que sigan para garantizar el acceso a la 

información, la participación del público en la toma de decisiones el acceso a 

la justicia en materia medioambiental; 

b) se intercambiarán las enseñanzas que extraigan de la concertación y aplicación 

de acuerdos bilaterales y multilaterales o de otros acuerdos que tengan relación 

con el objeto del presente Convenio, en los que sean Partes una o varias de ellas; 

c) solicitarán, si procede, los servicios de los órganos competentes de la CEPE, así 

como de otros organismos internacionales o de comités específicos competentes 

para todas las cuestiones que hayan de tenerse en cuenta para alcanzar los 

objetivos del presente Convenio; 

d) crearán órganos subsidiarios si lo consideran necesario; 
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8] e) elaborarán, si procede, protocolos al presente Convenio; 

f) examinarán y adoptarán proposiciones de enmienda al presente Convenio de 

conformidad con las disposiciones del artículo 14; 

g) estudiarán y emprenderán cualquier otra acción que pueda resultar necesaria a 

los efectos del presente Convenio; 

h) en su primera reunión, estudiarán y adoptarán por consenso el reglamento de 

régimen interior de sus reuniones y de las reuniones de los órganos subsidiarios; 

i) en su primera reunión, examinarán las enseñanzas que extraigan de la aplicación 

de las disposiciones del apartado 9 del artículo 5 y estudiarán las medidas necesarias 

para perfeccionar el sistema previsto en ese apartado, teniendo en cuenta los 

procedimientos aplicables, los hechos nuevos ocurridos a nivel internacional, en 

particular la elaboración de un instrumento apropiado respecto del establecimiento 

de registros o inventarios de las descargas o transferencias de contaminantes que 

podrían anexarse al presente Convenio. 

3.- En caso necesario, la reunión de las Partes podrá estudiar la posibilidad de adoptar 

por consenso disposiciones de orden financiero. 

4.- Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Internacional de 

Energía Atómica, así como todo Estado u organización de integración económica 

regional que esté facultado en virtud del artículo 17 para firmar el Convenio pero 

que no sea Parte en el mismo, y toda organización internacional que posea competencias 

en esferas que guarden relación con el presente Convenio, tendrán derecho a 

participar en calidad de observadores en las reuniones de las Partes. 

5.- Toda organización no gubernamental que posea competencias en esferas que guarden 

relación con el presente Convenio y que haga saber al Secretario Ejecutivo de la 

comisión Económica para Europa que desea estar representada en una reunión de 

las Partes tendrá derecho a participar en calidad de observador salvo que por lo 

menos un tercio de las Partes objeten a ello. 

6.- A los efectos de los apartados 4 y 5 supra, el reglamento de régimen interior 

mencionado en la letra h) del apartado 2 supra regulará las modalidades prácticas 

de admisión y las demás condiciones pertinentes. 

ARTÍCULO 11. Derecho de voto. 

1.- Salvo lo dispuesto en el apartado 2 del presente artículo, cada Parte en el presente 

Convenio dispondrá de un voto. 

2.- En las esferas de su competencia, las organizaciones de integración económica 

regional dispondrán, para ejercer su derecho de voto, de un número de votos igual 

al número de sus Estados miembros que sean Partes en el presente Convenio. Esas 

organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el 

suyo, y a la inversa. 
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El Secretario Ejecutivo de la Comisión Económica para Europa ejercerá las siguientes 

funciones de secretaría: 

a) convocará y preparará las reuniones de las Partes; 

b) transmitirá a las Partes los informes y otras informaciones recibidos en aplicación de 

las disposiciones del presente Convenio, y 

c) desempeñará otras funciones que las Partes puedan asignarle. 

ARTÍCULO 13. Anexos. 

Los anexos del presente Convenio forman parte integrante del mismo. 

ARTÍCULO 14. Enmiendas al convenio. 

1.- Toda Parte puede proponer enmiendas al presente Convenio. 

2.- El texto de toda propuesta de enmienda al presente Convenio se someterá por escrito 

al Secretario Ejecutivo de la Comisión Económica para Europa, quien lo comunicará 

a todas las Partes noventa días por lo menos antes de la reunión de las Partes en el 

curso de la cual se proponga la adopción de la enmienda. 

3.- Las Partes no escatimarán esfuerzos para llegar a un acuerdo por consenso sobre 

cualquier enmienda que se proponga introducir en el presente Convenio. Si todos 

los esfuerzos en este sentido resultan vanos y si no se llega a ningún acuerdo, la 

enmienda se adoptará en última instancia mediante votación por una mayoría de 

tres cuartos de las Partes presentes y votantes. 

4.- Las enmiendas al presente Convenio adoptadas conforme al apartado 3 supra serán 

sometidas por el Depositario a todas las Partes a los efectos de ratificación, aprobación 

o aceptación. Las enmiendas al presente Convenio que no se refieran a un anexo 

entrarán en vigor respecto de las Partes que las hayan ratificado, aprobado o aceptado 

el nonagésimo día siguiente a la recepción por el Depositario de la notificación de 

su ratificación, aprobación o aceptación por tres cuartos por lo menos de esas Partes. 

Posteriormente entrarán en vigor respecto de cualquier otra Parte el nonagésimo 

día siguiente al depósito por esta Parte de su instrumento de ratificación, aprobación 

o aceptación de las enmiendas. 

5.- Toda Parte que no esté en condiciones de aprobar una enmienda a un anexo del 

presente Convenio lo notificará por escrito al Depositario dentro de los doce meses 

siguientes a la fecha de comunicación de su adopción. El Depositario informará sin 

demora a todas las Partes de la recepción de esta notificación. Una Parte podrá en 

cualquier momento sustituir su notificación anterior por una aceptación y, tras el 

depósito de un instrumento de aceptación ante el Depositario, las enmiendas a dicho 

anexo entrarán en vigor respecto de esa Parte. 

6.- A la expiración de un plazo de doce meses a contar desde la fecha de su comunicación 

por el Depositario prevista en el apartado 4 supra, toda enmienda a un anexo entrará 
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conforme a las disposiciones del apartado 5 supra en la medida en que no más de 

un tercio de las Partes hayan cursado dicha notificación. 

7.- A los efectos del presente artículo, por "Partes presentes y votantes" se entenderá 

las Partes presentes en la reunión que emitan un voto afirmativo o negativo. 

ARTÍCULO 15. Examen del cumplimiento de las disposiciones. 

La Reunión de las Partes adoptará por consenso mecanismos facultativos de carácter 

no conflictivo, no judicial y consultivo para examinar el cumplimiento de las disposiciones 

del presente Convenio. Esos mecanismos permitirán una participación apropiada del 

público y podrán prever la posibilidad de examinar comunicaciones de miembros del 

público respecto de cuestiones que guarden relación con el presente Convenio. 

Artículo 16. Solución de controversias. 

1.- Si surge una controversia entre dos o más Partes respecto de la interpretación o de 

la aplicación del presente Convenio, esas Partes se esforzarán por resolverla por 

medio de la negociación o por cualquier otro medio de solución de controversias que 

consideren aceptable. 

2.- Cuando firme, ratifique, acepte, apruebe o se adhiera al presente Convenio, o en 

cualquier otro momento posterior , una Parte podrá declarar por escrito al Depositario 

que, en lo que respecta a las controversias que no se hayan resuelto conforme al 

apartado 1 supra, acepta como obligatorio uno o los dos medios de solución siguientes 

en sus relaciones con cualquier Parte que acepte la misma obligación: 

a) el sometimiento de la controversia a la Corte Internacional de Justicia; 

b) el arbitraje, conforme al procedimiento definido en el anexo II. 

3.- Si las partes en la controversia han aceptado los dos medios de solución de controversias 

mencionados en el apartado 2 supra, la controversia no podrá someterse más que 

a la Corte Internacional de Justicia, a menos que las partes acuerden otra cosa. 

Artículo 17. Firma. 

El presente Convenio estará abierto a la firma de los Estados miembros de la comisión 

Económica para Europa, así como de los Estados que gocen de estatuto consultivo ante 

la Comisión Económico y Social de 28 de marzo de 1947, y de las organizaciones de 

integración económica regional constituidas por Estados soberanos, miembros de la 

Comisión Económica para Europa, que les hayan transferidos competencias en las materias 

de que trata el presente Convenio, incluida la competencia para concertar tratados 

sobre estas materias, en Aarhus (Dinamarca) el 25 de junio de 1998, y posteriormente 

en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, hasta el 21 de diciembre de 1998. 
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 El Secretario General de las Naciones Unidas desempeñará las funciones de Depositario 

del presente Convenio. 

ARTÍCULO 19. Ratificación, aceptación, aprobación y adhesión. 

1.- El presente Convenio estará sujeto a la ratificación, aceptación y aprobación de los 

Estados y de las organizaciones de integración económica regional signatarios del 

mismo. 

2.- El presente Convenio estará abierto a la adhesión de los Estados y organizaciones 

de integración económica regional mencionados en el artículo 17 a partir del 22 de 

diciembre de 1998. 

3.- Todo Estado no mencionado en el apartado 2 supra que sea miembro de las Naciones 

Unidas podrá adherirse al Convenio con la aprobación de la Reunión de las Partes. 

4.- Toda organización mencionada en el artículo 17 que llegue a ser Parte en el presente 

Convenio sin que ninguno de sus Estados miembros sea Parte en él quedará vinculada 

por todas las obligaciones dimanantes del Convenio. Cuando uno o varios Estados 

miembros de tal organización sean Partes en el presente Convenio, esa organización 

y sus Estados miembros acordarán sus responsabilidades respectivas en la ejecución 

de las obligaciones que les impone el Convenio. En ese caso, la organización y los 

Estados miembros no estarán facultados para ejercer concurrentemente los derechos 

dimanantes del presente Convenio. 

5.- En sus instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, las 

organizaciones de integración económica regional mencionadas en el artículo 17 

declararán el alcance de su competencia respecto de las materias reguladas por el 

presente Convenio. Además, esas organizaciones informarán al Depositario de toda 

modificación importante en el alcance de sus competencias. 

ARTÍCULO 20. Entrada en vigor. 

1.- El presente Convenio entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha del 

depósito del decimosexto instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 

adhesión. 

2.- A los efectos del apartado 1 del presente artículo, el instrumento depositado por 

una organización de integración económica regional no se sumará a los depositados 

por los Estados miembros de esa organización. 

3.- Respecto de cada Estado u organización a que se refiere el artículo 17 que ratifique, 

acepte o apruebe el presente Convenio o se adhiera al mismo tras el depósito del 

decimosexto instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el 

Convenio entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha de depósito por ese 

Estado o esa organización de su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 

o adhesión. 
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En cualquier momento posterior a la expiración de un plazo de tres años a partir de la 

fecha en que el presente Convenio entre en vigor respecto de una Parte, ésta podrá 

denunciar el Convenio mediante notificación escrita dirigida al Depositario. Esta denuncia 

surtirá efecto el nonagésimo día siguiente a la fecha de recibo de su notificación por 

el Depositario. 

ARTÍCULO 22. Textos auténticos. 

El original del presente Convenio, cuyos textos en inglés, francés y ruso son igualmente 

auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados para ello, firman el presente 

Convenio. 

HECHO en Aarhus (Dinamarca), el veinticinco de junio de mil novecientos noventa y 

ocho. 

ANEXO I. Lista de actividades a que al artículo 6, apartado 2, 

letra a) 

1.- Sector de la energía. 

- refinerías de petróleo y de gas, 

- instalaciones de gasificación y licuefacción, 

- centrales térmicas y otras instalaciones de combustión con un aporte térmico de 

por lo menos 50 megawatios (MW), 

- hornos de coque, 

- centrales nucleares y otros reactores nucleares, inclusive el desmantelamiento o 

la retirada del servicio de esas centrales o reactores (con excepción de las 

instalaciones de investigación para la producción y la transformación de materias 

fisibles y fértiles, cuya potencia máxima no exceda de un kw de carga térmica 

continua), 

- instalaciones para el retratamiento de combustibles nucleares irradiados, 

- instalaciones destinadas: 

- a la producción o al enriquecimiento de combustibles nucleares, 

- al tratamiento de combustibles nucleares irradiados o de desechos sumamente 

radioactivos, 

- a la eliminación definitiva de combustibles nucleares irradiados, 

- exclusivamente a la eliminación definitiva de desechos radiactivos, 

- exclusivamente al almacenamiento (previsto para más de diez años) de combustibles 

nucleares irradiados o de desechos radiactivos en un sitio diferente del sitio de producción. 
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Instalaciones de tostado o sintetizado de mineral metálico (en particular mineral 

sulfurado), 

- instalaciones para la producción de hierro fundido o de acero (fusión primaria o 

secundaria), incluidos los equipamientos para la fundición continua de una capacidad 

de más de 2,5 toneladas por hora, 

- instalaciones destinadas a la transformación de metales ferrosos: 

i) por laminado en caliente con una capacidad superior a 20 toneladas por acero 

bruto por hora. 

ii) por forjado mediante martillos cuya energía de golpe exceda de los 50 kilojulios 

por martillo y cuando la potencia calorífica aplicada sea superior a 20 MW. 

iii) aplicación de capas de protección de metal en fusión con una capacidad de 

tratamiento superior a dos toneladas de acero bruto por hora, 

· fundiciones de metales ferrosos con una capacidad de producción superior a 

20 toneladas por día, 

- instalaciones: 

i) destinadas a la producción de metales brutos no ferrosos a partir de minerales, 

de concentrados o de materias primas secundarias por procedimientos metalúrgicos, 

químicos o electrolíticos, 

ii) destinadas a la fusión, incluida la aleación, de metales no ferrosos, comprendidos 

los productos de recuperación (afino, moldeado en fundición), con una capacidad 

de fusión superior a 4 toneladas por día para el plomo y el cadmio o de 20 

toneladas por día para todos los demás metales, 

· instalaciones de tratamiento de superficie de metales y materias plásticas en 

las que se utilice un procedimiento electrolítico o químico, cuando el volumen 

de las cubas de tratamiento sea superior a 30 m3. 

3.- Industria mineral 

- instalaciones destinadas a la producción de clinker (cemento) en hornos rotatorios 

con una capacidad de producción superior a 500 toneladas por día, o de cales en 

hornos rotatorios con una capacidad de producción superior a 50 toneladas por día, 

o en otros tipos de hornos con una capacidad de producción superior a 50 toneladas 

por día, 

- las centrales nucleares y otros reactores nucleares dejan de ser instalaciones 

nucleares cuando todos los combustibles nucleares y todos los demás elementos 

contaminados han sido retirados definitivamente del emplazamiento de las 

instalaciones, 

- instalaciones destinadas a la producción de amianto y a la fabricación de productos 

a base de amianto; Instalaciones destinadas a la fabricación de vidrio, incluidas 
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superior a 20 toneladas por día. 

- instalaciones destinadas a la fusión de materias minerales, incluidas las destinadas 

a la producción de fibras minerales, con una capacidad de fusión superior a 20 

toneladas por día. 

- instalaciones destinadas a la fabricación de productos cerámicos por cocción, en 

particular tejas, ladrillos, piedras refractarias, baldosas, gres o porcelana, con una 

capacidad de producción superior a 75 toneladas por día, o una capacidad de horno 

de más de 4 m3 y de más de 300 kg/m3 por horno. 

4.- Industria química: 

por producción, en el sentido de las categorías de actividades enumeradas en el 

presente apartado, se entiende la producción en cantidades industriales, por 

transformación química, de las sustancias o grupos de sustancias mencionados en 

las letras a) a g) y siguientes: 

a) instalaciones químicas destinadas a la fabricación de productos químicos orgánicos 

de base, tales como: 

i) hidrocarburos simples (lineales o cíclicos, saturados o insaturados, alifáticos o 

aromáticos), 

ii) hidrocarburos oxigenados, entre ellos los alcoholes, aldehídos, cetonas, ácidos 

carboxílicos, ésteres, acetatos, éteres, peróxidos y resinas epóxidas, 

iii) hidrocarburos sulfurados, 

iv) hidrocarburos nitrogenados, entre ellos las aminas, amidas, compuestos nitrosos, 

nitrados o nitratados, nitrilos, cianatos e isocianatos, 

v) hidrocarburos fosforados, 

vi) hidrocarburos halogenados, 

vii) compuestos organometálicos, 

viii) materias plásticas de base (polímeros, fibras sintéticas, fibras a basede 

celulosa),
 

ix) cauchos sintéticos,
 

x) colorantes y pigmentos,
 

xi) tensioactivos y agentes de superficie,
 

b) instalaciones químicas destinadas a la fabricación de productos químicos inorgánicos 

de base, tales como: 

i) gases, en particular , amoníaco, cloro y cloruro de hidrógeno, flúor o fluoruro 

de hidrógeno, óxidos de carbono, compuestos azufrados, óxidos de nitrógeno, 

hidrógeno, dióxido de azufre, dicloruro de carbonilo, 
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8] ii) ácidos, en particular ácido crómico, ácido fluorhídrico, ácido fosfórico, ácido 

nítrico, ácido clorhídrico, ácido sulfúrico, óleum, ácidos sulfurados, 

iii) bases, entre ellas hidróxido de amonio, hidróxido de potasio, hidróxido de 

sodio, 

iv) sales, entre ellas cloruro de amonio, clorato de potasio, carbonato de potasio, 

carbonato de sodio, perborato, nitrato de plata, 

v) no metales, óxidos metálicos u otros compuestos inorgánicos, tales como 

carburo de calcio, silicio, carburo de silicio, 

c) instalaciones químicas destinadas a la fabricación de abonos a base de fósforo, 

de nitrógeno o de potasio (abonos simples o compuestos); 

d) instalaciones químicas destinadas a la fabricación de productos de base fitosanitarios 

y de biocidas; 

e) instalaciones en que se utilice un procedimiento químico biológico para la 

fabricación de productos farmacéuticos de base; 

f) instalaciones químicas destinadas a la fabricación de explosivos; 

g) instalaciones químicas en las que se utilice un tratamiento químico o biológico 

para producir aditivos proteicos para los alimentos de los animales, fermentos y 

otras sustancias proteicas. 

5.- Gestión de residuos 

- instalaciones para la incineración, aprovechamiento, tratamiento químico y vertido 

de residuos peligrosos; 

- instalaciones para la incineración de basuras urbanas, con una capacidad superior 

a 3 toneladas por hora; 

- instalaciones para la eliminación de residuos no peligrosos, con una capacidad de 

más de 50 toneladas por día; 

- vertederos que reciban más de 10 toneladas por día o con una capacidad total de 

más de 25.000 toneladas, con exclusión de los vertederos de residuos inertes. 

6.- Instalaciones de tratamiento de aguas residuales con una capacidad superior a un 

equivalente de población de 150.000 personas. 

7.- Instalaciones industriales destinadas a: 

a) la fabricación de pasta de papel a partir de madera o de otras materias fibrosas; 

b) la fabricación de papel y de cartón, con una capacidad de producción superior a 

20 toneladas por día. 

8.- a) construcción de vías para el tráfico ferroviario de larga distancia, así como de 

aeropuertos(1) dotados de una pista principal de despegue y de aterrizaje con una 

longitud de 2.100 m como mínimo; 

(1) A los efectos del presente Convenio, la noción de (2)A los efectos del presente Convenio, por “vía rápida” 
“aeropuerto” corresponde a la definición dada en se entiende una carretera que correponda a la 
el Convenio de Chicago sobre la creación de la definición dada en el Acuerdo Europeo de 15 de 
Organización de la Aviación Civil Onternacional noviembre de 1975 sobre las grandes carreteras de 
(anexo 14). tráfico internacional. 
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c) construcción de una nueva carretera de cuatro carriles o más, o realineación o 

ensanche de una carretera existente de dos carriles para hacer una carretera de 

cuatro carriles o más, cuando la nueva carretera o sección de carretera realineada 

o ensanchada tenga una longitud ininterrumpida de 10 km como mínimo. 

9.- a) vías navegables y puertos de navegación interior que permitan el acceso de barcos 

de más 1.350 toneladas; 

b) puertos comerciales, muelles de carga y de descarga unidos a tierra y antepuertos 

(con exclusión de los muelles para transbordadores) accesibles a barcos de más 

de 1.350 toneladas. 

10.- Dispositivos de captación o de recarga artificial de aguas subterráneas cuando el 

volumen anual de las aguas captadas o recargadas sea igual o superior a 10 millones 

de m3. 

11.- a) obras destinadas al trasvase de recursos hídricos entre cuencas fluviales cuando 

esta operación tenga por objeto prevenir una eventual escasez de agua y el 

volumen anual de las aguas trasvasadas exceda de 100 millones de m3, 

b) en todos los demás casos, las obras destinadas al trasvase de recursos hídricos 

entre cuencas fluviales cuando el caudal anual medio, a lo largo de varios años, 

de la cuenca de origen exceda de 2.000 millones de m3 y cuando el volumen de 

las aguas trasvasadas excede del 5% de ese caudal. 

En los dos casos quedan excluídos los trasvases de agua potable conducida por 

canalizaciones. 

12.- Extracción de petróleo y de gas natural con fines comerciales, cuando las cantidades 

extraídas excedan de 500 toneladas de petróleo y de 500.000 m3 de gas por día. 

13.- Presas y otras instalaciones destinadas a retener las aguas o almacenarlas de forma 

permanente, cuando el nuevo volumen de agua o el volumen suplementario de agua 

retenida o almacenada exceda de 10 millones de m3. 

14.- Canalizaciones para el transporte de gas, de petróleo o de productos químicos, con 

un diámetro superior a 800 mm y de una longitud superior a 40 km. 

15.- Instalaciones destinadas a la cría intensiva de aves o de cerdos que disponga de 

más de: a) 40.000 plazas para aves,  b) 20.000 plazas para cerdos de producción (de 

más de 30 kg); o c) 750 plazas para cerdas de vientre. 

16.- Canteras y explotaciones mineras a cielo abierto, cuando la superficie del yacimiento 

exceda de 25 ha o, en el caso de las turberas, de 150 ha. 

17.- Construcción de tendidos aéreos para el transporte de energía eléctrica con una 

tensión de 220 kV o más y una longitud superior a 15 km. 

18.- Instalaciones de almacenamiento de petróleo, de productos petroquímicos o de 

productos químicos, con una capacidad de 200.000 toneladas o más. 
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- instalaciones destinadas al pretratamiento (operaciones de lavado, blanqueo y 

mercerización) o la tintura de fibras o de textiles cuya capacidad de tratamiento 

sea superior a 10 toneladas por día, 

- instalaciones destinadas al curtido de pieles, cuando la capacidad de tratamiento 

sea superior a 12 toneladas de productos terminados por día: 

a) mataderos con una capacidad de producción de piezas en canal superior a 50 

toneladas por día; 

b) tratamiento y transformación destinados a la fabricación de productos alimentarios 

a partir de: 

i) Materias primas animales (excluida la leche), con una capacidad de producción 

de productos terminados superior a 75 toneladas por día, 

ii) Materias primas vegetales, con una capacidad de producción de productos 

terminados superior a 300 toneladas por día (valor medio trimestral); 

c) tratamiento y transformación de la leche, cuando la cantidad de leche recibida 

sea superior a 200 toneladas por día (valor medio anual); 

- instalaciones destinadas a la eliminación o al reciclado de piezas en canal y de 

despojos de animales con una capacidad de tratamiento superior a 10 toneladas 

por día; 

- instalaciones destinadas al tratamiento de superficie de materias, objetos o 

productos, y en que se utilicen disolventes orgánicos, en particular para las 

operaciones de apresto, impresión, revestimiento, desengrasado, impermeabilización, 

encolado, pintura, limpieza o impregnación, con una capacidad de consumo de 

disolvente de más de 150 kg por hora o de más de 200 toneladas por año; 

- instalaciones destinadas a la fabricación de carbón (carbón cocido duro) o de 

electrografito por combustión o grafitización. 

20.- Toda actividad no mencionada en los apartados 1 a 19 supra cuando esté prevista 

la participación del público respecto de ella en el marco de un procedimiento de 

evaluación del impacto sobre el medio ambiente conforme a la legislación nacional. 

21.- Las disposiciones del apartado 1.a) del artículo 6 del presente Convenio no se 

aplicarán a ninguna de las actividades mencionadas anteriormente que se emprendan 

exclusivamente o esencialmente para investigar , elaborar o experimentar nuevos 

métodos o nuevos productos y que no vayan a durar más de dos años, a menos que 

puedan tener un efecto perjudicial importante sobre el medio ambiente o la salud. 

22.- Toda modificación o ampliación de las actividades que responda en sí a los criterios 

o umbrales expresados en el presente anexo se regirá por apartado 1.a) del artículo 

6 del presente Convenio. Cualquier otra modificación o ampliación de las actividades 

se regirá por la letra b) del apartado 1 del artículo 6 del presente Convenio. 
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1.- En caso de que una controversia sea sometida a arbitraje en virtud del apartado 2 

del artículo 16 del presente Convenio, una o más de las partes en la misma notificarán 

a la Secretaría el objeto del arbitraje e indicarán, en particular , los artículos del 

presente Convenio cuya interpretación o aplicación se discuten. La Secretaría 

transmitirá las informaciones recibidas a todas las Partes en el presente Convenio. 

2.- El tribunal arbitral estará compuesto por tres miembros. La parte o partes demandantes 

y la otra u otras partes en la controversia designarán un árbitro y los dos árbitros 

así designados designarán de común acuerdo al tercer árbitro, quien presidirá el 

tribunal arbitral. Este último no será nacional de ninguna de las partes en la 

controversia, no tendrá su residencia habitual en el territorio de una de esas partes, 

no estará al servicio de ninguna de ellas, ni se habrá ocupado ya del asunto por 

cualquier otro concepto. 

3.- Si dentro de los dos mese siguientes al nombramiento del segundo árbitro no se ha 

designado al presidente del tribunal arbitral, el Secretario Ejecutivo de la Comisión 

Económica para Europa procederá, a petición de una de las partes en controversia, 

a su designación en un nuevo plazo de dos meses. 

4.- Si en un plazo de dos meses a contar desde la recepción de la demanda, una de las 

partes en la controversia no procede al nombramiento de un árbitro, la otra parte 

podrá informar de ello al Secretario Ejecutivo de la Comisión Económica para Europa, 

quien designará al presidente del tribunal arbitral en un nuevo plazo de dos meses. 

Una vez designado, el presidente del tribunal arbitral pedirá a la parte que no haya 

nombrado árbitro que lo haga en un plazo de dos meses. Si no lo hace en este plazo, 

el presidente informará de ello al Secretario Ejecutivo de la Comisión Económica 

para Europa, quien procederá a efectuar ese nombramiento en un nuevo plazo de 

dos meses. 

5.- El tribunal dictará el laudo de conformidad con el derecho internacional y las 

disposiciones del presente Convenio. 

6.- Todo tribunal arbitral constituido en aplicación de las disposiciones del presente 

anexo establecerá su propio procedimiento. 

7.- Las decisiones del tribunal arbitral, tanto sobre las cuestiones de procedimiento 

como sobre las cuestiones de fondo, se adoptarán por mayoría de sus miembros. 

8.- El tribunal podrá adoptar todas las medidas requeridas para determinar los hechos. 

9.- Las partes en la controversia facilitarán la tarea del tribunal arbitral y, en particular , 

por todos los medios de que dispongan: 

a) le proporcionarán todos los documentos, facilidades e informaciones pertinentes; 

b) le permitirán, si es necesario, citar y oír a testigos o peritos. 

10.- Las partes y los árbitros protegerán el secreto de toda información que reciban a 

título confidencial durante el procedimiento de arbitraje. 
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8] 11.- El tribunal arbitral, a petición de una de las partes, podrá recomendar la adopción 

de medidas cautelares. 

12.- Si una de las partes en la controversia no comparece ante el tribunal arbitral o no 

defiende su causa, la otra parte podrá pedir al tribunal que prosiga el procedimiento 

y dicte el laudo definitivo. El hecho de que una parte no comparezca o no defienda 

su causa no será obstáculo para la marcha del procedimiento. 

13.- El tribunal arbitral podrá conocer de las demandas de reconvención directamente 

relacionadas con el objeto de la controversia y resolverlas. 

14.- A menos que el tribunal arbitral decida otra cosa en razón de las circunstancias 

particulares del asunto, los gastos del tribunal, incluida la remuneración de sus 

miembros, correrán a partes iguales a cargo de las partes en la controversia. El 

tribunal llevará un registro de todos sus gastos y presentará un estado final a las 

partes. 

15.- Toda Parte en el presente Convenio que, en lo que concierne al objeto de una 

controversia, tenga un interés de carácter jurídico que pueda resultar afectado por 

la decisión dictada en el asunto podrá intervenir en el procedimiento con el acuerdo 

del tribunal. 

16.- El tribunal arbitral dictará el laudo dentro de los cinco meses siguientes a la fecha 

en que quedó constituido, a menos que considere necesario prorrogar ese plazo 

durante u período que no deberá exceder de cinco meses. 

17.- El laudo del tribunal arbitral deberá ir acompañado de una exposición de motivos. 

El laudo será definitivo y vinculante para todas las partes en la controversia. El 

tribunal arbitral comunicará el laudo a las partes en la controversia y a la Secretaría. 

Ésta transmitirá las informaciones recibidas a todas las Partes en el presente Convenio. 

18.- Toda controversia entre las partes respecto de la interpretación y ejecución del 

laudo deberá ser sometida por una de ellas al tribunal arbitral que lo haya dictado 

o, si no puede recurrirse a este último, a otro tribunal constituido al efecto de la 

misma manera que el primero. 
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2.

Directiva 2003/4/CE del 

Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 28 de enero de 

2003, relativa al acceso del 

público a la información 

medioambiental y por la que 

se deroga la Directiva 

90/313/CEE del Consejo 

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA 

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, y en particular el apartado 1 

de su artículo 175. 

Vista la propuesta de la Comisión(1), 

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo(2), 

Visto el dictamen del Comité de las Regiones(3), 

De conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 251 del Tratado(4), a 

la vista del texto conjunto aprobado por el Comité de Conciliación el 8 de noviembre 

de 2002, 

Considerando lo siguiente: 

1.- Un mayor acceso del público a la información medioambiental y la difusión de tal 

información contribuye a una mayor concienciación en materia de medio ambiente, 

a un intercambio libre de puntos de vista, a una más efectiva participación del 

público en la toma de decisiones medioambientales y, en definitiva, a la mejora del 

medio ambiente. 

2.- La Directiva 90/313/CEE del Consejo, de 7 de junio de 1990, sobre libertad de acceso 

a la información en materia de medio ambiente(5), inició un cambio en el modo en 

que las autoridades públicas abordan la cuestión de la apertura y de la transparencia, 

estableciendo medidas para el ejercicio del derecho de acceso del público a la 

información medioambiental que conviene desarrollar y proseguir. La presente 

Directiva amplía el nivel actual de acceso establecido en virtud de la Directiva 

90/313/CEE. 

3.- El artículo 8 de la citada Directiva dispone que los Estados miembros deben presentar 

a la Comisión un informe sobre la experiencia adquirida, del cual se servirá la 

Comisión para elaborar un informe dirigido al Parlamento Europeo y al Consejo que 

irá acompañado de las propuestas de revisión que considere adecuadas. 

4.- El informe presentado en virtud de lo dispuesto en el artículo 8 de la citada Directiva 

describe los problemas surgidos en la aplicación práctica de la Directiva. 

5.- La Comunidad Europea firmó, el 25 de junio de 1998, el Convenio de la Comisión 

Económica para Europa de las Naciones Unidas sobre acceso a la información, 

participación del público en la toma de decisiones y acceso a la justicia en materia 

de medio ambiente («el Convenio de Aarhus»). Las disposiciones de la legislación 

comunitaria deben ser coherentes con dicho Convenio para su celebración por la 

Comunidad Europea. 

6.- En aras de una mayor transparencia, conviene sustituir la Directiva 90/313/CEE en 

vez de modificarla, de modo que las partes interesadas dispongan de un texto 

legislativo único, claro y coherente. 

(1) DO C 337 E de 28.11.2000, p. 156 y DO C 240 E de 113 E de 14.5.2002, p.1) y Decisión del Parlamento 
28.8.2001, p. 289. Europeo, de 30 de mayo de 2002 (no publicada aún(2) DO C 116 de 20.4.2001, p. 43. en el Diario Oficial). Decisión del Consejo de 16 de(3) DO C 148 de 18.5.2001, p. 9 diciembre de 2002 y Decisión del Parlamento(4) Dictamen del Parlamento Europeo, de 14 de marzo Europeo de 18 de diciembre de 2002. 
de 2001 (DO C 343 de 5.12.2001, p. 165), Posición (5) DO L 158 de 23.6.1990, p. 56. 
Común del Consejo, de 28 de enero de 2002 (DO C 
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7.- Las disparidades entre las disposiciones legales vigentes en los Estados miembros 

sobre el acceso a la información medioambiental que obre en poder de las autoridades 

públicas pueden crear desigualdades dentro de la Comunidad por lo que se refiere 

al acceso a esta información o a las condiciones de la competencia. 

8.- Es necesario garantizar que toda persona física o jurídica tenga derecho de acceso 

a la información medioambiental que obre en poder de las autoridades públicas o 

de otras entidades en su nombre sin que dicha persona se vea obligada a declarar 

un interés determinado. 

9.- Es necesario asimismo que las autoridades públicas difundan y pongan a disposición 

del público en general, de la forma más amplia posible la información medioambiental, 

especialmente por medio de las tecnologías de la información y de las comunicaciones. 

Debe tenerse en cuenta la evolución futura de estas tecnologías en los informes y 

revisiones de la presente Directiva. 

10.- La definición de información medioambiental debe aclararse para incluir datos, en 

cualquier forma, sobre el estado del medio ambiente, sobre los factores, medidas 

o actividades que afecten o puedan afectar al medio ambiente o destinados a 

protegerlo, sobre análisis de la relación coste-beneficio y otros análisis económicos 

utilizados en el marco de dichas medidas y actividades y también información sobre 

el estado de la salud y la seguridad humanas, incluida la contaminación de la cadena 

alimentaria, sobre las condiciones de la vida humana, los emplazamientos culturales 

y las construcciones en la medida en que se vean o puedan verse afectados por 

cualquiera de los mencionados extremos. 

11.- A fin de tener en cuenta el principio establecido en el artículo 6 del Tratado de 

que las exigencias de la protección del medio ambiente deben integrarse en la 

definición y la realización de las políticas y actividades de la Comunidad, la definición 

de autoridades públicas debe ampliarse para incluir al gobierno y a las demás 

administraciones públicas nacionales, regionales y locales, tengan o no responsabilidades 

concretas en materia de medio ambiente. La definición debe ampliarse igualmente 

para incluir a otras personas o entidades que realicen funciones públicas administrativas 

en relación con el medio ambiente con arreglo al derecho nacional, así como a otras 

personas o entidades que actúen bajo su control y ejerzan responsabilidades o 

funciones públicas en relación con el medio ambiente. 

12.- La información medioambiental que posean físicamente otras entidades en nombre 

de las autoridades públicas también debe incluirse en el ámbito de aplicación de la 

presente Directiva. 

13.- La información medioambiental debe ponerse a disposición de los solicitantes cuanto 

antes y en un plazo razonable y teniendo en cuenta cualquier calendario especificado 

por el solicitante. 

14.- Las autoridades públicas deben facilitar la información medioambiental en la forma 

o formato indicado por el solicitante, excepto si resulta accesible al público en otra 

forma o formato o si resulta razonable hacer que sea accesible en otra forma o 
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formato. Además se debe poder exigir a las autoridades públicas que hagan todos 

los esfuerzos razonables para conservar la información medioambiental en su poder 

o en el de otra entidad, en su nombre, en formas o formatos fácilmente reproducibles 

y accesibles por medios electrónicos. 

15.- Los Estados miembros deben fijar las modalidades prácticas de puesta a disposición 

efectiva de la información. Estas modalidades garantizarán un acceso fácil y efectivo 

a la información y su progresiva puesta a disposición del público mediante redes 

públicas de telecomunicaciones, incluyendo listas públicamente accesibles de las 

autoridades públicas y registros o listas de información medioambiental que obre en 

poder de las autoridades públicas o de otras entidades en su nombre. 

16.- El derecho a la información significa que la divulgación de la información debe ser 

la norma general y que debe permitirse que las autoridades públicas denieguen una 

solicitud de información medioambiental en casos concretos claramente definidos. 

Los motivos de denegación deben interpretarse de manera restrictiva, de tal modo 

que el interés público atendido por la divulgación de la información debe ponderarse 

con el interés atendido por la denegación de la divulgación. Las razones de la 

denegación deben comunicarse al solicitante en el plazo establecido en la presente 

Directiva. 

17.- Las autoridades públicas deben permitir el acceso a partes de la información 

medioambiental solicitada cuando sea posible separar información incluida en el 

ámbito de las excepciones del resto de la información solicitada. 

18.- Las autoridades públicas deben poder cobrar por facilitar información medioambiental, 

pero la cantidad cobrada debe ser razonable. Esto implica que, como regla general, 

la cantidad cobrada no debe exceder los costes reales de la producción del material 

en cuestión. Los supuestos en que se exija el pago de un adelanto deben ser limitados. 

En aquellos casos en que las autoridades públicas divulguen información medioambiental 

a título comercial, y siempre que ello sea necesario para asegurar la continuidad de 

los trabajos de recopilación y publicación de dicha información, se considerará 

razonable la aplicación de una contraprestación económica conforme a los precios 

de mercado; en tales supuestos podrá exigirse el pago de un adelanto. Se debe 

publicar y poner a disposición de los solicitantes una lista de contraprestaciones 

económicas, junto con información sobre las circunstancias en que pueda exigirse 

o dispensarse el pago. 

19.- Los solicitantes deben poder interponer un recurso administrativo o judicial contra 

los actos u omisiones de una autoridad pública en relación con su solicitud. 

20.- Las autoridades públicas deben intentar garantizar que la información medioambiental 

sea comprensible, precisa y susceptible de comparación cuando ésta sea recogida 

por dichas autoridades o en su nombre. El procedimiento empleado en la recogida 

de datos debe darse a conocer, a petición del interesado, ya que constituye un factor 

importante a la hora de evaluar la calidad de la información facilitada. 
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21.- Con el fin de concienciar aún más al público sobre las cuestiones medioambientales 

y de mejorar la protección del medio ambiente, las autoridades públicas deben, si 

procede, poner a disposición y difundir información sobre el medio ambiente en el 

ámbito de sus funciones, en particular por medio de la tecnología de telecomunicación 

informática y/o electrónica, siempre que esté disponible. 

22.- La presente Directiva debe evaluarse cada cuatro años, a contar desde su entrada 

en vigor, a la luz de la experiencia y tras la presentación de los informes pertinentes 

por parte de los Estados miembros, y ser susceptible de revisión sobre dicha base. 

La Comisión debe presentar un informe de evaluación al Parlamento Europeo y al 

Consejo. 

23.- Dado que los objetivos de la presente Directiva no pueden ser alcanzados de manera 

suficiente por los Estados miembros y, por consiguiente, pueden lograrse mejor a 

nivel comunitario, la Comunidad puede adoptar medidas, de acuerdo con el principio 

de subsidiariedad consagrado en el artículo 5 del Tratado. De conformidad con el 

principio de proporcionalidad enunciado en dicho artículo, la presente Directiva no 

excede de lo necesario para alcanzar dichos objetivos. 

24.- Lo dispuesto en la presente Directiva no afectará al derecho de los Estados miembros 

a mantener o introducir medidas que prevean un acceso a la información más amplio 

que el que exige la presente Directiva. 

HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA: 

ARTÍCULO 1. Objetivos. 

Los objetivos de la presente Directiva son: 

a) Garantizar el derecho de acceso a la información medioambiental que obre en poder 

de las autoridades públicas o de otras entidades en su nombre, y establecer las normas 

y condiciones básicas, así como modalidades prácticas, del ejercicio del mismo. 

b) Garantizar que, de oficio, la información medioambiental se difunda y se ponga a 

disposición del público paulatinamente con objeto de lograr una difusión y puesta a 

disposición del público lo más amplia y sistemática posible de dicha información. 

Para este fin, deberá fomentarse, en particular, el uso de la tecnología de 

telecomunicación y/o electrónica, siempre que pueda disponerse de la misma. 

ARTÍCULO 2. Definiciones. 

A efectos de la presente Directiva, se entenderá por: 

1.- Información medioambiental: toda información en forma escrita, visual, sonora, 

electrónica o en cualquier otra forma material sobre: 

a) La situación de elementos del medio ambiente, como el aire y la atmósfera, el 

agua, el suelo, la tierra, los paisajes y espacios naturales, incluidos los humedales 

y las zonas marinas y costeras, la diversidad biológica y sus componentes, incluidos 

los organismos modificados genéticamente, y la interacción entre estos elementos. 
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b) Factores como sustancias, energía, ruido, radiaciones o residuos, incluidos los 

residuos radiactivos, emisiones, vertidos y otras liberaciones en el medio ambiente, 

que afecten o puedan afectar a los elementos del medio ambiente citados en la 

letra a). 

c) Medidas (incluidas las medidas administrativas) como políticas, normas, planes, 

programas, acuerdos en materia de medio ambiente y actividades que afecten o 

puedan afectar a los elementos y factores citados en las letras a) y b), así como 

las actividades o las medidas destinadas a proteger estos elementos. 

d) Informes sobre la ejecución de la legislación medioambiental. 

e) Análisis de la relación coste-beneficio y otros análisis y supuestos de carácter 

económico utilizados en el marco de las medidas y actividades citadas en la letra 

c). 

f) El estado de la salud y seguridad de las personas, incluida, en su caso, la 

contaminación de la cadena alimentaria, condiciones de vida humana, 

emplazamientos culturales y construcciones, cuando se vean o puedan verse 

afectados por el estado de los elementos del medio ambiente citados en la letra 

a) o a través de esos elementos, por cualquiera de los extremos citados en las 

letras b) y c). 

2.- Autoridades públicas: 

a) El Gobierno o cualquier otra Administración pública nacional, regional o local, 

incluidos los órganos públicos consultivos. 

b) Las personas físicas o jurídicas que ejercen, en virtud del Derecho interno, 

funciones administrativas públicas, en particular tareas, actividades o servicios 

específicos relacionados con el medio ambiente. 

c) Cualquier otra persona física o jurídica que asuma responsabilidades o funciones 

públicas o preste servicios públicos relacionados con el medio ambiente bajo la 

autoridad de una entidad o de una persona comprendida dentro de las categorías 

mencionadas en las letras a) o b). 

Los Estados miembros podrán disponer que esta definición no incluya las entidades o 

instituciones en la medida en que actúen en calidad de órgano jurisdiccional o legislativo. 

Los Estados miembros podrán excluir de dicha definición a tales entidades o instituciones 

si su ordenamiento constitucional en la fecha de adopción de la presente Directiva no 

prevé un procedimiento de recurso en el sentido de lo dispuesto en el artículo 6. 

3.- Información que obre en poder de las autoridades públicas: información medioambiental 

que dichas autoridades posean y haya sido recibida o elaborada por ellas. 

4.- Información poseída en nombre de las autoridades públicas: información sobre el 

medio ambiente que obra físicamente en poder de una persona jurídica o física en 

nombre de una autoridad pública. 

5.- Solicitante: toda persona física o jurídica que solicite información medioambiental. 
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6.- Público: una o varias personas físicas o jurídicas y, con arreglo a la legislación o la 

costumbre del país, las asociaciones, organizaciones o grupos constituidos por esas 

personas. 

ARTÍCULO 3. Acceso a la información medioambiental previa solicitud. 

1.- Los Estados miembros harán lo necesario para que las autoridades públicas estén 

obligadas, de acuerdo con lo dispuesto en la presente Directiva, a poner la información 

medioambiental que obre en su poder o en el de otras entidades en su nombre a 

disposición de cualquier solicitante, a petición de este, y sin que dicho solicitante 

esté obligado a declarar un interés determinado. 

2.- A reserva del artículo 4, y teniendo en cuenta cualquier calendario especificado por 

el solicitante, la información medioambiental se facilitará al solicitante: 

a) Tan pronto como sea posible, y a más tardar en el mes siguiente a la recepción 

de la solicitud por parte de la autoridad pública contemplada en el apartado 1, 

o bien 

b) En el plazo de dos meses a partir de la recepción de la solicitud por parte de la 

autoridad pública, si el volumen y la complejidad de la información son tales que 

resulta imposible cumplir el plazo de un mes indicado en la letra a). En este 

supuesto, deberá informarse al solicitante cuanto antes, y en cualquier caso antes 

de que finalice el plazo mencionado de un mes, de toda ampliación del mismo, 

así como de las razones que la justifican. 

3.- Cuando una solicitud esté formulada de manera demasiado general, la autoridad 

pública pedirá al solicitante cuanto antes, y a más tardar en el plazo indicado en 

la letra a) del apartado 2, que la concrete, y le ayudará a hacerlo, por ejemplo 

dándole información sobre el uso de los registros públicos a que se refiere la letra 

c) del apartado 5. Las autoridades públicas podrán, en caso de considerarlo apropiado, 

rechazar la solicitud amparándose en la letra c) del apartado 1 del artículo 4. 

4.- Cuando el solicitante pida disponer de información medioambiental en una forma 

o formato precisos (inclusive en forma de copias), la autoridad pública procederá a 

satisfacer la solicitud a menos que: 

a) La información ya esté a disposición pública en otra forma o formato, en particular 

según dispone el artículo 7, al que el solicitante pueda acceder fácilmente. 

b) Resulte razonable que la autoridad pública ponga a disposición la información en 

otra forma o formato y lo justifique adecuadamente. 

A efectos del presente apartado, las autoridades públicas realizarán todos los esfuerzos 

razonables para conservar la información medioambiental que obre en su poder o en 

el de otras entidades en su nombre en formas o formatos de fácil reproducción y acceso 

mediante telecomunicaciones informáticas o por otros medios electrónicos. 

Los motivos de la negativa a facilitar la información parcial o totalmente en la forma 

o formato solicitados se comunicarán al solicitante en el plazo contemplado en la letra 
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a) del apartado 2. 

5.- A efectos del presente artículo, los Estados miembros garantizarán que: 

a) Se exija a los funcionarios que asistan al público cuando trate de acceder a la 

información. 

b) Las listas de autoridades públicas sean accesibles públicamente. 

c) Se definan las modalidades prácticas necesarias para garantizar el ejercicio efectivo 

del derecho de acceso a la información medioambiental, tales como: 

- la designación de responsables de información, 

- la creación y el mantenimiento de medios de consulta de la información solicitada, 

- registros o listas de la información medioambiental que obre en poder de las 

autoridades públicas o puntos de información, con indicaciones claras sobre 

dónde puede encontrarse dicha información. 

Los Estados miembros velarán por que las autoridades públicas informen al público de 

manera adecuada sobre los derechos que les otorga la presente Directiva y por que 

faciliten en la medida en que se considere apropiado información, consejo y asesoramiento 

al efecto. 

ARTÍCULO 4. Excepciones. 

1.- Los Estados miembros podrán denegar las solicitudes de información medioambiental 

si: 

a) La información solicitada a la autoridad pública no obra en poder de ésta o en el 

de otra entidad en su nombre. En este caso, cuando la autoridad pública sepa que 

dicha información obra en poder de otra autoridad pública o en el de una entidad 

en su nombre, deberá transmitir la solicitud cuanto antes a dicha autoridad e 

informar de ello al solicitante, o informar al solicitante sobre la autoridad pública 

a la que puede dirigirse, según su conocimiento, para solicitar la información de 

que se trate. 

b) La solicitud es manifiestamente irrazonable. 

c) La solicitud está formulada de manera excesivamente general, teniendo en cuenta 

el apartado 3 del artículo 3. 

d) La solicitud se refiere a material en curso de elaboración o a documentos o datos 

inconclusos. 

e) La solicitud se refiere a comunicaciones internas, teniendo en cuenta el interés 

público atendido por la revelación. 

Si la denegación de la solicitud se basa en el hecho que se trata de material en curso 

de elaboración, la autoridad pública deberá mencionar la autoridad que está preparando 

el material e informar acerca del tiempo previsto para terminar la elaboración de dicho 

material. 
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2.- Los Estados miembros podrán denegar las solicitudes de información medioambiental 

si la revelación de la información puede afectar negativamente a: 

a) La confidencialidad de los procedimientos de las autoridades públicas, cuando tal 

confidencialidad esté dispuesta por la ley. 

b) Las relaciones internacionales, la defensa nacional o la seguridad pública. 

c) La buena marcha de la justicia, la posibilidad de una persona de tener un juicio 

justo o la capacidad de una autoridad pública para realizar una investigación de 

índole penal o disciplinaria. 

d) La confidencialidad de datos de carácter comercial e industrial cuando dicha 

confidencialidad esté contemplada en la legislación nacional o comunitaria a fin 

de proteger intereses económicos legítimos, incluido el interés público de mantener 

la confidencialidad estadística y el secreto fiscal. 

e) Los derechos de propiedad intelectual. 

f) El carácter confidencial de los datos y de los expedientes personales respecto de 

una persona física si esta persona no ha consentido en la revelación de esa 

información al público, cuando dicho carácter confidencial está previsto en el 

Derecho nacional o comunitario. 

g) Los intereses o la protección de un tercero que haya facilitado voluntariamente 

la información solicitada sin estar obligado a ello por la ley o sin que la ley pueda 

obligarle a ello, salvo si esta persona ha consentido en su divulgación. 

h) La protección del medio ambiente al que se refiere la información, como por 

ejemplo la localización de especies raras. 

Los motivos de denegación mencionados en los apartados 1 y 2 deberán interpretarse 

de manera restrictiva teniendo en cuenta para cada caso concreto el interés público 

atendido por la divulgación. En cada caso concreto, el interés público atendido por la 

divulgación deberá ponderarse con el interés atendido por la denegación de la divulgación. 

Los Estados miembros no podrán, en virtud de la letras a), d), f), g) y h) del presente 

apartado, disponer la denegación de una solicitud relativa a información sobre emisiones 

en el medio ambiente. 

En este marco y a efectos de la aplicación de la letra f), los Estados miembros velarán 

por que se cumplan los requisitos de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y 

del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas 

en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 

datos(1). 

3.- Si un Estado miembro prevé excepciones en la materia, podrá elaborar una lista 

públicamente accesible de criterios que sirva para que la autoridad interesada pueda 

decidir respecto del curso ulterior de la solicitud. 

4.- La información medioambiental solicitada que obre en poder de las autoridades 

públicas o en el de otra entidad en su nombre se pondrá parcialmente a disposición 

(1) DO L 281 de 23.11.1995, p.31 
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del solicitante cuando sea posible separar del texto de la información solicitada la 

información a que se refieren las letras d) y e) del apartado 1 o el apartado 2. 

5.- La negativa a facilitar la totalidad o parte de la información pedida se notificará al 

solicitante por escrito o electrónicamente, si la solicitud se ha hecho por escrito o 

si su autor así lo solicita, en los plazos previstos en la letra a) o, en su caso, en la 

letra b) del apartado 2 del artículo 3. La notificación indicará los motivos de la 

denegación e informará sobre el procedimiento de recurso previsto de conformidad 

con el artículo 6. 

ARTÍCULO 5. Contraprestación económica. 

1.- El acceso a cualquier lista o registro públicos creados y mantenidos tal como se indica 

en el apartado 5 del artículo 3 y el examen in situ de la información solicitada serán 

gratuitos. 

2.- Las autoridades públicas podrán aplicar contraprestaciones económicas por el 

suministro de información medioambiental, pero el importe de las mismas deberá 

ser razonable. 

3.- Cuando se apliquen contraprestaciones económicas, las autoridades públicas publicarán 

y pondrán a disposición de los solicitantes de información la lista de dichas 

contraprestaciones, así como las circunstancias en que se puede exigir o dispensar 

el pago. 

ARTÍCULO 6. Acceso a la justicia. 

1.- Los Estados miembros garantizarán que toda persona que considere que su solicitud 

de información ha sido ignorada, rechazada sin fundamento (parcial o totalmente), 

respondida de forma inadecuada o tratada de manera no conforme con las disposiciones 

de los artículos 3, 4 o 5, tenga acceso a un procedimiento en el que los actos u 

omisiones de la autoridad pública correspondiente puedan ser reconsiderados por 

esa u otra autoridad pública o recurridos administrativamente ante una entidad 

independiente e imparcial creada por ley. Todos estos procedimientos serán rápidos 

y gratuitos o poco costosos. 

2.- Además del procedimiento de recurso contemplado en el apartado 1, los Estados 

miembros garantizarán que cualquier solicitante tenga acceso a un procedimiento 

de recurso ante un tribunal de justicia u otra entidad independiente e imparcial 

creada por la ley, en el que los actos u omisiones de la autoridad pública correspondiente 

puedan recurrirse y cuyas decisiones puedan ser firmes. Además, los Estados miembros 

podrán disponer que los terceros perjudicados por la revelación de información 

también tengan acceso a un procedimiento de recurso. 

3.- Las decisiones firmes adoptadas en virtud del apartado 2 serán vinculantes para la 

autoridad pública que posea la información. Los motivos que las justifiquen se indicarán 

por escrito, por lo menos cuando se deniegue el acceso a la información en virtud de 

este artículo. 
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ARTÍCULO 7. Difusión de la información medioambiental. 

1.- Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las 

autoridades públicas organicen y actualicen la información sobre el medio ambiente 

perteneciente a sus funciones que obre en su poder o en el de otra entidad en su 

nombre, con vistas a su difusión activa y sistemática al público, particularmente por 

medio de la tecnología de telecomunicación informática y/o electrónica, siempre 

que pueda disponerse de la misma. 

No será obligatorio que la información facilitada mediante tecnologías de telecomunicación 

informática o electrónica incluya los datos recogidos antes de la entrada en vigor de 

la presente Directiva, a menos que existan ya en forma electrónica. 

Los Estados miembros garantizarán que la información medioambiental se haga disponible 

paulatinamente en bases de datos electrónicas de fácil acceso al público a través de 

redes públicas de telecomunicaciones. 

2.- La información que se haya de facilitar y difundir será actualizada si procede e 

incluirá como mínimo: 

a) Los textos de tratados, convenios y acuerdos internacionales y los textos legislativos 

comunitarios, nacionales, regionales o locales sobre el medio ambiente o relacionados 

con él. 

b) Las políticas, programas y planes relacionados con el medio ambiente. 

c) Los informes sobre los avances registrados en materia de aplicación de los puntos 

contemplados en las letras a) y b) cuando éstos hayan sido elaborados en formato 

electrónico o mantenidos en dicho formato por las autoridades públicas. 

d) Los informes sobre el estado del medio ambiente contemplados en el apartado 

3. 

e) Los datos o resúmenes de los datos derivados del seguimiento de las actividades 

que afecten o puedan afectar al medio ambiente. 

f) Las autorizaciones con un efecto significativo sobre el medio ambiente y los 

acuerdos en materia de medio ambiente o una referencia al lugar donde se puede 

solicitar o encontrar la información de acuerdo con el artículo 3. 

g) Los estudios sobre el impacto medioambiental y evaluaciones del riesgo relativos 

a los elementos medioambientales mencionados en la letra a) del apartado 1 del 

artículo 2 o una referencia al lugar donde se puede solicitar o encontrar la 

información de acuerdo con el artículo 3. 

3.- Sin perjuicio de cualquier obligación específica de informar derivada del Derecho 

comunitario, los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para asegurar 

la publicación, a intervalos regulares que no superarán los cuatro años, de informes 

nacionales y, según el caso, regionales o locales sobre el estado del medio ambiente; 

dichos informes incluirán datos sobre la calidad del medio ambiente y las presiones 

que éste sufra. 

44 



 D
ir

ec
ti

va
 2

00
3/

4/
CE

 
2.

4.- Sin perjuicio de cualquier obligación específica de informar derivada del Derecho 

comunitario, los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para que, en 

caso de amenaza inminente para la salud humana o el medio ambiente provocada 

por actividades humanas o por causas naturales, se difunda inmediatamente y sin 

demora toda la información que obre en poder de las autoridades públicas o de otras 

entidades en su nombre que permita al público que pueda resultar afectado la 

adopción de medidas para prevenir o limitar los daños provocados por la amenaza. 

5.- Las excepciones previstas en los apartados 1 y 2 del artículo 4 se podrán aplicar en 

relación con las obligaciones contempladas en el presente artículo. 

6.- Los Estados miembros podrán cumplir lo dispuesto en el presente artículo creando 

enlaces con direcciones de Internet en las que pueda accederse a la información. 

ARTÍCULO 8. Calidad de la información medioambiental. 

1.- Los Estados miembros velarán por que, en la medida en que esté en su poder, toda 

información recogida por ellos o en su nombre esté actualizada y sea precisa y 

susceptible de comparación. 

2.- Previa petición, las autoridades públicas deberán responder a las solicitudes de 

información mencionada en la letra b) del apartado 1 del artículo 2, informando al 

solicitante sobre el lugar donde se puede encontrar información, siempre y cuando 

ésta esté disponible, sobre el método de medición, incluido el método de análisis, 

de muestreo y de tratamiento previo de las muestras, utilizado para la obtención 

de la información, o haciendo referencia al procedimiento normalizado empleado. 

ARTÍCULO 9. Procedimiento de revisión. 

1.- A más tardar el 14 de febrero de 2009, cada Estado miembro presentará un informe 

sobre la experiencia adquirida en la aplicación de la presente Directiva. 

Los Estados miembros comunicarán su informe a la Comisión a más tardar el 14 de agosto 

de 2009. 

A más tardar el 14 de febrero de 2004, la Comisión transmitirá a los Estados miembros 

un documento de orientación en el que se especifique claramente la manera en que 

desea que los Estados miembros elaboren su informe. 

2.- A la vista de la experiencia adquirida y teniendo en cuenta los avances en la tecnología 

de telecomunicación informática y/o electrónica, la Comisión elaborará un informe 

dirigido al Parlamento Europeo y al Consejo, que irá acompañado de las propuestas 

de revisión que considere adecuadas. 

ARTÍCULO 10. Incorporación al derecho interno. 

Los Estados miembros adoptarán las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas 

necesarias para dar cumplimento a lo dispuesto en la presente Directiva a más tardar 

el 14 de febrero de 2005. Informarán de ello inmediatamente a la Comisión. 
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Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones, éstas harán referencia a la 

presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los 

Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada referencia. 

ARTÍCULO 11. Derogación. 

Queda derogada la Directiva 90/313/CEE con efecto a partir del 14 de febrero de 2005. 

Todas las referencias a la Directiva derogada se entenderán hechas a la presente Directiva 

y se interpretarán de conformidad con la tabla de correspondencias que figura en el 

anexo. 

ARTÍCULO 12. Entrada en vigor. 

La presente Directiva entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de 

la Unión Europea. 

ARTÍCULO 13. Destinatarios. 

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros. 
  

Hecho en Bruselas,el 28 de enero de 2003.
 

Por el Parlamento Europeo , El Presidente, P. COX.
 

Por el Consejo, El Presidente, G. PAPANDREOU.
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Directiva 90/313/CEE Presente Directiva 

Artículo 1 Letra a) del artículo 1
 

Letra b) del artículo 1
 

Letra a) del artículo 2 Punto 1 del artículo 2
 

Letra b) del artículo 2 Punto 2 del artículo 2
 

Punto 3 del artículo 2
 

Punto 4 del artículo 2
 

Punto 5 del artículo 2
 

Punto 6 del artículo 2
 

Apartado 1 del artículo 3 Apartados 1 y 5 del artículo 3
 

Apartado 2 del artículo 3 Apartados 2 y 4 del artículo 4
 

Apartado 3 del artículo 3 Letras b), c), d) y e) del apartado 1 del artículo 4
 

Apartado 4 del artículo 3 Apartado 2 del artículo 3 y apartado 5 del artículo 4
 

Letra a) del apartado 1 del artículo 4
 

Apartado 3 del artículo 3
 

Apartado 4 del artículo 3
 

Artículo 4 Apartados 1 y 2 del artículo 6
 

Apartado 3 del artículo 6
 

Artículo 5 Apartado 1 del artículo 5
 

Apartado 2 del artículo 5
 

Apartado 3 del artículo 5
 

Artículo 6 Letra c) del punto 2 del artículo 2 y el punto 1 del 


artículo 3
 

Artículo 7 Apartados 1, 2 y 3 del artículo 7
 

Apartado 4 del artículo 7
 

Apartado 5 del artículo 7
 

Apartado 6 del artículo 7
 

Artículo 8
 

Artículo 8 Artículo 9
 

Artículo 9 Artículo 10
 

Artículo 10 Artículo 13
 

Artículo 11
 

Artículo 12
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Directiva 2003/35/CE  del 

Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 26 de mayo de 

2003, por la que se establecen 

medidas para la participación 

del público en la elaboración 

de determinados planes y 

programas relacionados con 

el medio ambiente y por la 

que se modifican, en lo que 

se refiere a la participación 

del público y el acceso a la 

justicia, las Directivas 

85/337/CEE y 96/61/CE del 

Consejo 

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA 

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, y en particular su artículo 175, 

Vista la propuesta de la Comisión(1), 

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo(2), 

Visto el dictamen del Comité de las Regiones(3), 

De conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 251 del Tratado(4), a
 

la vista del texto conjunto aprobado por el Comité de Conciliación el 15 de enero de
 

2003,
 

Considerando lo siguiente:
 

1.- La legislación comunitaria en el ámbito del medio ambiente pretende contribuir a 

la conservación, protección y mejora de la calidad del medio ambiente y a la 

protección de la salud de las personas. 

2.- La legislación medioambiental comunitaria contiene disposiciones que permiten a 

las autoridades públicas y a otros organismos tomar decisiones que pueden tener un 

efecto significativo sobre el medio ambiente, así como sobre la salud y el bienestar 

de las personas. 

3.- La participación real del público en la adopción de esas decisiones le permite expresar 

opiniones e inquietudes que pueden ser pertinentes y que las autoridades decisorias 

pueden tener en cuenta, favoreciendo de esta manera la responsabilidad y la 

transparencia del proceso decisorio y contribuyendo a la toma de conciencia por 

parte de los ciudadanos sobre los problemas medioambientales y al respaldo público 

de las decisiones adoptadas. 

4.- Por consiguiente, debe fomentarse la participación pública, incluida la de asociaciones, 

organizaciones y grupos y, en particular, la de organizaciones no gubernamentales 

que trabajan en favor de la protección del medio ambiente, sin olvidar, entre otras 

cosas, la educación medioambiental del público. 

5.- El 25 de junio de 1998, la Comunidad firmó el Convenio de la CEPE de la ONU sobre 

el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y 

el acceso a la justicia en materia de medio ambiente («Convenio de Aarhus»). La 

legislación comunitaria debe ajustarse en consecuencia a ese Convenio con vistas a 

su ratificación por la Comunidad. 

6.- Entre los objetivos del Convenio de Aarhus está el de garantizar los derechos de la 

participación del público en la toma de decisiones en asuntos medioambientales para 

contribuir a la protección del derecho a vivir en un medio ambiente adecuado para 

la salud y el bienestar de las personas. 

7.- El artículo 6 del Convenio de Aarhus establece disposiciones en relación con la 

participación del público en las decisiones sobre las actividades específicas enumeradas 

(1) DO C 154 E de 29.5.2001, p.123. 170 E de 16.7.2002, p. 22) y Decisión del Parlamento(2) DO C 221 de 7.8.2001, p. 65. Europeo de 5 de septiembre de 2002 (no publicada(3) DO C 357 de 14.12.2001, p.58 aún en el DIario Oficial); Decisión del Parlamento(4) Dictamen del Parlamento Europeo de 23 de octubre Europeo de 30 de enero de 2003 y Decisión del 
de 2001 (DO C 112 E de 9.5.2002, p. 125); Posición Consejo de 4 de marzo de 2003. 
Común del Consejo de 25 de abril de 2002 (DO C 

51 



 D
ir

ec
ti

va
 2

00
3/

35
/C

E 
3.

en su anexo I y sobre las actividades no enumeradas que puedan tener un efecto 

significativo sobre el medio ambiente. 

8.- El artículo 7 del Convenio de Aarhus establece disposiciones en relación con la 

participación del público en los planes y programas relacionados con el medio 

ambiente. 

9.- Los apartados 2 y 4 del artículo 9 del Convenio de Aarhus establecen disposiciones 

en relación con la posibilidad de entablar procedimientos judiciales o de otro tipo 

para impugnar la legalidad, en cuanto al fondo o en cuanto al procedimiento, de 

decisiones, acciones u omisiones que caigan dentro del ámbito de las disposiciones 

relativas a la participación del público del artículo 6 del Convenio. 

10.- Deben adoptarse disposiciones en relación con determinadas directivas sobre medio 

ambiente que obligan a los Estados miembros a elaborar planes y programas 

medioambientales pero que no contienen suficientes disposiciones relacionadas con 

la participación del público, para velar por la participación del público en consonancia 

con las disposiciones del Convenio de Aarhus y, en particular, con su artículo 7. Ya 

hay otras normas comunitarias en este ámbito que prevén la participación del público 

en la elaboración de planes y programas y, en el futuro, se incorporarán desde el 

principio a la legislación pertinente requisitos en materia de participación del público 

de conformidad con el Convenio de Aarhus. 

11.- La Directiva 85/337/CEE del Consejo, de 27 de junio de 1985, relativa a la evaluación 

de las repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio 

ambiente(1), y la Directiva 96/61/CE del Consejo, de 24 de septiembre de 1996, 

relativa a la prevención y al control integrados de la contaminación(2), deben 

modificarse para asegurar su plena compatibilidad con las disposiciones del Convenio 

de Aarhus y, en particular, con su artículo 6 y con los apartados 2 y 4 de su artículo 

9. 

12.- Dado que el objetivo de la acción pretendida, a saber, contribuir a la aplicación 

de las obligaciones derivadas del Convenio de Aarhus, no puede ser alcanzado de 

manera suficiente por los Estados miembros y, por consiguiente, debido a la dimensión 

y a los efectos de la acción, puede lograrse mejor a nivel comunitario, la Comunidad 

puede adoptar medidas, de acuerdo con el principio de subsidiariedad consagrado 

en el artículo 5 del Tratado. De conformidad con el principio de proporcionalidad 

enunciado en dicho artículo, la presente Directiva no excede de lo necesario para 

alcanzar dicho objetivo, 

HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA: 

ARTÍCULO 1. Objetivo. 

El objetivo de la presente Directiva es contribuir a la aplicación de las obligaciones 

resultantes del Convenio de Aarhus, en particular: 

a) disponiendo la participación del público en la elaboración de determinados planes y 

programas medioambientales; 

(1) DO L 175 de 5.7.1985, p. 40; DIrectiva modificada por la DIrectiva 97/11/CE (DO L 73 de 14.3.1997, p.5). 
(2) DO L 257 de 10.10.1996, p.26 
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b) mejorando la participación del público e incluyendo disposiciones sobre acceso a la 

justicia en las Directivas 85/337/ CEE y 96/61/CE del Consejo. 

ARTÍCULO 2. Participación del público en los planes y programas. 

1.- A efectos del presente artículo, por «el público» se entenderá una o varias personas 

físicas o jurídicas y, de conformidad con el derecho o la práctica nacional, sus 

asociaciones, organizaciones o grupos. 

2.- Los Estados miembros garantizarán que el público tenga posibilidades reales de 

participar desde el principio en la preparación y en la modificación o revisión de los 

planes o de los programas que sea necesario elaborar de conformidad con las 

disposiciones del anexo I. A tal fin, los Estados miembros velarán por que: 

a) Se informe al público, mediante avisos públicos u otros medios apropiados, como 

los electrónicos, cuando se disponga de ellos, sobre cualesquiera propuestas de 

planes o programas, o de modificación o revisión de los mismos, y por que la 

información pertinente sobre dichas propuestas se ponga a disposición del público, 

incluida entre otras cosas la información sobre el derecho a la participación en 

los procesos decisorios y en relación con la autoridad competente a la que se 

puedan presentar comentarios o formular preguntas. 

b) El público tenga derecho a expresar observaciones y opiniones, cuando estén 

abiertas todas las posibilidades, antes de que se adopten decisiones sobre planes 

y programas. 

c) Al adoptar esas decisiones sean debidamente tenidos en cuenta los resultados de 

la participación pública. 

d) Una vez examinadas las observaciones y opiniones expresadas por el público, la 

autoridad competente haga esfuerzos razonables para informar al público de las 

decisiones adoptadas y de los motivos y consideraciones en los que se basen dichas 

decisiones, incluyendo la información sobre el proceso de participación del público. 

3.- Los Estados miembros determinarán el público que tenga derecho a participar a 

efectos del apartado 2, incluidas las organizaciones no gubernamentales pertinentes 

que cumplan los requisitos impuestos por el Derecho nacional, tales como las que 

trabajan en favor de la protección del medio ambiente. 

Los Estados miembros determinarán las modalidades de participación del público con 

arreglo al presente artículo de forma que se le permita prepararse y participar eficazmente. 

Se establecerán calendarios razonables que permitan plazos suficientes para cada una 

de las diferentes fases de participación del público mencionadas en el presente artículo. 

4.- El presente artículo no se aplicará a los planes y programas cuyo único objeto sea 

la defensa nacional o que se adopten en casos de emergencias civiles. 

5.- El presente artículo no se aplicará a los planes y programas enumerados en el anexo 

I para los que se pone en práctica un procedimiento de participación del público con 
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arreglo a la Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 

junio de 2001, relativa a la evaluación de los efectos de determinados planes y 

programas en el medio ambiente(1) o con arreglo a la Directiva 2000/60/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece 

un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas(2). 

ARTÍCULO 3. Modificación de la Directiva 85/337/CEE. 

La Directiva 85/337/CEE queda modificada de la manera siguiente: 

1) En el apartado 2 del artículo 1 se añaden las definiciones siguientes: 

«el público: una o varias personas físicas o jurídicas y, de conformidad con el derecho 

o la práctica nacional, sus asociaciones, organizaciones o grupos. 

El público interesado: el público afectado, o que pueda verse afectado, por 

procedimientos de toma de decisiones medioambientales contemplados en el apartado 

2 del artículo 2, o que tenga un interés en el mismo; a efectos de la presente definición, 

se considerará que tienen un interés las organizaciones no gubernamentales que 

trabajen en favor de la protección del medio ambiente y que cumplan los requisitos 

pertinentes previstos por la legislación nacional.» 

2) El apartado 4 del artículo 1 se sustituye por el texto siguiente: 

«4. Los Estados miembros podrán decidir, evaluando caso por caso si así lo dispone 

la legislación nacional, no aplicar la presente Directiva a los proyectos que respondan 

a las necesidades de la defensa nacional si consideran que esa aplicación pudiese 

tener repercusiones negativas respecto de dichas necesidades.» 

3) Las letras a) y b) del apartado 3 del artículo 2 se sustituyen por el texto siguiente: 

«a) examinarán la conveniencia de otra forma de evaluación. 

b) pondrán a disposición del público afectado la información recogida con arreglo 

a otras formas de evaluación mencionadas en la letra a), la información relativa a 

la decisión sobre dicha excepción y las razones por las cuales ha sido concedida.» 

4) Los apartados 2 y 3 del artículo 6 se sustituyen por los apartados siguientes: 

«2. Se informará al público, mediante avisos públicos u otros medios apropiados, 

como los electrónicos cuando se disponga de ellos, de los siguientes asuntos desde 

una fase temprana de los procedimientos de toma de decisiones medioambientales 

contemplados en el apartado 2 del artículo 2 y, como muy tarde, en cuanto sea 

razonablemente posible facilitar información: 

a) La solicitud de autorización del proyecto; 

b) La circunstancia de que el proyecto está sujeto a un procedimiento de evaluación 

del impacto ambiental y, llegado el caso, de que es de aplicación el artículo 7; 

c) Datos sobre las autoridades competentes responsables de tomar la decisión, de 

las que pueda obtenerse información pertinente, de aquéllas a las que puedan 

(1) DO L 197 de 21.7.2001, p.30. 
(2) DO L 327 de 22.12.2002, p.1; Directiva modificada por la 

decisión nº 2455/2001/CE (DO L 331 de 15.12.2001, p.1) 
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presentarse observaciones o formularse preguntas, y de los plazos para la transmisión
 

de tales observaciones o preguntas;
 

d) La naturaleza de las decisiones posibles o, en su caso, del proyecto de decisión; 

e) Una indicación de la disponibilidad de la información recogida con arreglo al artículo 

5. 

f) Una indicación de las fechas y los lugares en los que se facilitará la información
 

pertinente, así como los medios empleados para ello.
 

g) las modalidades de participación pública definidas con arreglo al apartado 5 del
 

presente artículo.
 

3.- Los Estados miembros garantizarán que, dentro de unos plazos razonables, se pongan 

a disposición del público interesado los elementos siguientes: 

a) Toda información recogida en virtud del artículo 5. 

b) De conformidad con el Derecho nacional, los principales informes y dictámenes
 

remitidos a la autoridad o a las autoridades competentes en el momento en el
 

que el público interesado esté informado de conformidad con el apartado 2 del
 

presente artículo.
 

c) De conformidad con lo dispuesto en la Directiva 2003/4/ CE del Parlamento Europeo
 

y del Consejo, de 28 de enero de 2003, relativa al acceso del público a la información
 

en materia de medio ambiente(1), la información distinta de la contemplada en
 

el apartado 2 del presente artículo que sea pertinente para la decisión de
 

conformidad con el artículo 8 y que sólo pueda obtenerse una vez expirado el
 

período de información al público interesado de conformidad con el apartado 2
 

del presente artículo.
 

4.- El público interesado tendrá la posibilidad real de participar desde una fase temprana 

en los procedimientos de toma de decisiones medioambientales contemplados en 

el apartado 2 del artículo 2 y, a tal efecto, tendrá derecho a expresar observaciones 

y opiniones, cuando estén abiertas todas las opciones, a la autoridad o a las autoridades 

competentes antes de que se adopte una decisión sobre la solicitud de autorización 

del proyecto. 

5.- Las modalidades de información al público (por ejemplo, mediante la colocación de 

carteles en un radio determinado, o la publicación de avisos en la prensa local) y 

de consulta al público interesado (por ejemplo, mediante el envío de notificaciones 

escritas o mediante una encuesta pública) serán determinadas por los Estados 

miembros. 

6.- Se establecerán plazos razonables para las distintas fases que concedan tiempo 

suficiente para informar al público y para que el público interesado se prepare y 

participe efectivamente en el proceso de toma de decisiones sobre medio ambiente 

con arreglo a lo dispuesto en el presente artículo. 

5) El artículo 7 queda modificado de la manera siguiente: 

(1) DO L 41 de 14.2.2003, p.26. 55 
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a) Los apartados 1 y 2 se sustituyen por el texto siguiente: 

«1. En caso de que un Estado miembro constate que un proyecto puede tener 

efectos significativos en el medio ambiente en otro Estado miembro, o cuando un 

Estado miembro que pueda verse afectado significativamente lo solicite, el Estado 

miembro en cuyo territorio se vaya a llevar a cabo el proyecto enviará al Estado 

miembro afectado, tan pronto como sea posible y no después de informar a sus 

propios ciudadanos, entre otras cosas, lo siguiente: 

a) Una descripción del proyecto, junto con toda la información disponible sobre 

sus posibles efectos transfronterizos. 

b) Información sobre la índole de la decisión que pueda tomarse, y deberá conceder 

al otro Estado miembro un plazo razonable para que indique si desea participar 

en los procedimientos de toma de decisiones medioambientales contemplados 

en el apartado 2 del artículo 2, y podrá incluir la información mencionada en 

el apartado 2 del presente artículo. 

2.- Si un Estado miembro que haya recibido información con arreglo al apartado 1 indicase 

que tiene la intención de participar en los procedimientos de toma de decisiones 

medioambientales contemplados en el apartado 2 del artículo 2, el Estado miembro 

en cuyo territorio vaya a llevarse a cabo el proyecto enviará, si no lo ha hecho ya, 

al Estado miembro afectado la información que esté obligado a facilitar con arreglo 

al apartado 2 del artículo 6 y a poner a disposición con arreglo a las letras a) y b) 

del apartado 3 del artículo 6.» 

b) El apartado 5 se sustituye por el texto siguiente: 

«5. Los Estados miembros interesados podrán determinar las modalidades de aplicación 

del presente artículo que deberán permitir que el público interesado del Estado 

miembro afectado pueda participar efectivamente en los procedimientos de toma de 

decisiones medioambientales contemplados en el apartado 2 del artículo 2 con respecto 

al proyecto.» 

6) El artículo 9 se modifica como sigue: 

a) El apartado 1 se sustituye por el texto siguiente: 

«1. Cuando se adopte una decisión de conceder o denegar una autorización, la o 

las autoridades competentes informarán de ello al público y, de conformidad con 

los procedimientos apropiados, pondrán a su disposición la información siguiente: 

- el contenido de la decisión y las condiciones que eventualmente le acompañen, 

- una vez examinadas las preocupaciones y opiniones expresadas por el público 

afectado, los principales motivos y consideraciones en los que se basa dicha 

decisión, incluida la información sobre el proceso de participación del público, 

- una descripción, cuando sea necesario, de las principales medidas para evitar, 

reducir y, si es posible, contrarrestar los principales efectos adversos.» 

b) El apartado 2 se sustituye por el texto siguiente: 
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«2. La autoridad o las autoridades competentes informarán a todo Estado miembro 

que haya sido consultado con arreglo al artículo 7, remitiéndole la información 

referida en el apartado 1 del presente artículo. 

Los Estados miembros consultados garantizarán que esa información se ponga 

adecuadamente a disposición del público interesado en sus propios territorios.» 

7) Se añade el artículo siguiente: 

«Artículo 10 bis. 

Los Estados miembros garantizarán que, de conformidad con su Derecho interno, los 

miembros del público interesado: 

a) que tengan un interés suficiente, o subsidiariamente; 

b) que sostengan el menoscabo de un derecho, cuando la legislación en materia de 

procedimiento administrativo de un Estado miembro lo imponga como requisito 

previo, 

tengan la posibilidad de presentar un recurso ante un tribunal de justicia o ante otro 

órgano independiente e imparcial establecido por la ley para impugnar la legalidad, 

en cuanto al fondo o en cuanto al procedimiento, de decisiones, acciones u omisiones 

que caigan dentro del ámbito de las disposiciones relativas a la participación del 

público de la presente Directiva. 

Los Estados miembros determinarán la fase en la que pueden impugnarse tales decisiones, 

acciones u omisiones. 

Los Estados miembros determinarán, de manera coherente con el objetivo de facilitar 

al público interesado un amplio acceso a la justicia, lo que constituya el interés suficiente 

y el menoscabo de un derecho. Se considerará que toda organización no gubernamental 

que cumple los requisitos contemplados en el apartado 2 del artículo 1 tiene siempre 

el interés suficiente a efectos de la letra a) del presente artículo o acredita el menoscabo 

de un derecho a efectos de la letra b). 

Las disposiciones del presente artículo no excluirán la posibilidad de un procedimiento 

de recurso previo ante una autoridad administrativa y no afectarán al requisito de 

agotamiento de los recursos administrativos previos al recurso a la vía judicial, cuando 

exista dicho requisito con arreglo a la legislación nacional. 

Todos y cada uno de los procedimientos de recurso anteriormente enunciados serán 

justos y equitativos, estarán sometidos al criterio de celeridad y no serán excesivamente 

onerosos. 

Para aumentar la eficacia de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados miembros 

garantizarán que se ponga a disposición del público la información práctica relativa a 

los procedimientos de recurso tanto administrativos como judiciales.» 

8) En el anexo I se añade el punto siguiente: 
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«22. Cualquier modificación o extensión de un proyecto consignado en el presente 

anexo, cuando dicha modificación o extensión cumple, por sí sola, los posibles umbrales 

establecidos en el presente anexo.» 

9) Al final del primer guión del punto 13 del anexo II se añade lo siguiente: 

«(modificación o extensión no recogidas en el anexo I)» 

ARTÍCULO 4. Modificación de la Directiva 96/61/CE. 

La Directiva 96/61/CE queda modificada de la manera siguiente: 

1) El artículo 2 queda modificado de la manera siguiente: 

a) en la letra b) del punto 10 se añade la frase siguiente: 

«A efectos de la presente definición, cualquier modificación o extensión de una 

explotación se considerará sustancial si la modificación o la extensión cumple, por 

sí sola, los posibles umbrales establecidos en el anexo I.» 

b) se añaden los puntos siguientes: 

«13) el público: una o varias personas físicas o jurídicas y, de conformidad con el 

derecho o la práctica nacional, sus asociaciones, organizaciones o grupos; 

14) el público interesado: el público afectado o que pueda verse afectado por la 

toma de una decisión sobre la concesión o actualización de un permiso o de las 

condiciones de un permiso, o que tenga un interés en esa decisión; a efectos de 

la presente definición, se considerará que tienen un interés las organizaciones no 

gubernamentales que trabajen en favor de la protección del medio ambiente y 

que cumplan los requisitos pertinentes previstos por la legislación nacional.» 

2) En el primer párrafo del apartado 1 del artículo 6 se añade el guión siguiente: 

«- un breve resumen de las principales alternativas estudiadas por el solicitante, si 

las hubiere.» 

3) El artículo 15 queda modificado de la manera siguiente: 

a) El apartado 1 se sustituye por el texto siguiente: 

«1. Los Estados miembros garantizarán que el público interesado tenga posibilidades 

reales de participar en una fase temprana del procedimiento: 

- Para la concesión de un permiso de nuevas instalaciones. 

- Para la concesión de un permiso relativo a cualquier cambio sustancial en la 

explotación de una instalación. 

- Para la actualización de un permiso o de las condiciones del permiso de una 

instalación con arreglo a lo dispuesto en el primer guión del apartado 2 del artículo 

13. 

A efectos de dicha participación se aplicará el procedimiento establecido en el 

anexo V.» 
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b) Se añade el apartado siguiente: 

«5. Una vez adoptada una decisión, la autoridad competente informará al público 

mediante los procedimientos apropiados y pondrá a su disposición la información 

siguiente: 

a) el contenido de la decisión, incluidas una copia del permiso y de cualesquiera 

condiciones y actualizaciones posteriores, y 

b) una vez examinadas las preocupaciones y opiniones expresadas por el público 

afectado, los principales motivos y consideraciones en los que se basa dicha 

decisión, incluida la información sobre el proceso de participación del público.» 

4) Se añade el artículo siguiente: 

«Artículo 15 bis. Acceso a la justicia. 

Los Estados miembros garantizarán que, de conformidad con su Derecho interno, los 

miembros del público interesado: 

a) que tengan un interés suficiente, o subsidiariamente; 

b) que sostengan el menoscabo de un derecho, cuando la legislación en materia de 

procedimiento administrativo de un Estado miembro lo imponga como requisito 

previo, 

tengan la posibilidad de presentar un recurso ante un tribunal de justicia o ante otro 

órgano independiente e imparcial establecido por la ley para impugnar la legalidad, 

en cuanto al fondo o en cuanto al procedimiento, de decisiones, acciones u omisiones 

que caigan dentro del ámbito de las disposiciones relativas a la participación del 

público de la presente Directiva. 

Los Estados miembros determinarán la fase en la que pueden impugnarse tales 

decisiones, acciones u omisiones. 

Los Estados miembros determinarán, de manera coherente con el objetivo de facilitar 

al público interesado un amplio acceso a la justicia, lo que constituya el interés 

suficiente y el menoscabo de un derecho. Se considerará que toda organización no 

gubernamental que cumple los requisitos contemplados en el apartado 14 del artículo 

2 tiene siempre el interés suficiente a efectos de la letra a) del presente artículo o 

acredita el menoscabo de un derecho a efectos de la letra b). 

Las disposiciones del presente artículo no excluirán la posibilidad de un procedimiento 

de recurso previo ante una autoridad administrativa y no afectarán al requisito de 

agotamiento de los recursos administrativos previos al recurso a la vía judicial, cuando 

exista dicho requisito con arreglo a la legislación nacional. 

Todos y cada uno de los procedimientos de recurso anteriormente enunciados serán 

justos y equitativos, estarán sometidos al criterio de celeridad y no serán excesivamente 

onerosos. 
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Para aumentar la eficacia de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados miembros 

garantizarán que se ponga a disposición del público la información práctica relativa 

a los procedimientos de recurso tanto administrativos como judiciales. » . 

5) El artículo 17 queda modificado de la manera siguiente: 

a) El apartado 1 se sustituye por el texto siguiente: 

«1. En caso de que un Estado miembro constate que la explotación de una instalación 

puede tener efectos negativos significativos en el medio ambiente en otro Estado 

miembro, o cuando un Estado miembro que pueda verse afectado significativamente 

lo solicite, el Estado miembro en cuyo territorio se haya presentado la solicitud 

de autorización con arreglo al artículo 4 o al apartado 2 del artículo 12 remitirá 

al otro Estado miembro, al mismo tiempo que a sus propios nacionales, cualquier 

información que deba facilitar o poner a disposición con arreglo al anexo V. Estos 

datos servirán de base para las consultas que resulten necesarias en el marco de 

las relaciones bilaterales entre ambos Estados sobre una base de reciprocidad e 

igualdad de trato.» 

b) Se añaden los apartados siguientes: 

«3. Los resultados de cualesquiera consultas realizadas con arreglo a los apartados 

1 y 2 deberán ser tenidos en consideración por la autoridad competente a la hora 

de tomar una decisión sobre la solicitud. 

4. La autoridad competente informará a todo Estado miembro que haya sido 

consultado con arreglo al apartado 1 de la decisión alcanzada sobre la solicitud y 

le remitirá la información mencionada en el apartado 5 del artículo 15. El Estado 

miembro interesado tomará las medidas necesarias para garantizar que esa 

información se ponga adecuadamente a disposición del público interesado en su 

propio territorio.» 

6) Se añade un anexo V que figura en el anexo II de la presente Directiva. 

ARTÍCULO 5. Informe y revisión. 

A más tardar el 25 de junio de 2009, la Comisión remitirá al Parlamento Europeo y al 

Consejo un informe sobre la aplicación y la eficacia de la presente Directiva. Con el 

objetivo de seguir integrando los requisitos de la protección del medio ambiente de 

conformidad con el artículo 6 del Tratado, y teniendo en cuenta la experiencia adquirida 

en la aplicación de la presente Directiva en los Estados miembros, dicho informe irá 

acompañado de propuestas de modificación de la presente Directiva si fuera necesario. 

En particular, la Comisión estudiará la posibilidad de ampliar el ámbito de aplicación 

de la presente Directiva a otros planes y programas relativos al medio ambiente. 

ARTÍCULO 6. Incorporación al Derecho interno. 

Los Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, reglamentarias y 

administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente Directiva 

a más tardar e 25 de junio de 2005. Informarán inmediatamente de ello a la Comisión. 
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Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones, éstas harán referencia a la 

presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los 

Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada referencia. 

ARTÍCULO 7. Entrada en vigor. 

La presente Directiva entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de 

la Unión Europea. 

ARTÍCULO 8. Destinatarios. 

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros.
 

Hecho en Bruselas, el 26 de mayo de 2003.
 

El Presidente, el Presidente, P. COX.
 

El Presidente, el Presidente, G. DRYS.
 

ANEXO I. Disposiciones relativas a los planes y programas referidos 

en el artículo 2 

a) Apartado 1 del artículo 7 de la Directiva 75/442/CEE del Consejo, de 15 de julio de 

1975, relativa a los residuos(1). 

b) Artículo 6 de la Directiva 91/157/CEE del Consejo, de 18 de marzo de 1991, relativa 

a las pilas y a los acumuladores que contengan determinadas materias peligrosas(2). 

c) Apartado 1 del artículo 5 de la Directiva 91/676/CEE del Consejo, de 12 de diciembre 

de 1991, relativa a la protección de las aguas contra la contaminación producida por 

nitratos utilizados en la agricultura(3). 

d) Apartado 1 del artículo 6 de la Directiva 91/689/CEE del Consejo, de 12 de diciembre 

de 1991, relativa a los residuos peligrosos(4). 

e) Artículo 14 de la Directiva 94/62/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 

de diciembre de 1994, relativa a los envases y residuos de envases(5). 

f) Apartado 3 del artículo 8 de la Directiva 96/62/CE del Consejo, de 27 de septiembre 

de 1996, sobre evaluación y gestión de la calidad del aire ambiente(6). 

ANEXO II 

En la Directiva 96/61/CE se añade el anexo siguiente: 

«ANEXO V 

Participación del público en la toma de decisiones 

1.- Se informará al público (mediante avisos públicos u otros medios apropiados, como 

los electrónicos cuando se disponga de ellos) de los siguientes asuntos en una fase 

(1) DO L 194 de 25.7.1975, p. 39; Directiva cuya (3) DO L 375 de 31.12.1991, p. 1.
 
última modificación la constituye la Decisión
 
96/350/CE de la Comisión (DO L 135 de 6.6.1996, (4) DO L 377 de 31.12.1991, p. 20; Directiva cuya
 
p.32)	 última modificación la constituye la Decisión
 

94/31/CE (DO L 168 de 2.7.1994, p.28)
(2) DO L 78 de 26.3.1991, p. 38; Directiva cuya última
 
modificación la constituye la Decisión 98/101/CE (5) DO L 365 de 31.12.1994, p. 10. 

de la Comisión (DO L 1 de 5.1.1999, p.1)
 (6) DO L 296 de 21.11.1996, p. 55. 
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temprana del procedimiento previo a la toma de una decisión o, como muy tarde, 

en cuanto sea razonablemente posible faci l itar la información: 

a) La solicitud de un permiso o, llegado el caso, de la propuesta de actualización 

de un permiso o de las condiciones de un permiso de conformidad con lo dispuesto 

en el apartado 1 del artículo 15, incluida la descripción de los elementos enumerados 

en el apartado 1 del artículo 6. 

b) Cuando proceda, la circunstancia de que una decisión está sujeta a una evaluación, 

nacional o transfronteriza, del impacto ambiental, o a consultas entre los Estados 

miembros de conformidad con el artículo 17. 

c) Datos sobre las autoridades competentes responsables de tomar la decisión, de 

las que pueda obtenerse información pertinente, a las que puedan presentarse 

observaciones o formularse preguntas, y detalles sobre el plazo previsto para la 

presentación de observaciones o la formulación de preguntas. 

d) La naturaleza de las decisiones posibles o, en su caso, del proyecto de decisión. 

e) Si procede, los detalles de una propuesta de actualización de un permiso o de las 

condiciones de un permiso. 

f) una indicación de las fechas y los lugares en los que se facilitará la información 

pertinente, así como los medios empleados para ello; 

g) las modalidades de participación del público y consulta al público definidas con 

arreglo al punto 5. 

2.- Los Estados miembros velarán por que, dentro de plazos adecuados, se pongan a 

disposición del público interesado los siguientes elementos: 

a) de conformidad con la legislación nacional, los principales informes y dictámenes 

remitidos a la autoridad o autoridades competentes en el momento en que deba 

informarse al público interesado conforme al punto 1; 

b) de conformidad con lo dispuesto en la Directiva 2003/4/CE del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 28 de enero de 2003, relativa al acceso del público a la información 

en materia de medio ambiente(1), toda información distinta a la referida en el 

punto 1 que resulte pertinente para la decisión de conformidad con el artículo 8 

y que sólo pueda obtenerse una vez expirado el período de información al público 

interesado conforme al punto 1. 

3.- El público interesado tendrá derecho a poner de manifiesto observaciones y opiniones 

a la autoridad o a las autoridades competentes antes de que se adopte una decisión. 

4.- Los resultados de las consultas celebradas con arreglo al presente anexo deberán 

ser tenidos en cuenta debidamente a la hora de adoptar una decisión. 

5.- Las modalidades de información al público (por ejemplo, mediante la colocación de 

carteles en un radio determinado, o la publicación de avisos en la prensa local) y 

de consulta al público interesado (por ejemplo, mediante el envío de notificaciones 

escritas o mediante una encuesta pública) las determinarán los Estados miembros. 
(1) DO L 41 de 14.2.2003, p. 26. 62 
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Se establecerán plazos razonables para las distintas fases que concedan tiempo 

suficiente para informar al público y para que el público interesado se prepare y 

participe efectivamente en el proceso de toma de decisiones sobre medio ambiente 

con arreglo a lo dispuesto en el presente anexo. 

DECLARACIÓN DE LA COMISIÓN 

Por lo que respecta al Programa de Trabajo de la Comisión de 2003, la Comisión confirma 

su intención de presentar, en el primer trimestre de 2003, una propuesta de directiva 

sobre la aplicación de la Convención de Aarhus sobre el acceso a la justicia en asuntos 

medioambientales. 
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Reglamento (CE)  nº  

1367/2006 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 6 

de septiembre de 2006, 

relativo a la aplicación, a las 

instituciones y a los 

organismos comunitarios, de 

las disposiciones del Convenio 

de Aarhus sobre el acceso a 

l a  i n f o r m a c i ó n ,  l a  

participación del público en 

la toma de decisiones y el 

acceso a la justicia en materia 

de medio ambiente 

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA 

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en particular, su artículo 175, 

apartado 1. 

Vista la propuesta de la Comisión. 

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo (1). 

Previa consulta al Comité de las Regiones. 

De conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 251 del Tratado, a la 

vista del texto conjunto aprobado el 22 de junio de 2006 por el Comité de Conciliación(2). 

Considerando lo siguiente: 

1.- La legislación comunitaria en materia de medio ambiente tiene como objetivos, entre 

otros, contribuir a la conservación, la protección y la mejora de la calidad del medio 

ambiente y a la protección de la salud de las personas, promoviendo así el desarrollo 

sostenible. 

2.- El sexto programa de acción comunitario en materia de medio ambiente(3) hace 

hincapié en la importancia de proporcionar una información adecuada sobre el medio 

ambiente y de abrir posibilidades reales de participación pública en el proceso de 

toma de decisiones medioambientales, incrementando con ello la responsabilidad 

y la transparencia en la toma de decisiones, y contribuyendo a la concienciación y 

el apoyo públicos a las decisiones adoptadas. Al igual que sus antecesores (4), el 

programa también fomenta una aplicación más efectiva de la legislación comunitaria 

sobre la protección del medio ambiente, a través del cumplimiento de la normativa 

de la Comunidad y de la actuación contra las violaciones de la legislación medioambiental 

comunitaria. 

3.- El 25 de junio de 1998 la Comunidad firmó el Convenio de la Comisión Económica 

para Europa de las Naciones Unidas (CEPE) sobre el acceso a la información, la 

participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia 

de medio ambiente (en lo sucesivo, «el Convenio de Aarhus»). La Comunidad aprobó 

el Convenio de Aarhus el 17 de febrero de 2005 (5). Las disposiciones del Derecho 

comunitario deben ser compatibles con dicho Convenio. 

4.- La Comunidad ya ha adoptado un conjunto de medidas legislativas que está en 

evolución y que contribuye a lograr los objetivos del Convenio de Aarhus . Es preciso 

disponer que los requisitos del Convenio se apliquen a las instituciones y los organismos 

comunitarios. 

5.- Es oportuno abordar los tres pilares del Convenio de Aarhus , a saber, el acceso a 

la información, la participación pública en la toma de decisiones y el acceso a la 

justicia en materia de medio ambiente, en un mismo texto legislativo, y establecer 

(1) DO C 117 de 30.4.2004, p. 52 y del Consejo, de 22 de julio de 2002, por la que(2) Dictamen del Parlamento Europeo de 31 de marzo se establece el sexto programa de acción 
de 2004 (DO C 103 E de 29.4.2004 , p. 612), Posición comunitario en materia de medio ambiente (DO L 
Común del Consejo de 18 de julio de 2005 (DO C 242 de 10.9.2002, p. 1).
 
264 E de 25.10.2005, p. 18) y Posición del (4) Cuarto programa de acción comunitario en materia
 
Parlamento Europeo de 18 de enero de 2006 (no de medio ambiente (DO C 328 de 7.12.1987, p.1).
 
publicada aún en el Diario Oficial). Resolución Quinto programa de acción comunitario en materia
 
legislativa del Parlamento Europeo de 4 de jullio de medio ambiente (DO C 138 de 17.5.1993, p.1).
 
de 2006 (no publicada aún en el Diario Oficial) y (5) Decisión 2005/370/CE del Consejo (DO L 124 de
 
Decisión del Consejo de 18 de julio de 2006. 17.5.2005, p.1).
(3) Decisión nº 1600/2002/CE del Parlamento Europeo 
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disposiciones comunes en cuanto a objetivos y definiciones. Ello contribuirá a la 

racionalización de la legislación y al incremento de la transparencia de las medidas 

de aplicación que se adopten a nivel comunitario. 

6.- Como principio general, los derechos garantizados por los tres pilares del Convenio 

de Aarhus lo son sin discriminación por razón de ciudadanía, nacionalidad o domicilio. 

7.- El concepto de autoridad pública se define en el Convenio de Aarhus de manera muy 

amplia, siendo el concepto básico que en todos los ámbitos donde se ejercen funciones 

públicas deben establecerse derechos para los individuos y sus organizaciones. Por 

consiguiente, es preciso que las instituciones y los organismos comunitarios contemplados 

por el presente Reglamento sean objeto de una definición igualmente amplia y 

funcional. En cumplimiento de lo dispuesto en el Convenio de Aarhus , pueden 

excluirse del ámbito de aplicación del Convenio las instituciones y los organismos 

comunitarios cuando actúen en ejercicio de poderes judiciales o legislativos. Sin 

embargo, por motivos de coherencia con el Reglamento (CE) nº 1049/2001 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2001, relativo al acceso del 

público a los documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión(1), 

las disposiciones sobre el acceso a la información medioambiental deben aplicarse 

a las instituciones y organismos comunitarios cuando actúen en ejercicio de poderes 

legislativos. 

8.- La definición de información medioambiental en el presente Reglamento abarca toda 

la información, disponible en cualquier forma, que se refiera al estado del medio 

ambiente. Esta definición, similar a la adoptada en virtud de la Directiva 2003/4/CE 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, relativa al acceso 

del público a la información medioambiental y por la que se deroga la Directiva 

90/313/CEE del Consejo(2), presenta un contenido igual a la adoptada en el Convenio 

de Aarhus . La definición de « documento » que figura en el Reglamento (CE) nº 

1049/2001 abarca la información medioambiental tal y como se define en el presente 

Reglamento. 

9.- Es conveniente que el presente Reglamento incluya una definición de « planes y 

programas » que tenga en cuenta las disposiciones del Convenio de Aarhus y responda 

a un enfoque paralelo al adoptado en relación con las obligaciones de los Estados 

miembros en virtud de la legislación comunitaria vigente. Los «planes y programas 

relacionados con el medio ambiente» deben definirse en función de su contribución 

a la consecución de los objetivos y prioridades de la política comunitaria de medio 

ambiente o a su posible importante efecto en relación con tales objetivos y prioridades. 

Durante un período de diez años a partir del 22 de julio de 2002, el sexto programa 

de acción comunitario en materia de medio ambiente fija los objetivos de la política 

comunitaria de medio ambiente y determina las acciones previstas para alcanzarlos. 

Al final de dicho período, debe adoptarse un nuevo programa de acción en materia 

de medio ambiente. 

(1) DO L 145 de 31.5.2001, p. 43 
(2) DO L 41 de 14.2.2003, p.26. 
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10.- Habida cuenta de que el Derecho medioambiental se halla en constante evolución, 

la definición correspondiente debe hacer referencia a los objetivos de la política 

comunitaria de medio ambiente, tal como se establecen en el Tratado. 

11.- Los actos administrativos de alcance individual han de poder ser objeto de una 

posible revisión interna cuando sean vinculantes y surtan un efecto externo. De 

forma similar, han de estar cubiertas las omisiones en los casos en que exista la 

obligación de adoptar un acto administrativo en virtud del Derecho medioambiental. 

Dado que pueden excluirse los actos de las instituciones u organismos comunitarios 

que actúen en ejercicio de poderes judiciales o legislativos, también habrán de 

excluirse otros procedimientos de investigación en los que las instituciones y los 

organismos comunitarios actúen en calidad de instancia de revisión administrativa 

en aplicación de lo dispuesto en el Tratado. 

12.- El Convenio de Aarhus aboga por el acceso del público a la información medioambiental, 

ya sea en el marco de una solicitud o como resultado de su difusión activa por parte 

de las autoridades a las que se refiere el Convenio. El Reglamento (CE) nº 1049/2001, 

en el que se establece una serie de normas que se ajustan en gran medida a lo 

dispuesto en el Convenio de Aarhus , se aplica al Parlamento Europeo, al Consejo y 

a la Comisión, así como a las agencias u organismos creados en virtud de un acto 

jurídico comunitario. Es necesario que la aplicación del Reglamento (CE) nº 1049/2001 

se haga extensiva a todas las instituciones y los organismos comunitarios. 

13.- Procede adoptar en el presente Reglamento aquellas disposiciones del Convenio de 

Aarhus que no quedaron recogidas, total o parcialmente, en el Reglamento (CE) nº 

1049/2001, en particular las relativas a la recogida y difusión de información 

medioambiental. 

14.- Para que el derecho de acceso del público a la información medioambiental sea 

efectivo, es fundamental que la información sea de calidad. Por consiguiente, es 

preciso adoptar normas que obliguen a las instituciones y los organismos comunitarios 

a garantizar dicha calidad. 

15.- Las excepciones contempladas en el Reglamento (CE) nº 1049/2001 deben aplicarse 

subordinadas a cualquier otra disposición específica en el presente Reglamento 

relativa a las solicitudes de información medioambiental. Los motivos de denegación 

en lo que se refiere al acceso a la información medioambiental deben interpretarse 

de forma restrictiva, teniendo en cuenta el interés público atendido por la divulgación 

y si la información solicitada se refiere a emisiones en el medio ambiente. El término 

«intereses comerciales» abarca los acuerdos confidenciales celebrados por instituciones 

u organismos que actúen en su capacidad bancaria. 

16.- En virtud de la Decisión nº 2119/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

24 de septiembre de 1998, por la que se crea una red de vigilancia epidemiológica 

y de control de las enfermedades transmisibles en la Comunidad(1), se ha creado una 

red a escala comunitaria para potenciar la cooperación y la coordinación entre los 

Estados miembros, con la asistencia de la Comisión, a fin de mejorar la prevención 

(1) DO L 268 de 13.10.1998, p.1. Decisión modificada en último lugar por el 
Reglamento (CE) nº 1882/2003 (DO L 284 de 31.10.2003, p.1). 69 
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y el control en la Comunidad de una serie de enfermedades transmisibles. La Decisión 

nº 1786/2002/CE del Parlamento Europeo y del Consejo(1) adopta un programa de 

acción comunitario en el ámbito de la salud pública que complementa a las políticas 

nacionales. La mejora de la información y los conocimientos a fin de fomentar la 

salud pública y el aumento de la capacidad de reaccionar rápida y coordinadamente 

ante los riesgos sanitarios, que son dos elementos de este programa, son objetivos 

que también se ajustan por completo a los requisitos del Convenio de Aarhus . Por 

lo tanto, el presente Reglamento debe aplicarse sin perjuicio de lo dispuesto en la 

Decisión nº 2119/98/CE y la Decisión nº 1786/2002/CE. 

17.- El Convenio de Aarhus exige la adopción de disposiciones que permitan la participación 

del público en la elaboración de los planes y programas relativos al medio ambiente. 

Dichas disposiciones deben exigir el establecimiento de plazos razonables para 

informar al público sobre el proceso de toma de decisiones relativas al medio ambiente 

de que se trate. Para que sea efectiva, la participación pública debe producirse al 

inicio del procedimiento, es decir, cuando todas las opciones son aún posibles. Al 

adoptar disposiciones sobre la participación pública, las instituciones y los organismos 

comunitarios deben designar al público susceptible de participar. El Convenio de 

Aarhus requiere asimismo que, en la medida adecuada, las Partes se esfuercen por 

dar oportunidades para la participación del público en la preparación de las políticas 

relativas al medio ambiente. 

18.- El artículo 9, apartado 3, del Convenio de Aarhus establece el acceso a procedimientos 

judiciales o a otros procedimientos de revisión para impugnar las acciones u omisiones 

de particulares o de autoridades públicas que vulneren las disposiciones del Derecho 

medioambiental. Las disposiciones en materia de acceso a la justicia deben ser 

compatibles con lo dispuesto en el Tratado. En este contexto, procede que el presente 

Reglamento se aplique exclusivamente a las acciones y omisiones de las autoridades 

públicas. 

19.- Para garantizar medidas reparadoras adecuadas y efectivas, incluidas las que pueda 

acordar el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas con arreglo a las 

disposiciones pertinentes del Tratado, procede que a la institución u organismo 

comunitario responsable de la acción impugnada o que, en caso de supuesta omisión 

administrativa, no actuó, se le ofrezca la posibilidad de reconsiderar su decisión o, 

en caso de omisión, de actuar. 

20.- Las organizaciones no gubernamentales que trabajan en favor de la protección del 

medio ambiente y que cumplen determinados criterios, en particular para garantizar 

que son organizaciones independientes y responsables que han demostrado que su 

principal objetivo es el fomento de la protección del medio ambiente, deben poder 

solicitar la revisión interna a escala comunitaria de los actos u omisiones en virtud 

del Derecho medioambiental de una institución u organismo comunitario, para su 

reconsideración por la institución u organismo en cuestión. 

(1) DO L 271 de 9.10.2002, p.1. Decisión modificada por la Decisión nº 786/2004/CE 
(DO L 138 de 30.4.2004, p.7) 
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21.- En los casos en los que los procedimientos previos de revisión interna no prosperen, 

la organización no gubernamental de que se trate podrá interponer recurso ante el 

Tribunal de Justicia con arreglo a las disposiciones pertinentes del Tratado. 

22.- El presente Reglamento respeta los derechos fundamentales y observa los principios 

reconocidos por el artículo 6 del Tratado de la Unión Europea y reflejados en la Carta 

de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en particular en su artículo 37. 

HAN ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

TÍTULO I. Disposiciones generales. 

ARTÍCULO 1. Objetivo. 

1.- El presente Reglamento tiene el objetivo de contribuir a la aplicación de las obligaciones 

derivadas del Convenio de la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas 

(CEPE) sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de 

decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente (en lo sucesivo, 

«el Convenio de Aarhus»), mediante el establecimiento de normas para aplicar las 

disposiciones de dicho Convenio a las instituciones y organismos comunitarios, en 

particular por los siguientes medios: 

a) Garantizar el derecho de acceso del público a la información medioambiental
 

recibida o producida por las instituciones u organismos comunitarios que obre en
 

poder de estos y establecer las condiciones básicas y las modalidades prácticas
 

de su ejercicio.
 

b) Velar por que la información medioambiental se difunda y se ponga a disposición
 

del público paulatinamente con objeto de lograr su difusión y puesta a disposición
 

del público lo más amplia y sistemática posible. Para ese fin deberá fomentarse,
 

en particular, el uso de la tecnología de la telecomunicación informática y/o
 

electrónica, siempre que pueda disponerse de la misma.
 

c) Prever la participación pública en los planes y programas relativos al medio
 

ambiente.
 

d) Otorgar el acceso a la justicia en materia de medio ambiente a nivel comunitario,
 

con arreglo a las condiciones establecidas en el presente Reglamento.
 

2.- Al aplicar las disposiciones del presente Reglamento, las instituciones y organismos 

comunitarios se esforzarán por asistir y orientar al público con respecto al acceso a 

la información, la participación en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en 

materia de medio ambiente. 

ARTÍCULO 2. Definiciones. 

1.- A efectos del presente Reglamento se entenderá por: 

a) «solicitante» : toda persona física o jurídica que solicite información medioambiental. 

b) «público» : una o varias personas físicas o jurídicas y las asociaciones, organizaciones 

o grupos constituidos por esas personas. 

71 



 R
eg

la
m

en
to

 (
CE

) 
nº

 1
36

7/
20

06
 

4.

c) «instituciones u organismos comunitarios» : las instituciones, organismos, oficinas 

o agencias públicos creados por o en virtud del Tratado, salvo cuando actúen en 

ejercicio de poderes judiciales o legislativos. No obstante, las disposiciones en 

virtud del título II se aplicarán a las instituciones u organismos comunitarios cuando 

actúen en ejercicio de sus poderes legislativos. 

d) «información medioambiental» : toda información en forma escrita, visual, sonora, 

electrónica o en cualquier otra forma material y que se refiera a: 

i) La situación de elementos del medio ambiente, como el aire y la atmósfera, 

el agua, el suelo, la tierra, el paisaje y espacios naturales, incluidos los humedales 

y las zonas marinas y costeras, la diversidad biológica y sus componentes, 

incluidos los organismos modificados genéticamente, y la interacción entre estos 

elementos. 

ii) Factores como las sustancias, la energía, el ruido, las radiaciones o residuos, 

incluidos los residuos radiactivos, las emisiones, los vertidos y otras liberaciones 

en el medio ambiente, que afecten o puedan afectar a los elementos del medio 

ambiente citados en el inciso i). 

iii) Medidas (incluidas las medidas administrativas), como políticas, normas, planes, 

programas, acuerdos en materia de medio ambiente y actividades que afecten 

o puedan afectar a los elementos y factores citados en los incisos i) y ii), así 

como las actividades o las medidas destinadas a proteger estos elementos. 

iv) Informes sobre la ejecución de la legislación medioambiental. 

v) Análisis de la relación coste-beneficio y otros análisis y supuestos de carácter 

económico utilizados en el marco de las medidas y actividades citadas en el 

inciso iii). 

vi) El estado de la salud y seguridad de las personas, incluida, en su caso, la 

contaminación de la cadena alimentaria, condiciones de vida humana, 

emplazamientos culturales y construcciones, cuando se vean o puedan verse 

afectados por el estado de los elementos del medio ambiente citados en el inciso 

i) o, a través de estos elementos, por cualquiera de los extremos citados en los 

incisos ii) y iii). 

e) «planes y programas relativos al medio ambiente»: los planes y programas: 

i) Cuya elaboración y, si procede, adopción corresponda a una institución u 

organismo comunitario. 

ii) Que sean exigidos en virtud de disposiciones legales, reglamentarias o 

administrativas. 

iii) Que contribuyan a la consecución de los objetivos de la política comunitaria 

de medio ambiente o puedan tener un efecto significativo para el logro de dichos 

objetivos, según lo establecido en el sexto programa de acción comunitario en 

materia de medio ambiente, o en cualquier programa general posterior de acción 

medioambiental. 
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Los programas generales de acción medioambiental también se considerarán 

como planes y programas relativos al medio ambiente. 

La presente definición no englobará los planes y programas financieros o 

presupuestarios, a saber, los que establezcan el modo en que han de financiarse 

determinados proyectos o actividades o los relativos a los presupuestos anuales 

propuestos, ni los programas de trabajo internos de las instituciones u organismos 

comunitarios, ni los planes y programas de emergencia cuya única finalidad sea 

la protección civil. 

f) «Derecho medioambiental»: la legislación comunitaria que, independientemente 

de su fundamento jurídico, contribuya a perseguir los objetivos de la política 

comunitaria en materia de medio ambiente tal como se establecen en el Tratado: 

la conservación, la protección y la mejora de la calidad del medio ambiente, la 

protección de la salud de las personas, la utilización prudente y racional de los 

recursos naturales y el fomento de medidas a escala internacional destinadas a 

hacer frente a los problemas regionales o mundiales del medio ambiente. 

g) «acto administrativo»: cualquier medida de alcance individual conforme al Derecho 

medioambiental, adoptada por una institución u organismo comunitario y que 

surta efecto jurídicamente vinculante y externo. 

h) «omisión administrativa»: la no adopción, por una institución u organismo 

comunitario, de un acto administrativo definido en la letra g). 

2.- Los actos y omisiones administrativos no englobarán las medidas adoptadas, o las 

omisiones, por una institución u organismo comunitario que actúe en calidad de 

instancia de revisión administrativa, en virtud de las siguientes disposiciones del 

Tratado: 

a) artículos 81, 82, 86 y 87 (normas sobre competencia); 

b) artículos 226 y 228 (procedimiento por incumplimiento); 

c) artículo 195 (reclamaciones ante el Defensor del Pueblo); 

d) artículo 280 (procedimiento de la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude). 

TÍTULO II. Acceso a la información medioambiental. 

ARTÍCULO 3. Aplicación del Reglamento (CE) nº 1049/2001. 

El Reglamento (CE) nº 1049/2001 se aplicará a cualquier solicitud de acceso a información 

medioambiental que obre en poder de las instituciones y organismos comunitarios, sin 

discriminación por razón de nacionalidad, ciudadanía o domicilio, y, en el caso de las 

personas jurídicas, sin discriminación por razón del lugar en que estas tengan su sede 

oficial o un centro efectivo de actividades. 

A efectos del presente Reglamento, el término « institución » del Reglamento (CE) nº 

1049/2001 se entenderá como «institución u organismo comunitario». 
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ARTÍCULO 4. Recogida y difusión de información medioambiental. 

1.- Las instituciones y organismos comunitarios organizarán la información medioambiental 

relevante para sus funciones que obre en su poder, con vistas a su difusión activa y 

sistemática al público, particularmente por medio de la tecnología de telecomunicación 

informática y/o electrónica de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, 

apartados 1 y 2, y en el artículo 12 del Reglamento (CE) nº 1049/2001. Dichas 

instituciones y organismos harán que la información medioambiental esté disponible 

paulatinamente en bases de datos electrónicas de fácil acceso al público a través 

de redes públicas de telecomunicaciones. Para ese fin, almacenarán la información 

medioambiental que posean en bases de datos a las que dotarán de dispositivos de 

búsqueda y otros tipos de programas informáticos concebidos para ayudar al público 

a localizar la información que requiera. 

No será preciso que la información facilitada mediante las telecomunicaciones 

informáticas o por otros medios electrónicos incluya la información recogida con 

anterioridad a la entrada en vigor del presente Reglamento, a menos que esta ya 

exista en forma electrónica. Las instituciones y organismos comunitarios indicarán, 

en la medida de lo posible, dónde está localizada la información recogida con 

anterioridad a la entrada en vigor del presente Reglamento y que no existe en forma 

electrónica. 

Las instituciones y organismos comunitarios realizarán todos los esfuerzos razonables 

para conservar la información medioambiental que obre en su poder en formas o 

formatos de fácil reproducción y acceso mediante las telecomunicaciones informáticas 

o por otros medios electrónicos. 

2.- La información medioambiental que se haya de facilitar y difundir será actualizada 

si procede. Además de los documentos enumerados en el artículo 12, apartados 2 y 

3, y en el artículo 13, apartados 1 y 2, del Reglamento (CE) nº 1049/2001, en las 

bases de datos o los registros también figurarán: 

a) Los textos de tratados, convenios o acuerdos internacionales y de la legislación 

comunitaria sobre el medio ambiente o relacionados con él, y de las políticas, 

programas y planes relacionados con el medio ambiente. 

b) Los informes sobre los avances registrados en materia de aplicación de los puntos 

contemplados en la letra a), cuando las instituciones u organismos comunitarios 

los hayan elaborado o dispongan de ellos en formato electrónico. 

c) Las medidas adoptadas en los procedimientos por incumplimiento del Derecho 

comunitario a partir de la emisión del dictamen motivado en virtud del artículo 

226, párrafo primero, del Tratado. 

d) Los informes sobre la situación del medio ambiente indicados en el apartado 4. 

e) Los datos o resúmenes de los datos derivados del seguimiento de las actividades 

que afecten o puedan afectar al medio ambiente. 

74 



 R
eg

la
m

en
to

 (
CE

) 
nº

 1
36

7/
20

06
 

4.

f) Las autorizaciones con un efecto significativo sobre el medio ambiente y los 

acuerdos medioambientales, o una referencia al lugar donde se puede solicitar 

esa información o acceder a ella. 

g) Los estudios sobre el impacto medioambiental y las evaluaciones de riesgo relativas 

a los elementos medioambientales, o una referencia al lugar donde se puede 

solicitar esa información o acceder a ella. 

3.- Cuando resulte adecuado, las instituciones y organismos comunitarios podrán satisfacer 

los requisitos de los apartados 1 y 2 mediante el establecimiento de enlaces con los 

sitios Internet en los que sea posible hallar la información. 

4.- La Comisión velará por que se publique y difunda, a intervalos periódicos que no 

superarán los cuatro años, un informe sobre la situación del medio ambiente, en el 

que se incluirán datos sobre la calidad del medio ambiente y las presiones que este 

sufra. 

ARTÍCULO 5. Calidad de la información medioambiental. 

1.- Las instituciones y organismos comunitarios harán cuanto esté en su poder por 

garantizar que cualquier información que recopilen directamente, o recopilen otros 

en su nombre, esté actualizada y sea precisa y susceptible de comparación. 

2.- Las instituciones y organismos comunitarios informarán al solicitante, previa petición, 

sobre el lugar en el que puede hallar la información, siempre y cuando esta esté 

disponible, relativa a los procedimientos de medición (incluidos los métodos de 

análisis, muestreo y pretratamiento de muestras) utilizados en la obtención de la 

información. Alternativamente, lo remitirán al procedimiento normalizado que se 

haya utilizado. 

ARTÍCULO 6. Aplicación de excepciones respecto de las solicitudes 

de acceso a información medioambiental. 

1.- Por lo que respecta al artículo 4, apartado 2, guiones primero y tercero, del Reglamento 

(CE) nº 1049/2001, con excepción de las investigaciones, en particular aquellas 

relativas a posibles incumplimientos del Derecho comunitario, se considerará que 

la divulgación reviste un interés público superior cuando la información solicitada 

se refiera a emisiones al medio ambiente. Por lo que respecta a las demás excepciones 

contempladas en el artículo 4 del Reglamento (CE) nº 1049/2001, los motivos de 

denegación serán interpretados de manera restrictiva, teniendo en cuenta el interés 

público que reviste la divulgación y si la información solicitada se refiere a emisiones 

al medio ambiente. 

2.- Además de las excepciones contempladas en el artículo 4 del Reglamento (CE) nº 

1049/2001, las instituciones y organismos comunitarios podrán denegar el acceso a 

información medioambiental cuando la divulgación de la información pudiera afectar 

negativamente a la protección del medio ambiente a que se refiere dicha información, 

como los lugares de reproducción de especies raras. 
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ARTÍCULO 7. Solicitudes de acceso a información medioambiental 

que no obre en poder de una institución u organismo 

comunitario. 

En los casos en que una institución u organismo comunitario reciba una solicitud de 

acceso a una información medioambiental que no obre en su poder, deberá informar 

cuanto antes al solicitante, y a más tardar en un plazo de 15 días hábiles, sobre la 

institución u organismo comunitario o la autoridad pública conforme a lo dispuesto en 

la Directiva 2003/4/CE a quien puede dirigirse, según su conocimiento, para solicitar 

la información de que se trate, o bien transmitir la solicitud a la institución u organismo 

comunitario o la autoridad pública pertinente e informar de ello al solicitante. 

ARTÍCULO 8. Cooperación. 

En caso de amenaza inminente para la salud humana, la vida o el medio ambiente 

provocada por actividades humanas o por causas naturales, las instituciones y organismos 

comunitarios colaborarán con las autoridades públicas conforme a lo dispuesto en la 

Directiva 2003/4/CE, previa petición de estas, y les ayudarán a difundir inmediatamente 

al público que pueda resultar afectado toda la información medioambiental que le 

permita la adopción de medidas para prevenir o limitar los daños provocados por la 

amenaza, en la medida en que dicha información obre en poder de las instituciones y 

organismos comunitarios y/o de las autoridades públicas mencionadas o la posean otros 

en su nombre. 

El párrafo primero se aplicará sin perjuicio de las obligaciones específicas establecidas 

por la legislación comunitaria, en particular en la Decisión nº 2119/98/CE y la Decisión 

nº 1786/2002/CE. 

TÍTULO III. Participación pública en relación con planes y programas 

relativos al medio ambiente. 

ARTÍCULO 9. 

1.- Las instituciones y organismos comunitarios proporcionarán al público, mediante las 

adecuadas disposiciones prácticas o de otra índole, oportunidades tempranas y 

efectivas de participar durante la preparación, modificación o revisión de los planes 

o programas relativos al medio ambiente cuando todas las opciones son aún posibles. 

En particular, cuando la Comisión prepare una propuesta de un plan o programa de 

esta índole que transmita a otras instituciones u organismos comunitarios para que 

decidan al respecto, dispondrá la participación pública en esa fase preparatoria. 

2.- Las instituciones y organismos comunitarios determinarán el público que se ve o 

puede verse afectado por un plan o programa del tipo mencionado en el apartado 

1, o que tenga un interés en el mismo, atendiendo a los objetivos del presente 

Reglamento. 
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3.- Las instituciones y organismos comunitarios velarán por que se informe al público a 

que se refiere el apartado 2, ya sea mediante anuncios públicos o por otros medios 

apropiados, como los medios electrónicos cuando se disponga de ellos, acerca de: 

a) El proyecto de la propuesta, si se dispone del mismo. 

b) La información medioambiental o la evaluación relevante para el programa en 

elaboración, si se dispone de la misma. 

c) Las modalidades prácticas de participación, incluyendo: 

i) La entidad administrativa de la que puede obtenerse la información relevante. 

ii) La entidad administrativa a la que pueden transmitirse observaciones, opiniones 

o preguntas. 

iii) Los plazos razonables que concedan suficiente tiempo para que el público sea 

informado y para que este se prepare y participe efectivamente en el proceso 

de toma de decisiones en materia de medio ambiente. 

4.- Se fijará un plazo mínimo de ocho semanas para la recepción de observaciones. 

Siempre que se organicen reuniones o consultas, se informará de estas con una 

antelación mínima de cuatro semanas. Los plazos podrán reducirse en caso de urgencia 

o cuando el público haya tenido ya la posibilidad de formular observaciones sobre 

el plan o programa de que se trate. 

5.- Al adoptar su decisión sobre un plan o programa relacionado con el medio ambiente, 

las instituciones y organismos comunitarios tomarán debidamente en cuenta el 

resultado del proceso de participación del público. Las instituciones y organismos 

comunitarios deberán informar al público sobre dicho plan o programa, incluido su 

texto, y sobre las razones y consideraciones en las que se ha basado la decisión, 

incluida la información sobre el proceso de participación del público. 

TÍTULO IV. Revisión interna y acceso a la justicia.
 

ARTÍCULO 10. Solicitud de revisión interna de actos administrativos.
 

1.- Cualquier organización no gubernamental que cumpla los criterios enunciados en el 

artículo 11 podrá efectuar una solicitud de revisión interna ante la institución u 

organismo comunitario que haya adoptado un acto administrativo con arreglo al 

Derecho medioambiental o, en caso de supuesta omisión administrativa, que hubiera 

debido adoptar dicho acto. 

La petición se hará por escrito en un plazo máximo de seis semanas a partir de la 

adopción, notificación o publicación del acto administrativo, tomándose como 

referencia la más tardía de estas tres fechas, o, en caso de supuesta omisión, de seis 

semanas a partir de la fecha en que se haya requerido la adopción del acto 

administrativo. En la solicitud se expondrán los motivos de la revisión. 

2.- La institución u organismo comunitario a que se refiere el apartado 1 deberá examinar 

la solicitud, a menos que carezca claramente de fundamento. Expondrá sus motivos 
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en una respuesta escrita lo antes posible, y a más tardar en un plazo de doce semanas 

a partir de la recepción de la solicitud. 

3.- En los casos en que la institución u organismo comunitario no sea capaz, pese a la 

debida diligencia, de pronunciarse de conformidad con el apartado 2, deberá informar 

a la organización no gubernamental que haya efectuado la solicitud, lo antes posible, 

y a más tardar dentro del plazo mencionado en dicho apartado, de los motivos de 

no haberse pronunciado y del tiempo que necesitará para hacerlo. 

En cualquier caso, la institución u organismo comunitario se pronunciará en las 

dieciocho semanas a partir de la recepción de la solicitud. 

ARTÍCULO 11. Criterios de legitimación a nivel comunitario. 

1.- Una organización no gubernamental estará legitimada para efectuar una solicitud 

de revisión interna con arreglo a lo dispuesto en el artículo 10 siempre y cuando: 

a) Sea una persona jurídica independiente y sin ánimo de lucro con arreglo a legislación 

o práctica nacional de un Estado miembro. 

b) Tenga por objetivo primordial declarado promover la protección del medio ambiente 

en el contexto del Derecho medioambiental. 

c) Haya existido durante más de dos años y esté trabajando activamente en el objetivo 

mencionado en la letra b). 

d) El asunto a que se refiera la solicitud de revisión interna entre en el ámbito de 

su objetivo y de sus actividades. 

2.- La Comisión adoptará las disposiciones que sean necesarias para velar por que los 

criterios del apartado 1 se apliquen de modo transparente y coherente. 

ARTÍCULO 12. Recurso ante el Tribunal de Justicia. 

1.- La organización no gubernamental que haya efectuado una solicitud de revisión 

interna en virtud del artículo 10 podrá interponer recurso ante el Tribunal de Justicia 

de conformidad con las disposiciones pertinentes del Tratado. 

2.- Cuando la institución u organismo comunitario no actúe de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 10, apartados 2 ó 3, la organización no gubernamental podrá 

interponer recurso ante el Tribunal de Justicia de conformidad con las disposiciones 

pertinentes del Tratado. 

TÍTULO V. Disposiciones finales. 

ARTÍCULO 13. Medidas de aplicación. 

En caso necesario, las instituciones y organismos comunitarios adaptarán sus reglamentos 

internos a las disposiciones del presente Reglamento. Tales adaptaciones surtirán efecto 

a partir del 28 de junio de 2007. 

78 



 R
eg

la
m

en
to

 (
CE

) 
nº

 1
36

7/
20

06
 

4.

ARTÍCULO 14. Entrada en vigor. 

El presente Reglamento entrará en vigor el tercer día siguiente al de su publicación en
 

el Diario Oficial de la Unión Europea.
 

El presente Reglamento será aplicable a partir del 28 de junio de 2007.
 

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable
 

en cada Estado miembro.
 

Hecho en Estrasburgo, el 6 de septiembre de 2006.
 

Por el Parlamento Europeo, el Presidente, J. BORRELL FONTELLES.
 

Por el Consejo, la Presidenta, P. LEHTOMÄKI.
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Ley 27/2006, de 18 de julio, 

por la que se regulan los 

derechos de acceso a la 

información, de participación 

pública y de acceso a la 

justicia en materia de medio 

ambiente (incorpora las 

Directivas 2003/4/CE y 

2003/35/CE) 

JUAN CARLOS I REY DE ESPAÑA 

A todos los que la presente vieren y entendieren.
 

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en
 

sancionar la siguiente Ley.
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El artículo 45 de la Constitución configura el medio ambiente como un bien jurídico de 

cuyo disfrute son titulares todos los ciudadanos y cuya conservación es una obligación 

que comparten los poderes públicos y la sociedad en su conjunto. Todos tienen el derecho 

a exigir a los poderes públicos que adopten las medidas necesarias para garantizar la 

adecuada protección del medio ambiente, para disfrutar del derecho a vivir en un medio 

ambiente sano. Correlativamente, impone a todos la obligación de preservar y respetar 

ese mismo medio ambiente. Para que los ciudadanos, individual o colectivamente, 

puedan participar en esa tarea de protección de forma real y efectiva, resulta necesario 

disponer de los medios instrumentales adecuados, cobrando hoy especial significación 

la participación en el proceso de toma de decisiones públicas. Pues la participación, 

que con carácter general consagra el artículo 9.2 de la Constitución, y para el ámbito 

administrativo el artículo 105, garantiza el funcionamiento democrático de las sociedades 

e introduce mayor transparencia en la gestión de los asuntos públicos. 

La definición jurídica de esta participación y su instrumentación a través de herramientas 

legales que la hagan realmente efectiva constituyen en la actualidad uno de los terrenos 

en los que con mayor intensidad ha progresado el Derecho medioambiental internacional 

y, por extensión, el Derecho Comunitario y el de los Estados que integran la Unión 

Europea. En esta línea, debe destacarse el Convenio de la Comisión Económica para 

Europa de Naciones Unidas sobre acceso a la información, la participación del público 

en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, hecho 

en Aarhus el 25 de junio de 1998. Conocido como Convenio de Aarhus, parte del siguiente 

postulado: para que los ciudadanos puedan disfrutar del derecho a un medio ambiente 

saludable y cumplir el deber de respetarlo y protegerlo, deben tener acceso a la 

información medioambiental relevante, deben estar legitimados para participar en los 

procesos de toma de decisiones de carácter ambiental y deben tener acceso a la justicia 

cuando tales derechos les sean negados. Estos derechos constituyen los tres pilares sobre 

los que se asienta el Convenio de Aarhus: 

· El pilar de acceso a la información medioambiental desempeña un papel esencial en 

la concienciación y educación ambiental de la sociedad, constituyendo un instrumento 

indispensable para poder intervenir con conocimiento de causa en los asuntos públicos. 

Se divide en dos partes: el derecho a buscar y obtener información que esté en poder 

de las autoridades públicas, y el derecho a recibir información ambientalmente relevante 

por parte de las autoridades públicas, que deben recogerla y hacerla pública sin 

necesidad de que medie una petición previa. 
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· 	 El pilar de participación del público en el proceso de toma de decisiones, que se 

extiende a tres ámbitos de actuación pública: la autorización de determinadas 

actividades, la aprobación de planes y programas y la elaboración de disposiciones 

de carácter general de rango legal o reglamentario. 

· 	 El tercer y último pilar del Convenio de Aarhus está constituido por el derecho de 

acceso a la justicia y tiene por objeto garantizar el acceso de los ciudadanos a los 

tribunales para revisar las decisiones que potencialmente hayan podido violar los 

derechos que en materia de democracia ambiental les reconoce el propio Convenio. 

Se pretende así asegurar y fortalecer, a través de la garantía que dispensa la tutela 

judicial, la efectividad de los derechos que el Convenio de Aarhus reconoce a todos 

y, por ende, la propia ejecución del Convenio. Finalmente, se introduce una previsión 

que habilitaría al público a entablar procedimientos administrativos o judiciales para 

impugnar cualquier acción u omisión imputable, bien a otro particular, bien a una 

autoridad pública, que constituya una vulneración de la legislación ambiental nacional. 

España ratificó el Convenio de Aarhus en diciembre de 2004, entrando en vigor el 31 

de marzo de 2005. La propia Unión Europea, al igual que todos los Estados miembros, 

también firmó este Convenio, si bien condicionó su ratificación a la adecuación previa 

del derecho comunitario a las estipulaciones contenidas en aquél, lo que efectivamente 

ya se ha producido: en efecto, la tarea legislativa emprendida por la Unión Europea ha 

dado como resultado un proyecto de Reglamento comunitario por el que se regula la 

aplicación del Convenio al funcionamiento de las Instituciones comunitarias, y dos 

Directivas a través de las cuales se incorporan de manera armonizada para el conjunto 

de la Unión las obligaciones correspondientes a los pilares de acceso a la información 

y de participación en los asuntos ambientales. Se trata de la Directiva 2003/4/CE, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, sobre el acceso del público 

a la información ambiental y por la que se deroga la Directiva 90/313/CEE, del Consejo, 

y de la Directiva 2003/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 

2003, por la que se establecen medidas para la participación del público en determinados 

planes y programas relacionados con el medio ambiente y por la que se modifican, en 

lo que se refiere a la participación pública y el acceso a la justicia, las Directivas 

85/337/CEE y 96/61/CE. En consecuencia, el objeto de esta Ley es definir un marco 

jurídico que a la vez responda a los compromisos asumidos con la ratificación del Convenio 

y lleve a cabo la transposición de dichas Directivas al ordenamiento interno. 

La Ley se estructura en cuatro Títulos. El primero se ocupa de las disposiciones generales, 

identificando como objeto de la norma el reconocimiento de los derechos de acceso a 

la información, de participación y de acceso a la justicia, derechos que, a fin de facilitar 

su ejercicio, aparecen catalogados de forma sistemática con independencia de que su 

regulación concreta se recoja en esta Ley o en la normativa sectorial. En este primer 

Título se recogen igualmente aquellas definiciones necesarias para la mejor comprensión 

y aplicación de la Ley. Destaca la distinción legal entre los conceptos de « público » en 

general, referido al conjunto de los ciudadanos y de sus asociaciones y agrupaciones, 

y el de «persona interesada», que refuerza el mismo concepto ya recogido en la legislación 
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administrativa con la atribución de esta condición, en todo caso, a aquellas personas 

jurídicas sin ánimo de lucro que se dedican a la protección y defensa del medio ambiente 

y que acrediten el cumplimiento de unos requisitos mínimos, dirigidos a perfilar una 

actuación rigurosa en este ámbito. 

El Título II contiene la regulación específica del derecho de acceso a la información 

ambiental, en su doble faceta de suministro activo y pasivo de información. En la primera 

vertiente, se obliga a las Administraciones Públicas a informar a los ciudadanos sobre 

los derechos que les reconoce la Ley y a ayudarles en la búsqueda de la información, 

al tiempo que se impone la obligación de elaborar listas de las autoridades públicas que 

poseen información ambiental, que deberán ser públicamente accesibles con el fin de 

que los ciudadanos puedan localizar la información que precisan con la mayor facilidad. 

Se amplía considerablemente el tipo de información objeto de difusión, identificando 

unos mínimos de obligado cumplimiento en función de su importancia y de su urgencia. 

Además, para evitar y prevenir daños en caso de amenaza inminente para la salud 

humana o el medio ambiente, deberá difundirse la información que permita adoptar las 

medidas necesarias para paliar o prevenir el daño. En cuanto a la segunda vertiente, 

la Ley pretende superar algunas de las dificultades detectadas en la práctica anterior, 

de forma que la obligación de suministrar la información no deriva del ejercicio de una 

competencia sustantiva sino del hecho de que la información solicitada obre en poder 

de la autoridad a la que se ha dirigido la solicitud, o del de otro sujeto en su nombre. 

Se reduce el plazo de contestación a un mes y sólo podrá ampliarse cuando el volumen 

y la complejidad de la información lo justifiquen. También la regulación de las excepciones 

a la obligación de facilitar la información ambiental supone un avance notable, puesto 

que la denegación no opera automáticamente, sino que la autoridad pública deberá 

ponderar en cada caso los intereses públicos en presencia, y justificar la negativa a 

suministrar la información solicitada. Y, en todo caso, los motivos de excepción deberán 

interpretarse de manera restrictiva. 

El Título III de la Ley se ocupa del derecho de participación pública en los asuntos de 

carácter ambiental en relación con la elaboración, revisión o modificación de determinados 

planes, programas y disposiciones de carácter general. La regulación de las demás 

modalidades de participación previstas en el Convenio y en la legislación comunitaria 

(procedimientos administrativos que deben tramitarse para la concesión de autorizaciones 

ambientales integradas, para evaluar el impacto ambiental de ciertos proyectos, para 

llevar a cabo la evaluación ambiental estratégica de determinados planes y programas 

o para elaborar y aprobar los planes y programas previstos en la legislación de aguas) 

se difiere a la legislación sectorial correspondiente. Este Título se cierra con un artículo 

a través del cual se regulan las funciones y la composición del Consejo Asesor de Medio 

Ambiente. 

Al ser un ámbito de competencia compartida con las Comunidades Autónomas, la Ley 

no regula procedimiento alguno, sino que se limita a establecer el deber general de 

promover la participación real y efectiva del público; serán las Administraciones públicas 

las que, al establecer y tramitar los correspondientes procedimientos, habrán de velar 

85 



 L
ey

 2
7/

20
06

 
5.

por el cumplimiento de una serie de garantías reconocidas tanto por la legislación 

comunitaria como por el Convenio de Aarhus, que la Ley enuncia como principios 

informadores de la actuación pública en esta materia: hacer públicamente accesible la 

información relevante sobre el plan, programa o disposición normativa; informar del 

derecho a participar y de la forma en la que lo pueden hacer; reconocer el derecho a 

formular observaciones y comentarios en aquellas fases iniciales del procedimiento en 

las que estén aún abiertas todas las opciones de la decisión que haya de adoptarse; 

justificar la decisión finalmente adoptada y la forma en la que se ha desarrollado el 

trámite de participación. En ambos casos, corresponderá a cada Administración determinar 

qué miembros del público tienen la condición de persona interesada y pueden, por 

consiguiente, participar en tales procedimientos. La Ley establece que se entenderá 

que tienen en todo caso tal condición las personas jurídicas sin ánimo de lucro que se 

dediquen a la protección del medio ambiente y cumplan los demás requisitos previstos 

por la Ley en su artículo 23. Estas garantías en materia de participación serán de 

aplicación, según dispone el artículo 17, en relación con aquellos planes y programas 

previstos en la Directiva 2003/35/CE. En cuanto a los procedimientos de elaboración 

de disposiciones reglamentarias, el artículo 18 incorpora una lista abierta en la que se 

enumeran las materias en cuya regulación deberán observarse los principios y garantías 

que en materia de participación establece la Ley. Se excluyen, no obstante, las normas 

que tengan como único objetivo la defensa nacional o la protección civil, las que 

persiguen exclusivamente la aprobación de planes y programas y las que supongan 

modificaciones no sustanciales de normas ya existentes. 

El Título IV y último de la Ley se ocupa del acceso a la justicia y a la tutela administrativa 

y tiene por objeto asegurar y fortalecer, a través de la garantía que dispensa la tutela 

judicial y administrativa, la efectividad de los derechos de información y participación. 

Así, el artículo 20 reconoce el derecho a recurrir en vía administrativa o contencioso-

administrativa cualquier acto u omisión imputable a una autoridad pública que suponga 

una vulneración de estos derechos. Estos recursos se rigen por el régimen general; no 

obstante, el artículo 21 regula un tipo de reclamación específica para las vulneraciones 

cometidas por sujetos privados sometidos por la Ley a los deberes de suministrar 

información medioambiental. Asimismo, la Ley incorpora la previsión del artículo 9.3 

del Convenio de Aarhus e introduce una especie de acción popular cuyo ejercicio 

corresponde a las personas jurídicas sin ánimo de lucro dedicadas a la protección del 

medio ambiente, que se hubieran constituido legalmente al menos dos años antes del 

ejercicio de la acción y desarrollen su actividad en el ámbito territorial afectado por 

el acto u omisión impugnados. Se consagra definitivamente, de esta manera, una 

legitimación legal para tutelar un interés difuso como es la protección del medio ambiente 

a favor de aquellas organizaciones cuyo objeto social es, precisamente, la tutela de los 

recursos naturales. 

Dentro de la parte final, destacan las modificaciones operadas, respectivamente, en el 

Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental, 

y en la Ley 16/2002, de 1 de julio, sobre Prevención y Control Integrados de la 

86 



 L
ey

 2
7/

20
06

 
5.

Contaminación. Ambas traen causa de la Directiva 2003/35, cuya transposición es 

abordada por las disposiciones finales primera y segunda de la Ley con el objeto de 

adecuar ambas normas a las reglas sobre participación previstas en el Convenio de Aarhus 

y asumidas por el legislador comunitario a través de la mencionada Directiva. 

Por último, los títulos competenciales se recogen en la disposición final tercera. Así, 

esta Ley se dicta, en su mayor parte, al amparo del artículo 149.1.23.ª de la Constitución, 

si bien es preciso invocar el artículo 149.1.14.ª de la Constitución en relación con las 

tasas y precios que corresponda satisfacer a los solicitantes de información ambiental 

en el ámbito de la Administración General del Estado, el artículo 149.1.18.ª, en lo 

relativo a recursos en vía administrativa que puedan presentarse por vulneración de los 

derechos de información y participación reconocidos en la Ley, y el artículo 149.1.6.ª, 

por lo que respecta a la acción popular en materia de medio ambiente. 

Atendiendo a la distribución de competencias en materia de medio ambiente, y al amparo 

de la competencia que el artículo 149.1.23.ª de la Constitución atribuye al Estado, la 

Ley se limita a establecer aquellas garantías y principios que deben ser observados por 

todas las autoridades públicas ante las que pretendan ejercerse los derechos de acceso 

a la información, participación y acceso a la justicia en materia de medio ambiente, 

sin entrar a regular el procedimiento para su ejercicio. Pues en la medida en que se 

reconocen derechos que contribuyen a hacer efectivos los derechos, pero también los 

deberes, proclamados en el artículo 45 de la Constitución, constituyen una herramienta 

decisiva para reforzar la participación de la sociedad civil en el proceso político de toma 

de decisiones, ya que la implantación de un modelo de desarrollo sostenible depende, 

en buena medida, de la efectiva participación de la sociedad civil en el proceso político 

decisorio, de manera que durante el debate se hayan tenido en cuenta las informaciones 

y aportaciones que haya podido realizar cualquier persona interesada y en el resultado 

final sean palpables y tangibles las preocupaciones y consideraciones de carácter 

medioambiental. 

Esta idea, expresamente recogida en la Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio 

Ambiente y el Desarrollo, cuyo principio número 10 establece que la mejor manera de 

gestionar los asuntos ambientales es contar con la participación de todos los ciudadanos, 

encuentra su razón de ser última en la necesidad de avanzar hacia la transformación 

del modelo de desarrollo, basada en planteamientos democráticos que postulan la 

participación activa, real y efectiva de la sociedad civil como única vía para, en primer 

lugar, legitimar las decisiones que se hayan de adoptar y, en segundo lugar, garantizar 

su acierto y eficacia en el terreno práctico. 

TÍTULO I. Disposiciones generales. 

ARTÍCULO 1. Objeto de la Ley. 

1.- Esta Ley tiene por objeto regular los siguientes derechos: 

a) A acceder a la información ambiental que obre en poder de las autoridades públicas 

o en el de otros sujetos que la posean en su nombre. 
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b) A participar en los procedimientos para la toma de decisiones sobre asuntos que 

incidan directa o indirectamente en el medio ambiente, y cuya elaboración o 

aprobación corresponda a las Administraciones Públicas. 

c) A instar la revisión administrativa y judicial de los actos y omisiones imputables 

a cualquiera de las autoridades públicas que supongan vulneraciones de la normativa 

medioambiental. 

2.- Esta ley garantiza igualmente la difusión y puesta a disposición del público de la 

información ambiental, de manera paulatina y con el grado de amplitud, de sistemática 

y de tecnología lo más amplia posible. 

ARTÍCULO 2. Definiciones. 

A los efectos de esta Ley se entenderá por: 

1.- Público: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, organizaciones 

y grupos constituidos con arreglo a la normativa que les sea de aplicación. 

2.- Personas interesadas: 

a) Toda persona física o jurídica en la que concurra cualquiera de las circunstancias 

previstas en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común. 

b) Cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que cumplan los requisitos 

establecidos en el artículo 23 de esta Ley. 

3.- Información ambiental: toda información en forma escrita, visual, sonora, electrónica 

o en cualquier otra forma que verse sobre las siguientes cuestiones: 

a) El estado de los elementos del medio ambiente, como el aire y la atmósfera, el 

agua, el suelo, la tierra, los paisajes y espacios naturales, incluidos los humedales 

y las zonas marinas y costeras, la diversidad biológica y sus componentes, incluidos 

los organismos modificados genéticamente; y la interacción entre estos elementos. 

b) Los factores, tales como sustancias, energía, ruido, radiaciones o residuos, incluidos 

los residuos radiactivos, emisiones, vertidos y otras liberaciones en el medio 

ambiente, que afecten o puedan afectar a los elementos del medio ambiente 

citados en la letra a). 

c) Las medidas, incluidas las medidas administrativas, como políticas, normas, planes, 

programas, acuerdos en materia de medio ambiente y actividades que afecten o 

puedan afectar a los elementos y factores citados en las letras a) y b), así como 

las actividades o las medidas destinadas a proteger estos elementos. 

d) Los informes sobre la ejecución de la legislación medioambiental. 

e) Los análisis de la relación coste-beneficio y otros análisis y supuestos de carácter 

económico utilizados en la toma de decisiones relativas a las medidas y actividades 

citadas en la letra c). 
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f) El estado de la salud y seguridad de las personas, incluida, en su caso, la 

contaminación de la cadena alimentaria, condiciones de vida humana, bienes del 

patrimonio histórico, cultural y artístico y construcciones, cuando se vean o puedan 

verse afectados por el estado de los elementos del medio ambiente citados en 

la letra a) o, a través de esos elementos, por cualquiera de los extremos citados 

en las letras b) y c). 

4.- Autoridades públicas: 

1.- Tendrán la condición de autoridad pública a los efectos de esta Ley: 

a) El Gobierno de la Nación y los órganos de gobierno de las Comunidades 

Autónomas. 

b) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas, las Entidades que integran la Administración local y las Entidades 

de Derecho Público que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, a las 

Comunidades Autónomas o a las Entidades locales. 

c) Los órganos públicos consultivos. 

d) Las Corporaciones de derecho público y demás personas físicas o jurídicas 

cuando ejerzan, con arreglo a la legislación vigente, funciones públicas, 

incluidos Notarios y Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 

Muebles. 

2.- Tendrán la condición de autoridad pública, a los solos efectos de lo previsto en 

los Títulos I y II de esta Ley, las personas físicas o jurídicas cuando asuman 

responsabilidades públicas, ejerzan funciones públicas o presten servicios públicos 

relacionados con el medio ambiente bajo la autoridad de cualquiera de las 

entidades, órganos o instituciones previstos en el apartado anterior. 

3.- Quedan excluidos del concepto de autoridad pública las entidades, órganos o 

instituciones cuando actúen en el ejercicio de funciones legislativas o judiciales. 

En todo caso, cuando actúen en el ejercicio de funciones legislativas o judiciales, 

quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta Ley las Cortes Generales, las 

Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, el Tribunal Constitucional, 

los juzgados y tribunales que integran el Poder Judicial, el Tribunal de Cuentas 

u órganos de fiscalización externa de las Comunidades Autónomas. 

5.- Información que obra en poder de las autoridades públicas: información ambiental 

que dichas autoridades posean y haya sido recibida o elaborada por ellas. 

6.- Información poseída en nombre de las autoridades públicas: información ambiental 

que obra físicamente en poder de una persona jurídica o física en nombre de una 

autoridad pública. 

7.- Solicitante: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, 

organizaciones y grupos, que solicite información ambiental, requisito suficiente 

para adquirir, a efectos de lo establecido en el Título II, la condición de interesado. 
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ARTÍCULO 3. Derechos en materia de medio ambiente. 

Para hacer efectivos el derecho a un medio ambiente adecuado para el desarrollo de 

la persona y el deber de conservarlo, todos podrán ejercer los siguientes derechos en 

sus relaciones con las autoridades públicas, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y 

con lo establecido en el artículo 7 del Código Civil: 

1.- En relación con el acceso a la información: 

a) A acceder a la información ambiental que obre en poder de las autoridades públicas 

o en el de otros sujetos en su nombre, sin que para ello estén obligados a declarar 

un interés determinado, cualquiera que sea su nacionalidad, domicilio o sede. 

b) A ser informados de los derechos que le otorga la presente ley y a ser asesorados 

para su correcto ejercicio. 

c) A ser asistidos en su búsqueda de información. 

d) A recibir la información que soliciten en los plazos máximos establecidos en el 

artículo 10. 

e) A recibir la información ambiental solicitada en la forma o formato elegidos, en 

los términos previstos en el artículo 11. 

f) A conocer los motivos por los cuales no se les facilita la información, total o 

parcialmente, y también aquellos por los cuales no se les facilita dicha información 

en la forma o formato solicitados. 

g) A conocer el listado de las tasas y precios que, en su caso, sean exigibles para la 

recepción de la información solicitada, así como las circunstancias en las que se 

puede exigir o dispensar el pago. 

2.- En relación con la participación pública: 

a) A participar de manera efectiva y real en la elaboración, modificación y revisión 

de aquellos planes, programas y disposiciones de carácter general relacionados 

con el medio ambiente incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley. 

b) A acceder con antelación suficiente a la información relevante relativa a los 

referidos planes, programas y disposiciones de carácter general. 

c) A formular alegaciones y observaciones cuando estén aún abiertas todas las opciones 

y antes de que se adopte la decisión sobre los mencionados planes, programas o 

disposiciones de carácter general y a que sean tenidas debidamente en cuenta 

por la Administración Pública correspondiente. 

d) A que se haga público el resultado definitivo del procedimiento en el que ha 

participado y se informe de los motivos y consideraciones en los que se basa la 

decisión adoptada, incluyendo la información relativa al proceso de participación 

pública. 

e) A participar de manera efectiva y real, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación 

aplicable, en los procedimientos administrativos tramitados para el otorgamiento 
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de las autorizaciones reguladas en la legislación sobre prevención y control integrado 

de la contaminación, para la concesión de los títulos administrativos regulados 

en la legislación en materia de organismos modificados genéticamente, y para la 

emisión de las declaraciones de impacto ambiental reguladas en la legislación 

sobre evaluación de impacto ambiental, así como en los procesos planificadores 

previstos en la legislación de aguas y en la legislación sobre evaluación de los 

efectos de los planes y programas en el medio ambiente. 

3.- En relación con el acceso a la justicia y a la tutela administrativa: 

a) A recurrir los actos y omisiones imputables a las autoridades públicas que 

contravengan los derechos que esta Ley reconoce en materia de información y 

de participación pública. 

b) A ejercer la acción popular para recurrir los actos y omisiones imputables a las 

autoridades públicas que constituyan vulneraciones de la legislación ambiental 

en los términos previstos en esta Ley. 

4.- Cualquier otro que reconozca la Constitución o las leyes. 

ARTÍCULO 4. Colaboración interadministrativa. 

Las Administraciones Públicas establecerán los mecanismos más eficaces para un efectivo 

ejercicio de los derechos reconocidos en esta Ley. A tal efecto, ajustarán sus actuaciones 

a los principios de información mutua, cooperación y colaboración. 

TÍTULO II. Derecho de acceso a la información ambiental. 
CAPÍTULO I. Obligaciones de las autoridades públicas en materia de 

información ambiental. 

ARTÍCULO 5. Obligaciones generales en materia de información 

ambiental. 

1.- Las Administraciones públicas deberán realizar las siguientes actuaciones: 

a) Informar al público de manera adecuada sobre los derechos que les otorga la 

presente Ley, así como de las vías para ejercitar tales derechos. 

b) Facilitar información para su correcto ejercicio, así como consejo y asesoramiento 

en la medida en que resulte posible. 

c) Elaborar listas de autoridades públicas en atención a la información ambiental 

que obre en su poder, las cuales se harán públicamente accesibles. A tal efecto, 

existirá al menos una lista unificada de autoridades públicas por cada Comunidad 

Autónoma. 

d) Garantizar que su personal asista al público cuando trate de acceder a la información 

ambiental. 

e) Fomentar el uso de tecnologías de la información y de las telecomunicaciones 

para facilitar el acceso a la información. 
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f) Garantizar el principio de agilidad en la tramitación y resolución de las solicitudes 

de información ambiental. 

2.- Las autoridades públicas velarán porque, en la medida de sus posibilidades, la 

información recogida por ellas o la recogida en su nombre esté actualizada y sea 

precisa y susceptible de comparación. 

3.- Las autoridades públicas adoptarán cuantas medidas sean necesarias para hacer 

efectivo el ejercicio del derecho de acceso a la información ambiental y, entre ellas, 

al menos alguna de las que se señala a continuación: 

a) Designación de unidades responsables de información ambiental. 

b) Creación y mantenimiento de medios de consulta de la información solicitada. 

c) Creación de registros o listas de la información ambiental que obre en poder de 

las autoridades públicas o puntos de información, con indicaciones claras sobre 

dónde puede encontrarse dicha información. 

CAPÍTULO II. Difusión por las autoridades públicas de la información 

ambiental. 

ARTÍCULO 6. Obligaciones específicas en materia de difusión de 

información ambiental. 

1.- Las autoridades públicas adoptarán las medidas oportunas para asegurar la paulatina 

difusión de la información ambiental y su puesta a disposición del público de la 

manera más amplia y sistemática posible. 

2.- Las autoridades públicas organizarán y actualizarán la información ambiental relevante 

para sus funciones que obre en su poder o en el de otra entidad en su nombre con 

vistas a su difusión activa y sistemática al público, particularmente por medio de las 

tecnologías de la información y las telecomunicaciones siempre que pueda disponerse 

de las mismas. 

3.- Las autoridades públicas adoptarán las medidas necesarias para garantizar que la 

información ambiental se haga disponible paulatinamente en bases de datos electrónicas 

de fácil acceso al público a través de redes públicas de telecomunicaciones. 

4.- Las obligaciones relativas a la difusión de la información ambiental por medio de las 

tecnologías de la información y de las telecomunicaciones se entenderán cumplidas 

creando enlaces con direcciones electrónicas a través de las cuales pueda accederse 

a dicha información. 

5.- La Administración General del Estado deberá mantener actualizado un catálogo de 

normas y de resoluciones judiciales sobre aspectos claves de la Ley y lo hará 

públicamente accesible de la manera más amplia y sistemática posible. 

ARTÍCULO 7. Contenido mínimo de la información objeto de difusión. 

La información que se difunda será actualizada, si procede, e incluirá, como mínimo, 

los siguientes extremos: 92 
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1.- Los textos de tratados, convenios y acuerdos internacionales y los textos legislativos 

comunitarios, estatales, autonómicos o locales sobre el medio ambiente o relacionados 

con la materia. 

2.- Las políticas, programas y planes relativos al medio ambiente, así como sus evaluaciones 

ambientales cuando proceda. 

3.- Los informes sobre los avances registrados en materia de aplicación de los elementos 

enumerados en los apartados 1 y 2 de este artículo cuando éstos hayan sido elaborados 

en formato electrónico o mantenidos en dicho formato por las autoridades públicas. 

4.- Los informes sobre el estado del medio ambiente contemplados en el artículo 8. 

5.- Los datos o resúmenes de los datos derivados del seguimiento de las actividades que 

afecten o puedan afectar al medio ambiente. 

6.- Las autorizaciones con un efecto significativo sobre el medio ambiente y los acuerdos 

en materia de medio ambiente. En su defecto, la referencia al lugar donde se puede 

solicitar o encontrar la información de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

5. 

7.- Los estudios sobre el impacto ambiental y evaluaciones del riesgo relativos a los 

elementos del medio ambiente mencionados en el artículo 2.3.a). En su defecto, 

una referencia al lugar donde se puede solicitar o encontrar la información de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 5. 

ARTÍCULO 8. Informes sobre el estado del medio ambiente. 

Las Administraciones públicas elaborarán y publicarán, como mínimo, cada año un 

informe de coyuntura sobre el estado del medio ambiente y cada cuatro años un informe 

completo. Estos informes serán de ámbito nacional y autonómico y, en su caso, local e 

incluirán datos sobre la calidad del medio ambiente y las presiones que éste sufra, así 

como un sumario no técnico que sea comprensible para el público. 

ARTÍCULO 9. Amenaza inminente para la salud humana o el medio 

ambiente. 

1.- En caso de amenaza inminente para la salud humana o para el medio ambiente 

ocasionada por actividades humanas o por causas naturales, las Administraciones 

públicas difundirán inmediatamente y sin demora toda la información que obre en 

poder de las autoridades públicas o en el de otros sujetos en su nombre, de forma 

que permita al público que pueda resultar afectado adoptar las medidas necesarias 

para prevenir o limitar los daños que pudieran derivarse de dicha amenaza. 

La información se diferenciará por razón de sexo cuando éste sea un factor significativo 

para la salud humana. 

Lo anterior se entenderá sin perjuicio de cualquier obligación específica de informar 

derivada de la legislación vigente. 
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2.- De conformidad con lo previsto en el artículo 13, lo dispuesto en este artículo no 

será de aplicación cuando concurran causas de defensa nacional o seguridad pública. 

CAPÍTULO III. Acceso a la información ambiental previa solicitud. 

ARTÍCULO 10. Solicitudes de información ambiental. 

1.- Las solicitudes de información ambiental deberán dirigirse a la autoridad pública 

competente para resolverlas y se tramitarán de acuerdo con los procedimientos que 

se establezcan al efecto. 

Se entenderá por autoridad pública competente para resolver una solicitud de 

información ambiental, aquella en cuyo poder obra la información solicitada, 

directamente o a través de otros sujetos que la posean en su nombre. 

2.- Tales procedimientos deberán respetar, al menos, las garantías que se indican a 

continuación: 

a) Cuando una solicitud de información ambiental esté formulada de manera imprecisa, 

la autoridad pública pedirá al solicitante que la concrete y le asistirá para concretar 

su petición de información lo antes posible y, a más tardar, antes de que expire 

el plazo establecido en el apartado 2.c).1.º 

b) Cuando la autoridad pública no posea la información requerida remitirá la solicitud 

a la que la posea y dará cuenta de ello al solicitante. 

Cuando ello no sea posible, deberá informar directamente al solicitante sobre la 

autoridad pública a la que, según su conocimiento, ha de dirigirse para solicitar 

dicha información. 

c) La autoridad pública competente para resolver facilitará la información ambiental 

solicitada o comunicará al solicitante los motivos de la negativa a facilitarla, 

teniendo en cuenta el calendario especificado por el solicitante, lo antes posible 

y, a más tardar, en los plazos que se indican a continuación: 

1.º En el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud en el registro 

de la autoridad pública competente para resolverla, con carácter general. 

2.º En el plazo de dos meses desde la recepción de la solicitud en el registro de 

la autoridad pública competente para resolverla, si el volumen y la complejidad 

de la información son tales que resulta imposible cumplir el plazo antes indicado. 

En este supuesto deberá informarse al solicitante, en el plazo máximo de un mes, 

de toda ampliación de aquél, así como de las razones que lo justifican. 

En el caso de comunicar una negativa a facilitar la información, la notificación 

será por escrito o electrónicamente, si la solicitud se ha hecho por escrito o si su 

autor así lo solicita. La notificación también informará sobre el procedimiento de 

recurso previsto de conformidad con el artículo 20. 
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ARTÍCULO 11. Forma o formato de la información. 

1.- Cuando se solicite que la información ambiental sea suministrada en una forma o 

formato determinados, la autoridad pública competente para resolver deberá satisfacer 

la solicitud a menos que concurra cualquiera de las circunstancias que se indican a 

continuación: 

a) Que la información ya haya sido difundida, de conformidad con lo dispuesto en 

el Capítulo I de este Título, en otra forma o formato al que el solicitante pueda 

acceder fácilmente. En este caso, la autoridad pública competente informará al 

solicitante de dónde puede acceder a dicha información o se le remitirá en el 

formato disponible. 

b) Que la autoridad pública considere razonable poner a disposición del solicitante 

la información en otra forma o formato y lo justifique adecuadamente. 

2.- A estos efectos, las autoridades públicas procurarán conservar la información ambiental 

que obre en su poder, o en el de otros sujetos en su nombre, en formas o formatos 

de fácil reproducción y acceso mediante telecomunicaciones informáticas o por otros 

medios electrónicos. 

3.- Cuando la autoridad pública resuelva no facilitar la información, parcial o totalmente, 

en la forma o formato solicitados, deberá comunicar al solicitante los motivos de 

dicha negativa en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud en 

el registro de la autoridad pública competente para resolver, haciéndole saber la 

forma o formatos en que, en su caso, se podría facilitar la información solicitada e 

indicando los recursos que procedan contra dicha negativa en los términos previstos 

en el artículo 20. 

ARTÍCULO 12. Método utilizado en la obtención de la información. 

En la contestación a las solicitudes sobre la información ambiental relativa a las cuestiones 

a las que se refiere el artículo 2.3.b), las autoridades públicas deberán informar, si así 

se solicita y siempre que esté disponible, del lugar donde se puede encontrar información 

sobre los siguientes extremos: 

a) El método de medición, incluido el método de análisis, de muestreo y de tratamiento 

previo de las muestras, utilizado para obtención de dicha información. 

b) La referencia al procedimiento normalizado empleado. 

CAPÍTULO IV. Excepciones. 

ARTÍCULO 13. Excepciones a la obligación de facilitar la información 

ambiental. 

1.- Las autoridades públicas podrán denegar las solicitudes de información ambiental 

cuando concurra cualquiera de las circunstancias que se indican a continuación: 

a) Que la información solicitada a la autoridad pública no obre en poder de ésta o en el de 

otra entidad en su nombre, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10.2.b). 

95 



 L
ey

 2
7/

20
06

 
5.

b) Que la solicitud sea manifiestamente irrazonable. 

c) Que la solicitud esté formulada de manera excesivamente general, teniendo en 

cuenta lo dispuesto en el artículo 10.2.a). 

d) Que la solicitud se refiera a material en curso de elaboración o a documentos o 

datos inconclusos. Por estos últimos se entenderán aquellos sobre los que la 

autoridad pública esté trabajando activamente. Si la denegación se basa en este 

motivo, la autoridad pública competente deberá mencionar en la denegación la 

autoridad que está preparando el material e informar al solicitante acerca del 

tiempo previsto para terminar su elaboración. 

e) Que la solicitud se refiera a comunicaciones internas, teniendo en cuenta el interés 

público atendido por la revelación. 

2.- Las solicitudes de información ambiental podrán denegarse si la revelación de la 

información solicitada puede afectar negativamente a cualquiera de los extremos 

que se enumeran a continuación: 

a) A la confidencialidad de los procedimientos de las autoridades públicas, cuando 

tal confidencialidad esté prevista en una norma con rango de Ley. 

b) A las relaciones internacionales, a la defensa nacional o a la seguridad pública. 

c) A causas o asuntos sujetos a procedimiento judicial o en trámite ante los tribunales, 

al derecho de tutela judicial efectiva o a la capacidad para realizar una investigación 

de índole penal o disciplinaria. Cuando la causa o asunto estén sujetos a 

procedimiento judicial o en trámite ante los tribunales, deberá, en todo caso, 

identificarse el órgano judicial ante el que se tramita. 

d) A la confidencialidad de datos de carácter comercial e industrial, cuando dicha 

confidencialidad esté prevista en una norma con rango de Ley o en la normativa 

comunitaria, a fin de proteger intereses económicos legítimos, incluido el interés 

público de mantener la confidencialidad estadística y el secreto fiscal. 

e) A los derechos de propiedad intelectual e industrial. Se exceptúan los supuestos 

en los que el titular haya consentido en su divulgación. 

f) Al carácter confidencial de los datos personales, tal y como se regulan en la Ley 

Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 

Personal, siempre y cuando la persona interesada a quien conciernan no haya 

consentido en su tratamiento o revelación. 

g) A los intereses o a la protección de un tercero que haya facilitado voluntariamente 

la información solicitada sin estar obligado a ello por la legislación vigente. Se 

exceptúan los supuestos en los que la persona hubiese consentido su divulgación. 

h) A la protección del medio ambiente al que se refiere la información solicitada. 

En particular, la que se refiera a la localización de las especies amenazadas o a 

la de sus lugares de reproducción. 
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3.- Las excepciones previstas en los apartados anteriores se podrán aplicar en relación 

con las obligaciones de difusión contempladas en el capítulo II de este Título. 

4.- Los motivos de denegación mencionados en este artículo deberán interpretarse de 

manera restrictiva. Para ello, se ponderará en cada caso concreto el interés público 

atendido con la divulgación de una información con el interés atendido con su 

denegación. 

5.- Las autoridades públicas no podrán en ningún caso ampararse en los motivos previstos 

en el apartado 2, letras a), d), f), g) y h) de este artículo, para denegar una solicitud 

de información relativa a emisiones en el medio ambiente. 

6.- La negativa a facilitar la totalidad o parte de la información solicitada se notificará 

al solicitante indicando los motivos de la denegación en los plazos contemplados en 

el artículo 10.2.c). 

ARTÍCULO 14. Suministro parcial de la información. 

La información ambiental solicitada que obre en poder de las autoridades públicas o en 

el de otro sujeto en su nombre se pondrá parcialmente a disposición del solicitante 

cuando sea posible separar del texto de la información solicitada la información a que 

se refiere el artículo 13, apartados 1.d), 1.e) y 2. 

CAPÍTULO V. Ingresos de derecho público y privado. 

ARTÍCULO 15. Ingresos de derecho público y privado. 

1.- Las autoridades públicas elaborarán, publicarán y pondrán a disposición de los 

solicitantes de información ambiental el listado de las tasas y precios públicos y 

privados que sean de aplicación a tales solicitudes, así como los supuestos en los que 

no proceda pago alguno. 

2.- El acceso a cualesquiera listas o registros públicos creados y mantenidos tal como 

se indica en el artículo 5 apartado 1.c) y apartado 3.c) serán gratuitos, así como el 

examen in situ de la información solicitada. 

TÍTULO III. Derecho de participación pública en asuntos de carácter 

medioambiental. 

ARTÍCULO 16. Participación del público en la elaboración de 

determinados planes, programas y disposiciones de 

carácter general relacionados con el medio ambiente. 

1.- Para promover una participación real y efectiva del público en la elaboración, 

modificación y revisión de los planes, programas y disposiciones de carácter general 

relacionados con el medio ambiente a los que se refieren los artículos 17 y 18 de 

esta Ley, las Administraciones Públicas, al establecer o tramitar los procedimientos 

que resulten de aplicación, velarán porque, de conformidad con lo dispuesto en el 

apartado 2 del presente artículo: 
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a) Se informe al público, mediante avisos públicos u otros medios apropiados, como 

los electrónicos, cuando se disponga de ellos, sobre cualesquiera propuestas de 

planes, programas o disposiciones de carácter general, o, en su caso, de su 

modificación o de su revisión, y porque la información pertinente sobre dichas 

propuestas sea inteligible y se ponga a disposición del público, incluida la relativa 

al derecho a la participación en los procesos decisorios y a la Administración 

pública competente a la que se pueden presentar comentarios o formular alegaciones. 

b) El público tenga derecho a expresar observaciones y opiniones cuando estén 

abiertas todas las posibilidades, antes de que se adopten decisiones sobre el plan, 

programa o disposición de carácter general. 

c) Al adoptar esas decisiones sean debidamente tenidos en cuenta los resultados de 

la participación pública. 

d) Una vez examinadas las observaciones y opiniones expresadas por el público, se 

informará al público de las decisiones adoptadas y de los motivos y consideraciones 

en los que se basen dichas decisiones, incluyendo la información relativa al proceso 

de participación pública. 

2.- Las Administraciones públicas competentes determinarán, con antelación suficiente 

para que pueda participar de manera efectiva en el proceso, qué miembros del 

público tienen la condición de persona interesada para participar en los procedimientos 

a los que se refiere el apartado anterior. Se entenderá que tienen esa condición, en 

todo caso, las personas físicas o jurídicas a las que se refiere el artículo 2.2 de esta 

Ley. 

3.- Lo previsto en este artículo no sustituye en ningún caso cualquier otra disposición 

que amplíe los derechos reconocidos en esta Ley. 

ARTÍCULO 17. Planes y programas relacionados con el medio ambiente. 

1.- Las Administraciones públicas asegurarán que se observan las garantías en materia 

de participación establecidas en el artículo 16 de esta Ley en relación con la 

elaboración, modificación y revisión de los planes y programas que versen sobre las 

materias siguientes: 

a) Residuos. 

b) Pilas y acumuladores. 

c) Nitratos. 

d) Envases y residuos de envases. 

e) Calidad del aire. 

f) Aquellas otras materias que establezca la normativa autonómica. 

2.- La participación del público en planes y programas en materia de aguas, así como en 

aquellos otros afectados por la legislación sobre evaluación de los efectos de los planes 

y programas en el medio ambiente, se ajustará a lo dispuesto en su legislación específica. 
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3.- Quedan excluidos en todo caso del ámbito de aplicación de esta Ley los planes y 

programas que tengan como único objetivo la defensa nacional o la protección civil 

en casos de emergencia. 

ARTÍCULO 18. Normas relacionadas con el medio ambiente. 

1.- Las Administraciones públicas asegurarán que se observen las garantías en materia 

de participación establecidas en el artículo 16 de esta Ley en relación con la 

elaboración, modificación y revisión de las disposiciones de carácter general que 

versen sobre las materias siguientes: 

a) Protección de las aguas.
 

b) Protección contra el ruido.
 

c) Protección de los suelos.
 

d) Contaminación atmosférica.
 

e) Ordenación del territorio rural y urbano y utilización de los suelos.
 

f) Conservación de la naturaleza, diversidad biológica.
 

g) Montes y aprovechamientos forestales.
 

h) Gestión de los residuos.
 

i) Productos químicos, incluidos los biocidas y los plaguicidas.
 

j) Biotecnología.
 

k) Otras emisiones, vertidos y liberación de sustancias en el medio ambiente.
 

l) Evaluación de impacto medioambiental.
 

m) Acceso a la información, participación pública en la toma de decisiones y acceso
 

a la justicia en materia de medio ambiente. 

n) Aquellas otras materias que establezca la normativa autonómica. 

2.- La participación en la elaboración, modificación y revisión de las normas cuyo objeto 

exclusivo sea la prevención de riesgos laborales se ajustará a lo dispuesto en su 

normativa específica. 

3.- Lo dispuesto en este Título no será de aplicación a: 

a) Los procedimientos administrativos de elaboración de disposiciones de carácter 

general que tengan por objeto la regulación de materias relacionadas exclusivamente 

con la defensa nacional, con la seguridad pública, con la protección civil en casos 

de emergencia o con el salvamento de la vida humana en el mar. 

b) Las modificaciones de las disposiciones de carácter general que no resulten 

sustanciales por su carácter organizativo, procedimental o análogo, siempre que 

no impliquen una reducción de las medidas de protección del medio ambiente. 
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c) Los procedimientos de elaboración de disposiciones de carácter general que tengan 

por único objeto la aprobación de planes o programas, que se ajustarán a lo 

establecido en su normativa específica. 

ARTÍCULO 19. Consejo Asesor de Medio Ambiente. 

1.- El Consejo Asesor de Medio Ambiente, adscrito a efectos administrativos al Ministerio 

de Medio Ambiente, es un órgano colegiado que tiene por objeto la participación y 

el seguimiento de las políticas ambientales generales orientadas al desarrollo 

sostenible. 

2.- Corresponden al Consejo Asesor las siguientes funciones: 

a) Emitir informe sobre los anteproyectos de ley y proyectos de reglamento con 

incidencia ambiental y, en especial, sobre las cuestiones que han de ostentar la 

condición de normativa básica. 

b) Asesorar sobre los planes y programas de ámbito estatal que la presidencia del 

Consejo le proponga en razón a la importancia de su incidencia sobre el medio 

ambiente. 

c) Emitir informes y efectuar propuestas en materia medioambiental, a iniciativa 

propia o a petición de los departamentos ministeriales que así lo soliciten a la 

presidencia del Consejo. 

Las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las entidades que integran 

la Administración local podrán, igualmente, solicitar a la presidencia del Consejo 

que éste emita informes sobre materias de su competencia relativas al medio 

ambiente. 

d) Proponer medidas que incentiven la creación de empleo ligado a actividades 

relacionadas con la protección del medio ambiente, así como la participación 

ciudadana en la solución de los problemas ambientales. 

e) Proponer medidas de educación ambiental que tengan como objetivo informar, 

orientar y sensibilizar a la sociedad de los valores ecológicos y medioambientales. 

f) Proponer las medidas que considere oportunas para el mejor cumplimiento de los 

acuerdos internacionales en materia de medio ambiente y desarrollo sostenible, 

valorando la efectividad de las normas y programas en vigor y proponiendo, en 

su caso, las oportunas modificaciones. 

g) Impulsar la coordinación entre la iniciativa pública y privada en materia de medio 

ambiente. 

h) Fomentar la colaboración con órganos similares creados por las Comunidades 

Autónomas. 

3.- El Consejo Asesor de Medio Ambiente estará presidido por el Ministro de Medio 

Ambiente y lo integrarán los siguientes miembros: 
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a) Una persona en representación de cada una de las organizaciones no gubernamentales 

cuyo objeto es la defensa del medio ambiente y el desarrollo sostenible, que se 

enumeran en el anexo. 

b) Una persona en representación de cada una de las organizaciones sindicales más 

representativas, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley 

Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical. 

c) Dos personas en representación de las organizaciones empresariales más 

representativas, designados por ellas en proporción a su representatividad, de 

acuerdo con lo establecido en la disposición adicional sexta del texto refundido 

de Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, 

de 24 de marzo. 

d) Dos personas en representación de las organizaciones de consumidores y usuarios, 

designados a iniciativa del Consejo de Consumidores y Usuarios. 

e) Tres personas en representación de las organizaciones profesionales agrarias más 

representativas en el ámbito estatal. 

f) Una persona en representación de la Federación Nacional de Cofradías de Pescadores. 

Para cada uno de los miembros del Consejo Asesor se designará un suplente. Actuará 

como suplente del Presidente el Subsecretario de Medio Ambiente. Actuará como 

Secretario, con voz y sin voto, un funcionario del Ministerio de Medio Ambiente. 

4.- Los miembros del Consejo Asesor y sus suplentes serán nombrados por el Ministro 

de Medio Ambiente, a propuesta, en su caso, de las entidades y organizaciones 

referidas en el apartado 3. El nombramiento de los miembros electivos del Consejo 

y de los suplentes será por un período de dos años, que podrá ser renovado por 

períodos iguales. 

Los miembros del Consejo Asesor cesarán a propuesta de las organizaciones o entidades 

que propusieron su nombramiento. 

5.- El Gobierno desarrollará mediante Real Decreto la estructura y funciones del Consejo 

Asesor de Medio Ambiente. 

TÍTULO IV. Acceso a la justicia y a la tutela administrativa en asuntos 

medioambientales. 

ARTÍCULO 20. Recursos. 

El público que considere que un acto o, en su caso, una omisión imputable a una autoridad 

pública ha vulnerado los derechos que le reconoce esta Ley en materia de información 

y participación pública podrá interponer los recursos administrativos regulados en el 

Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás normativa 

aplicable y, en su caso, el recurso contencioso-administrativo previsto en la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
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ARTÍCULO 21. Reclamaciones y ejecución forzosa. 

1.- El público que considere que un acto u omisión imputable a cualquiera de las personas 

a las que se refiere el artículo 2.4.2 ha vulnerado los derechos que le reconoce esta 

Ley podrá interponer directamente una reclamación ante la Administración Pública 

bajo cuya autoridad ejerce su actividad. La Administración competente deberá dictar 

y notificar la resolución correspondiente, la cual agotará la vía administrativa y será 

directamente ejecutiva, en el plazo que determine la normativa autonómica, o la 

disposición adicional décima, según proceda. 

2.- En caso de incumplimiento de la resolución, la Administración Pública requerirá a 

la persona objeto de la reclamación, de oficio o a instancia del solicitante, para que 

la cumpla en sus propios términos. Si el requerimiento fuera desatendido, la 

Administración Pública podrá acordar la imposición de multas coercitivas por el 

importe que determine la normativa autonómica, o la disposición adicional décima, 

según proceda. 

3.- La cuantía de las multas coercitivas a que hace referencia el apartado anterior se 

calculará atendiendo al interés público de la pretensión ejercitada. 

ARTÍCULO 22. Acción popular en asuntos medioambientales. 

Los actos y, en su caso, las omisiones imputables a las autoridades públicas que vulneren 

las normas relacionadas con el medio ambiente enumeradas en el artículo 18.1 podrán 

ser recurridas por cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que reúnan los 

requisitos establecidos en el artículo 23 a través de los procedimientos de recurso 

regulados en el Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 

de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como 

a través del recurso contencioso-administrativo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de 

julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

Se exceptúan los actos y omisiones imputables a las autoridades públicas enumeradas 

en el artículo 2.4.2. 

ARTÍCULO 23. Legitimación. 

1.- Están legitimadas para ejercer la acción popular regulada en el artículo 22 cualesquiera 

personas jurídicas sin ánimo de lucro que acrediten el cumplimiento de los siguientes 

requisitos: 

a) Que tengan entre los fines acreditados en sus estatutos la protección del medio 

ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular. 

b) Que se hubieran constituido legalmente al menos dos años antes del ejercicio de 

la acción y que vengan ejerciendo de modo activo las actividades necesarias para 

alcanzar los fines previstos en sus estatutos. 

c) Que según sus estatutos desarrollen su actividad en un ámbito territorial que 

resulte afectado por la actuación, o en su caso, omisión administrativa. 
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2.- Las personas jurídicas sin ánimo de lucro a las que se refiere el apartado anterior 

tendrán derecho a la asistencia jurídica gratuita en los términos previstos en la Ley 

1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Disposición adicional primera. Tasa por suministro de información ambiental para la 

Administración General del Estado y sus Organismos Públicos. 

1.- Se crea la tasa por el suministro de información ambiental que se regirá por la 

presente Ley y por las demás fuentes normativas que para las tasas se establecen 

en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 

2.- Constituye el hecho imponible de la tasa la reproducción y envío de documentos por 

la Administración General del Estado o por sus Organismos Públicos, en cualquier 

soporte material, con información ambiental disponible en fondos documentales de 

la Administración General del Estado, cuando la solicitud de dicha actividad no sea 

voluntaria o no se preste o realice por el sector privado. 

No estarán sujetos a la tasa el examen in situ de la información solicitada y el acceso 

a cualquier lista o registro creado y mantenido en los términos previstos en el artículo 

5.3.c) de esta Ley. 

3.- La tasa se devengará en el momento de la solicitud del suministro de la información 

ambiental, la cual no se tramitará hasta tanto no se haya acreditado el abono que 

resultare exigible. 

Cuando en el momento de la solicitud la cuantía exigible no pueda determinarse, 

se exigirá un depósito previo que tendrá carácter estimativo a reserva de la liquidación 

que se practique, sin perjuicio de la devolución del depósito constituido en los 

supuestos previstos en el apartado siguiente. 

4.- Procederá la devolución del importe de la tasa o del depósito previo constituido, 

cuando no se realice el hecho imponible por causas no imputables al sujeto pasivo. 

5.- Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas así como las entidades 

a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria, que soliciten el suministro de la información ambiental que constituye 

el hecho imponible. 

6.- Exenciones. 

a) Exenciones subjetivas. 

Estarán exentos del pago de la tasa los suministros de información ambiental 

realizados entre entidades y órganos pertenecientes a la Administración General 

del Estado, así como los efectuados a entidades y órganos de otras Administraciones 

Públicas, excepción hecha de las entidades que integran la Administración 

corporativa. 

b) Exenciones objetivas. 
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Estarán exentos del pago de la tasa: 

1.º Las entregas de copias de menos de 20 páginas de formato DIN A4. 

2.º El envío de información por vía telemática. 

7.- Cuantías. 

a) Se consideran elementos de cuantificación del importe de la tasa los siguientes: 

1.º El coste de los materiales utilizados como soporte de la información a suministrar. 

2.º El coste del envío de la información solicitada. 

b) El establecimiento y modificación de las cuantías resultantes de la aplicación de 

los elementos de cuantificación anteriores podrá efectuarse mediante Orden 

Ministerial que deberá ir acompañada de una Memoria económico-financiera en 

los términos previstos en el artículo 20.1 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 

Tasas y Precios Públicos. 

8.- El pago de la tasa se realizará mediante ingreso en efectivo en entidad de depósito 

autorizada por el Ministerio de Economía y Hacienda, siéndole aplicable lo dispuesto 

en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 

29 de julio. 

La gestión de la tasa en período voluntario se llevará a cabo por los órganos que 

determine la normativa reglamentaria que se dicte en desarrollo de la presente Ley. 

Disposición adicional segunda. Tasa por suministro de información ambiental para 

la Administración Local. 

Las Entidades Locales podrán establecer tasas por el suministro de información 

ambiental, que se regirán por lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2004, 

de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de 

las Haciendas Locales, y, en lo que se refiere a su hecho imponible y supuestos de 

no sujeción y exención, por lo previsto en la disposición adicional primera de esta 

Ley. Todo ello sin perjuicio de las de los regímenes financieros forales de los Territorios 

Históricos del País Vasco y Navarra. 

Disposición adicional tercera. Precios privados. 

1.- Cuando las autoridades públicas divulguen información ambiental a título comercial 

se podrá percibir un precio conforme a valores de mercado, siempre que ello sea 

necesario para asegurar la continuidad de los trabajos de recopilación y publicación 

de dicha información. 

2.- Tales precios podrán ser igualmente percibidos por Entidades u Organismos públicos 

que actúen según normas de derecho privado al amparo de lo previsto en el artículo 

2.c) de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 

Disposición adicional cuarta. Procedimiento aplicable a la Administración General del 

Estado. 
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La Administración General del Estado podrá reservarse la facultad de resolver las 

solicitudes de información ambiental que reciban las autoridades públicas a las que se 

refiere el artículo 2.4.2 cuando tales personas asuman responsabilidades públicas, ejerzan 

funciones públicas o presten servicios públicos relacionados con el medio ambiente bajo 

su autoridad. 

Disposición adicional quinta. Planes y programas relacionados con el medio ambiente 

de competencia de la Administración General del Estado. 

La elaboración, modificación y revisión de los planes y programas previstos en el artículo 

17 de la presente Ley que sean competencia de la Administración General del Estado o 

de sus organismos públicos se someterán en su tramitación al procedimiento regulado 

por la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados 

planes y programas en el medio ambiente. 

Disposición adicional sexta. Colaboración interadministrativa. 

El Gobierno, en el marco de los programas del Ministerio de Administraciones Públicas 

para el fomento de las tecnologías de información y comunicación, propondrá en el plazo 

de seis meses fórmulas de colaboración entre administraciones que faciliten la aplicación 

de la Ley. 

Disposición adicional séptima. Convenio de colaboración para la constitución de puntos 

de información digitalizada. 

A fin de cumplir con las obligaciones en materia de información ambiental establecidas 

en esta Ley, la Administración General del Estado podrá promover la celebración de 

convenios de colaboración con el sector empresarial y con otras organizaciones para 

establecer puntos de información digitalizada. 

Disposición adicional octava. Información sobre la aplicación de la Ley en materia de 

acceso a la información ambiental. 

Las Administraciones Públicas elaborarán y publicarán información periódica de carácter 

estadístico sobre las solicitudes de información ambiental recibidas, así como información 

sobre la experiencia adquirida en la aplicación de esta Ley, garantizando en todo caso 

la confidencialidad de los solicitantes. 

Para este cometido, así como para el adecuado cumplimiento de las obligaciones 

internacionales del Estado, las diferentes Administraciones Públicas colaborarán e 

intercambiarán la información que resulte necesaria. 

Disposición adicional novena. Registros telemáticos. 

Los registros telemáticos de la Administración General del Estado deberán incluir entre 

sus procedimientos telemáticos los relativos a la resolución de solicitudes de información 

ambiental. 

Disposición adicional décima. Reclamaciones administrativas planteadas ante la 

Administración General del Estado al amparo del artículo 21. 
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1.- La Administración General del Estado deberá dictar y notificar la resolución 

correspondiente a la reclamación a la que se refiere el artículo 21 en el plazo máximo 

de tres meses. 

2.- En el ámbito de la Administración General del Estado, el importe de las multas 

coercitivas a las que se refiere el artículo 21 no excederá de 6.000 euros por cada 

día que transcurra sin cumplir. 

Disposición adicional undécima. Plan de formación en el marco de la Administración 

General del Estado. 

La Administración General del Estado pondrá en marcha, en un plazo de seis meses 

desde la entrada en vigor de esta Ley, un Plan de Formación específico tendente a 

sensibilizar al personal a su servicio respecto de los derechos y las obligaciones previstos 

en esta Ley. 

Disposición adicional duodécima. Difusión de información ambiental por operadores 

económicos. 

Las Administraciones Públicas promoverán que los operadores económicos, cuando no 

estén legalmente obligados a ello, informen periódicamente al público sobre aquellas 

de sus actividades o productos que tengan o puedan tener efectos significativos sobre 

el medio ambiente. 

Disposición transitoria única. Difusión de la información ambiental disponible en soporte 

electrónico, en fecha previa a la entrada en vigor de la presente Ley. 

La información a la que se refiere el artículo 7 deberá incluir los datos recogidos desde 

el 14 de febrero de 2003. Los datos anteriores a dicha fecha sólo se incluirán cuando 

ya existieran en forma electrónica. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Queda derogada la Ley 38/1995, de 12 de diciembre, sobre el derecho de acceso a la 

información en materia de medio ambiente, así como cuantas disposiciones de igual o 

inferior rango contradigan o se opongan a lo dispuesto en esta Ley. 

Disposiciones Finales. 

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 

de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental. 

El Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de Impacto 

Ambiental, se modifica en los siguientes términos: 

Uno. Se introduce un nuevo artículo 1 bis: 

«Artículo 1. Bis. 

A los efectos de lo previsto en esta Ley se entenderá por: 

1.- Público: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, organizaciones 

y grupos constituidos con arreglo a la normativa que les sea de aplicación. 
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2.- Personas interesadas: 

a) Todos aquellos en quienes concurran cualquiera de las circunstancias previstas en 

el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

b) Cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que cumplan los siguientes 

requisitos: 

1.º Que tenga entre los fines acreditados en sus estatutos la protección del medio 

ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular, y que tales 

fines puedan resultar afectados por el procedimiento de evaluación de impacto 

ambiental. 

2.º Que lleve dos años legalmente constituida y venga ejerciendo de modo activo 

las actividades necesarias para alcanzar los fines previstos en sus estatutos. 

3.º Que según sus estatutos desarrolle su actividad en un ámbito territorial que 

resulte afectado por el proyecto que deba someterse a evaluación de impacto 

ambiental.» 

Dos. El artículo 3 queda redactado del siguiente modo: 

«Artículo 3. 

1.- Las Administraciones Públicas promoverán y asegurarán la participación de las personas 

interesadas en la tramitación de los procedimientos de autorización de proyectos 

que deban someterse a evaluación de impacto ambiental y adoptarán las medidas 

previstas en este Real Decreto legislativo para garantizar que tal participación sea 

real y efectiva. 

A tal efecto, el órgano sustantivo someterá el estudio de impacto ambiental al que 

se refiere el artículo 2 dentro del procedimiento aplicable para la autorización o 

realización del proyecto al que corresponda, y conjuntamente con éste, al trámite 

de información pública y demás informes que en el mismo se establezcan. Dicho 

trámite se evacuará en aquellas fases del procedimiento en las que estén aún abiertas 

todas las opciones relativas a la determinación del contenido, la extensión y la 

definición del proyecto sujeto a autorización y sometido a evaluación de impacto y 

tendrá una duración no inferior a 30 días. 

Este trámite de información pública también deberá ser evacuado por el órgano 

sustantivo en relación con los proyectos que requieran la Autorización Ambiental 

Integrada según lo dispuesto en la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control 

Integrados de la Contaminación. 

2.- Durante la evacuación del trámite de información pública, el órgano sustantivo 

informará al público de los aspectos relevantes relacionados con el procedimiento 

de autorización del proyecto y, en concreto de los siguientes aspectos: 

a) La solicitud de autorización del proyecto. 
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b) El hecho de que el proyecto está sujeto a un procedimiento de evaluación de 

impacto ambiental, así como de que, en su caso, puede resultar de aplicación lo 

previsto en el artículo 6 en materia de consultas transfronterizas. 

c) Identificación del órgano competente para resolver el procedimiento, de aquellos 

de los que pueda obtenerse información pertinente y de aquellos a los que puedan 

presentarse observaciones, alegaciones y consultas, así como del plazo disponible 

para su presentación. 

d) Naturaleza de las decisiones o, en su caso, de los borradores o proyecto de 

decisiones que se vayan a adoptar. 

e) Indicación de la disponibilidad de la información recogida con arreglo al artículo 

2 de esta Ley y de la fecha y lugar o lugares en los que se pondrá a disposición 

del público tal información. 

f) Identificación de las modalidades de participación. 

3.- Simultáneamente, el órgano sustantivo consultará a las Administraciones públicas 

afectadas que hubiesen sido previamente consultadas en relación con la definición 

de la amplitud y el nivel de detalle del estudio de impacto ambiental y les proporcionará 

la siguiente información, la cual, además, será puesta a disposición de las personas 

interesadas: 

a) Toda información recogida en virtud del artículo 2 de este Real Decreto Legislativo. 

b) Toda la documentación relevante recibida por el órgano sustantivo con anterioridad 

a la evacuación del trámite de información pública. 

El órgano sustantivo informará a las personas interesadas y a las Administraciones 

públicas afectadas del derecho a participar en el correspondiente procedimiento y 

del momento en que pueden ejercitar tal derecho. La notificación indicará la autoridad 

competente a la que se deben remitir las observaciones y alegaciones en que se 

concrete tal participación y el plazo en el que deberán ser remitidas. Dicho plazo 

no será inferior a 30 días. 

4.- Asimismo, el órgano sustantivo pondrá a disposición de las personas interesadas y 

de las administraciones públicas afectadas aquella otra información distinta de la 

prevista en el apartado 3 que sólo pueda obtenerse una vez expirado el trámite de 

información pública y que resulte relevante a los efectos de la decisión sobre la 

ejecución del proyecto. 

5.- Los resultados de las consultas y de la información pública deberán tomarse en 

consideración por el promotor en su proyecto, así como por el órgano sustantivo en 

la autorización del mismo.» 

Tres. El artículo 6 queda redactado del siguiente modo: 

«Artículo 6. 

1.- Cuando se considere que la ejecución de un proyecto pueda tener efectos significativos 

sobre el medio ambiente de otro Estado miembro de la Unión Europea, o cuando un 
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Estado miembro que pueda verse significativamente afectado lo solicite, el órgano 

ambiental que deba formular la declaración de impacto ambiental, a través del 

Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, comunicará a dicho Estado la 

posibilidad de abrir un periodo de consultas bilaterales para estudiar tales efectos, 

así como las medidas que, en su caso, puedan acordarse para suprimirlos o reducirlos. 

Con tal finalidad, se facilitará al Estado miembro en cuestión una descripción del 

proyecto, junto con toda la información relevante sobre sus posibles efectos 

transfronterizos y demás información derivada de la tramitación del procedimiento 

con anterioridad a la autorización del proyecto. 

2.- Si el Estado miembro manifestara su voluntad de abrir dicho periodo de consultas, 

el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, previa consulta al órgano 

ambiental que deba formular la declaración de impacto ambiental, negociará con 

las autoridades competentes de dicho Estado el calendario razonable de reuniones 

y trámites a que deberán ajustarse las consultas y las medidas que deban ser adoptadas 

para garantizar que las autoridades ambientales y las personas interesadas de dicho 

Estado, en la medida en la que pueda resultar significativamente afectado, tengan 

ocasión de manifestar su opinión sobre el proyecto con anterioridad a su autorización. 

3.- La delegación del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación responsable de 

la negociación incluirá, al menos, un representante de la administración pública 

competente para la autorización del proyecto, así como del órgano ambiental 

correspondiente, y en cualquier caso una representación de la administración 

autonómica en cuyo territorio vaya a ejecutarse dicho proyecto. 

4.- El procedimiento de consulta transfronteriza se iniciará mediante comunicación del 

órgano de la administración pública competente para la autorización del proyecto 

dirigida al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, acompañada de la 

documentación a la que se refiere el apartado 1. Igualmente se acompañará una 

memoria sucinta elaborada por el promotor en la que se expondrá de manera motivada 

los fundamentos de hecho y de derecho que justifican la necesidad de poner en 

conocimiento de otro Estado miembro el proyecto de que se trate. En la comunicación 

se identificará a los representantes de las administraciones públicas que, en su caso, 

hayan de integrarse en la delegación del citado Ministerio. 

5.- Si la apertura del periodo de consultas transfronterizas hubiera sido promovida por 

la autoridad del Estado miembro susceptible de ser afectado por la ejecución del 

proyecto, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación lo pondrá en conocimiento 

de la administración pública competente para la autorización del proyecto y le 

solicitará la remisión de la documentación a que se refiere el apartado anterior, a 

fin de iniciar el procedimiento de consulta transfronteriza. 

6.- Los plazos previstos en la normativa reguladora del procedimiento de autorización 

del proyecto quedarán suspendidos hasta que concluya el procedimiento de consultas 

transfronterizas. 
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7.- Cuando un Estado miembro de la Unión Europea comunique que en su territorio está 

prevista la ejecución de un proyecto que puede tener efectos significativos sobre 

el medio ambiente en el Estado español, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 

Cooperación lo pondrá en conocimiento del Ministerio de Medio Ambiente, el cual, 

con la participación de los órganos ambientales de las comunidades autónomas 

afectadas, actuará como órgano ambiental en las consultas bilaterales que se hagan 

para estudiar tales efectos, así como las medidas que, en su caso, puedan acordarse 

para suprimirlos o reducirlos. 

El órgano ambiental garantizará que las Administraciones públicas afectadas y las 

personas interesadas son consultadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 

3. A estos efectos, definirá los términos en los que se evacuará el trámite de consultas 

en colaboración con los órganos competentes de las comunidades autónomas afectadas 

por la ejecución del proyecto promovido por otro Estado miembro de la Unión 

Europea.» 

Cuatro. La disposición adicional primera queda redactada de la siguiente manera: 

«Disposición adicional primera. El presente Real Decreto Legislativo no será de aplicación 

a los proyectos relacionados con los objetivos de la Defensa Nacional cuando tal aplicación 

pudiera tener repercusiones negativas sobre tales necesidades. Tampoco será de aplicación 

a los proyectos aprobados específicamente por una Ley del Estado.» 

Cinco. La disposición adicional segunda queda redactada de la siguiente manera: 

«Disposición adicional segunda. El Consejo de Ministros, en el ámbito de la Administración 

General del Estado y el órgano que determine la legislación de cada Comunidad Autónoma 

en sus respectivos ámbitos de competencias, podrán, en supuestos excepcionales y 

mediante acuerdo motivado, excluir a un proyecto determinado del trámite de evaluación 

de impacto. En tales casos, se examinará la conveniencia de someter el proyecto excluido 

a otra forma de evaluación. El acuerdo de exclusión y los motivos que lo justifican se 

publicarán en el BOE o en el diario oficial correspondiente y se pondrá a disposición de 

las personas interesadas la siguiente información: 

a) La decisión de exclusión y los motivos que la justifican. 

b) La información relativa al examen sobre las formas alternativas de evaluación del 

proyecto excluido.» 

Seis. Se añade un nuevo apartado e) en el grupo 9 «Otros proyectos» del anexo I con 

el siguiente contenido: 

«e) Cualquier modificación o extensión de un proyecto consignado en el presente anexo, 

cuando dicha modificación o extensión cumple, por sí sola, los posibles umbrales 

establecidos en el presente anexo.» 

Siete. Se añade un nuevo apartado 4.º en el apartado a) del grupo 3 «industria extractiva» 

del anexo II con el siguiente contenido: 

«4.º Perforaciones petrolíferas.» 
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Ocho. El apartado k) del grupo 9 del anexo II queda redactado como sigue:
 

«k) Cualquier cambio o ampliación de los proyectos que figuran en los anexos I y II, ya
 

autorizados, ejecutados o en proceso de ejecución (modificación o extensión no recogidas
 

en el anexo I) que puedan tener efectos adversos significativos sobre el medio ambiente,
 

es decir, cuando se produzca alguna de las incidencias siguientes: 
  

1.ª Incremento significativo de las emisiones a la atmósfera.
 

2.ª Incremento significativo de los vertidos a cauces públicos o al litoral.
 

3.ª Incremento significativo de la generación de residuos.
 

4.ª Incremento significativo en la utilización de recursos naturales.
 

5.ª Afección a áreas de especial protección designadas en aplicación de las Directivas
 

79/409/CEE y 92/43/CEE o a humedales incluidos en la lista del Convenio Ramsar.» 

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 16/2002, de 1 de julio, sobre Prevención
 

y Control Integrados de la Contaminación.
 

La Ley 16/2002, de 1 de julio, sobre Prevención y Control Integrados de la Contaminación,
 

se modifica en los siguientes términos:
 

Uno. Se añaden las siguientes definiciones al artículo 3:
 

«o) Público: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, organizaciones
 

y grupos constituidos con arreglo a la normativa que les sea de aplicación. 

p) Personas interesadas: 

a) Todos aquellos en quienes concurran cualquiera de las circunstancias previstas en el 

artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

b) Cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que cumplan los siguientes requisitos: 

1.º Que tenga entre los fines acreditados en sus estatutos la protección del medio 

ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular, y que tales fines 

puedan resultar afectados por la toma de una decisión sobre la concesión o actualización 

de la Autorización Ambiental Integrada o de sus condiciones. 

2.º Que lleve dos años legalmente constituida y venga ejerciendo de modo activo las 

actividades necesarias para alcanzar los fines previstos en sus estatutos. 

3.º Que según sus estatutos desarrolle su actividad en un ámbito territorial que resulte 

afectado por la instalación para la que se solicita la autorización ambiental integrada.» 

Dos. El artículo 14 queda redactado del siguiente modo:
 

«Artículo 14. Tramitación.
 

En todos aquellos aspectos no regulados en esta Ley, el procedimiento para otorgar la
 

autorización ambiental integrada se ajustará a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
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Administrativo Común. 

Las Administraciones Públicas promoverán la participación real y efectiva de las personas 

interesadas en los procedimientos para la concesión de la Autorización Ambiental 

Integrada de nuevas instalaciones o aquellas que realicen cualquier cambio sustancial 

en la instalación y en los procedimientos para la renovación o modificación de la 

Autorización Ambiental Integrada de una instalación con arreglo a lo dispuesto en los 

artículos 25 y 26. 

Las Administraciones Públicas garantizarán que la participación a la que se refiere el 

apartado anterior tenga lugar desde las fases iniciales de los respectivos procedimientos. 

A tal efecto, serán aplicables a tales procedimientos las previsiones en materia de 

participación establecidas en el Anejo 5.» 

Tres. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 23: 

«4.- Las Comunidades Autónomas harán públicas las resoluciones administrativas mediante 

las que se hubieran otorgado o modificado las autorizaciones ambientales integradas 

y pondrán a disposición del público la siguiente información: 

a) El contenido de la decisión, incluidas una copia de la Autorización Ambiental 

Integrada y de cualesquiera condiciones y actualizaciones posteriores. 

b) Una memoria en la que se recojan los principales motivos y consideraciones en 

los que se basa la resolución administrativa, con indicación de los motivos y 

consideraciones en los que se basa tal decisión, incluyendo la información relativa 

al proceso de participación pública.» 

Cuatro. El artículo 27 queda redactado del siguiente modo: 

«Artículo 27. Actividades con efectos transfronterizos. 

1.- Cuando se estime que el funcionamiento de la instalación para la que se solicita la 

autorización ambiental integrada pudiera tener efectos negativos significativos sobre 

el medio ambiente de otro Estado miembro de la Unión Europea, o cuando un Estado 

miembro que pueda verse significativamente afectado lo solicite, el órgano competente 

de la Comunidad Autónoma, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 

Cooperación, comunicará a dicho Estado la posibilidad de abrir un periodo de consultas 

bilaterales para estudiar tales efectos, así como las medidas que, en su caso, puedan 

acordarse para suprimirlos o reducirlos. Con tal finalidad y con anterioridad a la 

resolución de la solicitud, se facilitará al Estado miembro en cuestión una copia de 

la solicitud y cuanta información resulte relevante con arreglo a lo establecido en 

el anejo 5. 

2.- Si el Estado miembro manifestara su voluntad de abrir dicho periodo de consultas, 

el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, previa consulta al órgano 

competente de la Comunidad Autónoma, negociará con las autoridades competentes 

de dicho Estado el calendario razonable de reuniones y trámites a que deberán 

ajustarse las consultas y las medidas que deban ser adoptadas para garantizar que 

las autoridades ambientales y las personas interesadas de dicho Estado, en la medida 
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en la que pueda resultar significativamente afectado, tengan ocasión de manifestar su 

opinión sobre la instalación para la que se solicita la autorización ambiental integrada. 

3.- La delegación del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación responsable de 

la negociación incluirá, al menos, un representante de la Comunidad Autónoma 

competente para resolver la solicitud de autorización. 

4.- El procedimiento de consulta transfronteriza se iniciará mediante comunicación del 

órgano competente de la Comunidad Autónoma dirigida al Ministerio de Asuntos 

Exteriores y de Cooperación, acompañada de la documentación a la que se refiere 

el apartado 1. Igualmente se acompañará una memoria sucinta en la que se expondrá 

de manera motivada los fundamentos de hecho y de derecho que justifican la 

necesidad de poner en conocimiento de otro Estado miembro la solicitud de autorización 

ambiental de que se trate y en la que se identifiquen los representantes de la 

Comunidad Autónoma competente que, en su caso, hayan de integrarse en la 

delegación del citado ministerio. 

5.- Si la apertura del periodo de consultas transfronterizas hubiera sido promovida por 

la autoridad del Estado miembro susceptible de ser afectado por el funcionamiento 

de la instalación para la que se solicita la autorización ambiental integrada, el 

Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación lo pondrá en conocimiento del 

órgano competente de la Comunidad Autónoma y le solicitará la remisión de la 

documentación a que se refiere el apartado anterior, a fin de iniciar el procedimiento 

de consulta transfronteriza. 

6.- Los plazos previstos en la normativa reguladora del procedimiento de concesión de 

la autorización ambiental integrada quedarán suspendidos hasta que concluya el 

procedimiento de consultas transfronterizas. Los resultados de las consultas deberán 

ser tenidos debidamente en cuenta por el órgano competente de la Comunidad 

Autónoma a la hora de resolver la solicitud de autorización ambiental integrada, la 

cual será formalmente comunicada por el Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación 

a las autoridades del Estado Miembro que hubieran participado en las consultas 

transfronterizas. 

7.- Cuando un Estado miembro de la Unión Europea comunique que en su territorio se 

ha solicitado una autorización ambiental integrada para una instalación cuyo 

funcionamiento puede tener efectos negativos significativos sobre el medio ambiente 

en el Estado español, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación lo pondrá 

en conocimiento del Ministerio de Medio Ambiente, el cual, con la participación de 

los órganos competentes de las Comunidades Autónomas afectadas, actuará como 

órgano ambiental en las consultas bilaterales que se hagan para estudiar tales efectos, 

así como las medidas que, en su caso, puedan acordarse para suprimirlos o reducirlos. 

El Ministerio de Medio Ambiente garantizará que las Administraciones públicas 

afectadas y las personas interesadas son consultados de acuerdo con lo establecido 

en el artículo 14 y en el Anejo V. A estos efectos, definirá los términos en los que 
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se evacuará el trámite de consultas en colaboración con los órganos competentes 

de las comunidades autónomas afectadas por la instalación para la que se solicita 

la autorización ambiental integrada en otro Estado miembro de la Unión Europea.» 

Cinco. La disposición transitoria segunda queda redactada del siguiente modo: 

«Disposición Transitoria segunda. A los procedimientos de autorización ya iniciados antes 

de la entrada en vigor de esta Ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por 

la legislación aplicable, en los términos establecidos en el artículo 3.d). 

En estos casos, y sin perjuicio del régimen previsto en esta Ley para las modificaciones 

sustanciales, una vez otorgada las autorizaciones serán renovadas en los plazos previstos 

en la legislación sectorial aplicable y en todo caso, al cabo de cinco años, cumpliendo 

con lo establecido en esta Ley para las instalaciones existentes.» 

Seis. Las categorías 4.1 y 9.3 del anejo 1 quedan redactadas del siguiente modo: 

«Categoría 4.1:Instalaciones químicas para la fabricación de productos químicos orgánicos 

de base, en particular: 

b) hidrocarburos oxigenados, tales como alcoholes, aldehídos, cetonas, ácidos orgánicos, 

ésteres, acetatos, éteres, peróxidos, resinas epóxi; 

Categoría 9.3:Instalaciones destinadas a la cría intensiva de aves de corral o de cerdos 

que dispongan de más de: 

a) 40.000 plazas si se trata de gallinas ponedoras o del número equivalente para otras 

orientaciones productivas de aves. 

b) 2.000 plazas para cerdos de cebo de más de 30 kg. 

c) 2.500 plazas para cerdos de cebo de más de 20 kg. 

750 plazas para cerdas reproductoras. 

530 plazas para cerdas en ciclo cerrado. 

d) En el caso de explotaciones mixtas, en las que coexistan animales de los apartados 

b) y c) de esta Categoría 9.3, el número de animales para determinar la inclusión de 

la instalación en este Anejo se determinará de acuerdo con las equivalencias en 

Unidad Ganadera Mayor (UGM) de los distintos tipos de ganado porcino, recogidas en 

el Anexo I del Real Decreto 324/2000, de 3 de marzo, por el que se establecen normas 

básicas de ordenación de las explotaciones porcinas.» 

Siete. Se añade un nuevo anejo 5: 

«Anejo 5 

Participación del público en la toma de decisiones. 

1.- El órgano competente de la Comunidad Autónoma informará al público en aquellas 

fases iniciales del procedimiento, siempre previas a la toma de una decisión o, como 

muy tarde, en cuanto sea razonablemente posible facilitar la información sobre los 

siguientes extremos: 
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a) La solicitud de la Autorización Ambiental Integrada o, en su caso, de la renovación 

o modificación del contenido de aquella, de conformidad con lo dispuesto en el 

apartado 4 del artículo 16. 

b) En su caso, el hecho de que la resolución de la solicitud está sujeta a una evaluación 

de impacto ambiental, nacional o transfronteriza, o a consultas entre los Estados 

miembros de conformidad con lo previsto en el artículo 27. 

c) La identificación de los órganos competentes para resolver, de aquellos de los que 

pueda obtenerse información pertinente y de aquellos a los que puedan remitirse

 observaciones o formularse preguntas, con expresa indicación del plazo del que 

se dispone para ello. 

d) La naturaleza jurídica de la resolución de la solicitud o, en su caso, de la propuesta 

de resolución. 

e) En su caso, los detalles relativos a la renovación o modificación de la Autorización 

Ambiental Integrada. 

f) Las fechas y el lugar o lugares en los que se facilitará la información pertinente, 

así como los medios empleados para ello. 

g) Las modalidades de participación del público y de consulta al público definidas 

con arreglo al apartado 5. 

2.- Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas asegurarán que, dentro de 

unos plazos adecuados, se pongan a disposición de las personas interesadas los 

siguientes datos: 

a) De conformidad con la legislación nacional, los principales informes y dictámenes 

remitidos a la autoridad o autoridades competentes en el momento en que deba 

informarse a las personas interesadas conforme a lo previsto en el apartado 1. 

b) De conformidad con lo dispuesto en la legislación reguladora de los derechos de 

acceso a la información y de participación pública en materia de medio ambiente, 

toda información distinta a la referida en el punto 1 que resulte pertinente para 

la resolver la solicitud, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8, y que sólo 

pueda obtenerse una vez expirado el período de información a las personas 

interesadas regulado en el apartado 1. 

3.- Las personas interesadas tendrán derecho a poner de manifiesto al órgano competente 

cuantas observaciones y opiniones considere oportunas antes de que se resuelva la 

solicitud. 

4.- Los resultados de las consultas celebradas con arreglo al presente anexo deberán 

ser tenidos en cuenta debidamente por el órgano competente a la hora de resolver 

la solicitud. 

5.- El órgano competente de la Comunidad Autónoma para otorgar la autorización 

ambiental integrada determinará las modalidades de información al público y de 

consulta a las personas interesadas. En todo caso, se establecerán plazos razonables 
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para las distintas fases que concedan tiempo suficiente para informar al público y para 

que las personas interesadas se preparen y participen efectivamente en el proceso 

de toma de decisiones sobre medio ambiente con arreglo a lo dispuesto en el presente 

anexo.» 

Disposición final tercera. Título Competencial. 

Esta Ley tiene carácter de legislación básica al amparo de lo dispuesto en el artículo 

149.1.23.ª de la Constitución. Se exceptúan de lo anterior los siguientes artículos: 

1.- El artículo 19 y las disposiciones adicionales tercera, cuarta, quinta, séptima y octava, 

que serán únicamente de aplicación a la Administración General del Estado y sus 

Organismos Públicos. 

2. El artículo 15 y las disposiciones adicionales primera y segunda, que se dictan al-

amparo del artículo 149.1.14.ª de la Constitución. 

3.- Las disposiciones de los artículos 20 a 23, que en lo relativo a recursos en vía 

administrativa se dictan al amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución y en 

lo relativo a recursos en vía contencioso-administrativa al amparo del artículo 

149.1.6.ª de la Constitución. 

Disposición final cuarta. Incorporación de derecho de la Unión Europea. 

Por medio de la presente Ley se desarrollan determinados derechos y obligaciones 

reconocidos en el Convenio sobre acceso a la información, la participación del público 

en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, hecho 

en Aarhus, Dinamarca, el 25 de junio de 1998; y se adapta el ordenamiento jurídico 

vigente a las disposiciones contenidas en la Directiva 2003/4/CE, del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 28 de enero de 2003, relativa al acceso del público a la información 

ambiental y en la Directiva 2003/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 

de mayo de 2003, por la que se establecen medidas para la participación del público 

en la elaboración de determinados planes y programas relacionados con el medio ambiente 

y por la que se modifican, en lo que se refiere a la participación del público y el acceso 

a la justicia, las Directivas 85/337/CEE y 96/61/CE del Consejo. 

Disposición final quinta. Texto refundido de evaluación de impacto ambiental. 

El Gobierno elaborará y aprobará en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor 

de esta Ley un texto refundido en el que se regularice, aclare y armonice las disposiciones 

legales vigentes en materia de evaluación de impacto ambiental.  

Disposición final sexta. Desarrollo reglamentario del artículo 16 en el ámbito de la 

Administración General del Estado. 

El Gobierno, en el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, 

aprobará un reglamento que desarrolle los contenidos regulados en los artículos 16, 

relativos a la participación del público en los procedimientos de elaboración de normas 

que versen sobre las materias a las que se refiere el artículo 18 y que sean competencia 

de la Administración General del Estado. 
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Disposición final séptima. Autorización de desarrollo. 

El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, dictará cuantas disposiciones sean 

necesarias para la ejecución y desarrollo de lo establecido en esta Ley. 

Disposición final octava. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado» , salvo el título IV y la disposición adicional primera que entrarán 

en vigor tres meses después de dicha publicación. 

Por tanto, mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan 

guardar esta Ley. 

ANEXO 

Organizaciones no gubernamentales que integran el consejo asesor de medio ambiente
 

Amigos de la Tierra.
 

Ecologistas en Acción.
 

Greenpeace España.
 

Sociedad Española de Ornitología SEO/Birdlife.
 

WWF/Asociación de Defensa de la Naturaleza (ADENA).
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ía Breve bibliografía sobre información ambiental* 

(ORDENACIÓN CRONOLÓGICA) 

Monografías 

· El acceso a la información ambiental en el Convenio de Aarhus: guía para las autoridades 
públicas de Cantabria [en línea]. Cantabria: Consejería de Medio Ambiente, 2006. 
[ c o n s u l t a :  s e p t i e m b r e  2 0 0 6 ] .  3 0  p .  
http://www.medioambientecantabria.com/colec_manuales/ampliar.php?Id_conteni 
do=13806 

· Derecho al conocimiento y acceso a la información en las políticas de medio ambiente. 
Magariños, Antonio (coord.). Madrid: Instituto Nacional de la Administración Pública, 
2005. 340 p. Estudios. ISBN 84-7351-246-4 

· ZAPATERO LOURINHO, Angélica Sara. Manual de información y documentación ambiental. 
Madrid: Fragua, 2004 [i.e. 2005]. 320 p. Fragua Comunicación; 9. ISBN 84-7074-161-6 

· ALONSO CIDAD, Carlos; DORESTE HERNÁNDEZ, Jaime; SALAZAR ORTUÑO, Eduardo. El 
derecho de acceso a la información ambiental. Guía práctica. Madrid: Ecologistas en 
Acción – Coordinadora Ecologistas Popular El Rincón, 2004. 20 p. ISBN 84-931554-5-4 

· Programa de Formación Ambiental. Aula Abierta. Información y Documentación 
Ambiental, Valsaín (Segovia): CENEAM, 2004 

· DORESTE HERNÁNDEZ, Jaime; GONZÁLEZ MARTÍNEZ, Ignacio; SANCHOS MORENO, Fe. 
El acceso a la información ambiental: guía práctica. Madrid: Ecologistas en Acción, 
[2003]. 35 p. Cuadernos de Ecologistas en acción; 6. 

· SANCHIS MORENO, Fe. Buenas prácticas en el acceso a la información ambiental: guía 
para las administraciones públicas. La Navata (Madrid): TERRA, Centro para la Política 
Ambiental, [1999]. 70 p. ISBN 84-923776-2-3 

· IV Congreso Nacional del Medio Ambiente: Libro Blanco de los Sistemas de Información 
ambiental en España, Madrid, del 23 al 27 de noviembre de 1998. Madrid: Colegio 
Oficial de Físicos, 1998. 348 p. 

· Curso sobre acceso y difusión de información en educación ambiental. Valsaín (Segovia): 
CENEAM, 1998. 

Partes de monografías 

LAZCANO BROTONS, Iñigo. “El derecho de acceso a la información sobre el medio
ambiente en la Directiva 2003/4/CE”. En: GARCÍA URETA, María (coord.). Estudios de 
derecho ambiental europeo. Pamplona-Iruña: LETE, [2005]. p. 105-156. 

Ponencias, comunicaciones, conclusiones grupos de trabajo, etc. 

· ARNELLA GALLEMÍ, Xavier. “¿Cómo hacer comprensible la información ambiental?” [CD-
ROM]. En: VII Congreso Nacional del Medio Ambiente, Madrid, del 22 al 26 de noviembre 
de 2004, Palacio Municipal de Congresos del Campo de las Naciones. Madrid: Fundación 
CONAMA, 2005. ISBN 84-609-4422-0 

· CAMPS I FERNÁNDEZ. Orientación de la información al usuario [CD-ROM]. En: VII Congreso 
Nacional del Medio Ambiente, Madrid, del 22 al 26 de noviembre de 2004, Palacio 
Municipal de Congresos del Campo de las Naciones. Madrid: Fundación CONAMA, 2005. 
ISBN 84-609-4422-0 

· CELMA, Javier. “Nuevos retos en la información ambiental” [CD-ROM]. En: VII Congreso 
Nacional del Medio Ambiente, Madrid, del 22 al 26 de noviembre de 2004, Palacio 
Municipal de Congresos del Campo de las Naciones. Madrid: Fundación CONAMA, 2005. 
ISBN 84-609-4422-0 

· MARTÍN RUIZ, Manuel. Directiva 2003/4 CE [CD-ROM]. En: VII Congreso Nacional del 
Medio Ambiente, Madrid, del 22 al 26 de noviembre de 2004, Palacio Municipal de 
Congresos del Campo de las Naciones. Madrid: Fundación CONAMA, 2005. ISBN 84-609-
4422-0 

· TORREGO GIRALDA, Alicia. “Información ambiental”. En: El desarrollo sostenible en 
España: análisis de los profesionales: conclusiones del VI Congreso Nacional del Medio 
Ambiente, Madrid, del 25 al 29 de noviembre de 2002. Madrid: Colegio Oficial de Físicos, 
2003. P. 225-234 
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ía · TORREGO GIRALDA, Alicia. “Sistemas de información ambiental”. En: IV Congreso 

Nacional del Medio Ambiente, Madrid, del 23 al 27 de noviembre de 1998: grupos de 
trabajo, Vol. 4. Madrid: Colegio Oficial de Físicos, 1998. P. 537-559. 

· ALONSO, Jesús; SANCHÍS MORENO, Fe. “Participación pública y derecho a la información” 
En: III Congreso Nacional del Medio Ambiente: documentos finales: grupos de trabajo, 
Vol. 2, 1996. P. 447-493. 

Artículos y contribuciones en publicaciones seriadas 

· MARTÍNEZ GUTIÉRREZ, Rubén. “El silencio administrativo en el acceso a la información 
en materia ambiental: (comentario a la STJCE de 21 de abril de 2005, asunto C-186/04)”. 
Revista Aranzadi de Derecho Ambiental, 2006, núm. 9, p. 163-175 

· RES CONDESSO, Fernando dos; MORA ALISEDA, Julián, “El acceso a la información 
medioambiental en poder de las administraciones públicas portuguesa y española”. 
Observatorio Medioambiental, 2006, núm. 5, p. 27-41 

· YÁÑEZ DÍAZ, Carlos, “El derecho a la información medioambiental: el Convenio de 
Aarhus y el derecho español”. Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, 2006, 
núm. 224, p. 125-154 

· ITUREN OLIVER, José Alberto. “El derecho de acceso a la información ambiental: notas 
y reflexiones”. Revista Aranzadi de Derecho Ambiental. 2005, núm. 8. p. 101-121. 

· MAGARIÑOS CASAL, María. “Acceso a la información ambiental en España”. Ecosostenible. 
2005, núm. 5, p. 61-80. 

· PÉREZ, Efraín; MAKOWIAK, Jessica. “El derecho de acceso a la información en Europa 
y América Latina: un enfoque constitucional”. Revista Electrónica de Derecho Ambiental 
[en línea]. 2004, núm. 10 http://www.cica.es/aliens/gimadus/10/DERECHOACCESO.htm 
[consulta: septiembre 2006] 

· LANDA, Mónica; PERNAS, Begoña. “El derecho de acceso a la información ambiental”. 
Agricultura: Revista Agropecuaria. 2003, vol 72, núm. 848. p. 98-99. 

· MAESTRE, Josefina. “El ciudadano concienciado y la información ambiental”. Ambienta: 
la revista del Ministerio de Medio Ambiente [en línea]. 2002, núm. 14. p. 3. 
http://www.mma.es/publicacion/ambienta/septiembre2002_14/03_firma14.pdf 
[consulta: septiembre 2006] 

· LEÑERO BOHÓRQUEZ, Rosario. “La libertad de acceso a la información en materia de 
medio ambiente en España: La Ley 38/1995 y su reforma”. Medio Ambiente & Derecho: 
Revista electrónica de derecho ambiental [en línea]. 2001, núm. 6. 
http://www.cica.es/aliens/gimadus/06/libertad.htm [consulta: septiembre 2006] 

· TORRES, Pere. “La información ambiental en la sociedad democrática del conocimiento”. 
Instituciones y Desarrollo [en línea]. 2000, núm. 7. http://www.iigov.org/revista/?p=7_00 
[consulta: septiembre 2006] 

· ZAPATERO LOURINHO, Angélica Sara. “Delimitación del concepto de información 
ambiental y propuestas de cuadro de clasificatorio para las unidades informativas 
especializadas”. Cuadernos de Documentación multimedia [en línea]. 2000, núm. 10, 
p. 639-643. 
http://www.ucm.es/info/multidoc/multidoc/revista/num10/paginas/pdfs/azapater 
o.pdf[consulta: septiembre 2006] 

· BUCETA ALBILLOS, Natividad. “La información ambiental en el nuevo milenio”. Mapping 
[en línea]. 1999, núm. 53. p. 12-16. http://www.mappinginteractivo.com/plantilla-
ante.asp?id_articulo=305 [consulta: septiembre 2006] 

· CASAL FORNOS, Carmen; MAGARIÑOS COMPAIRED, Antonio. “Confrontación entre teoría 
y realidad: problemas de disponibilidad y de acceso a la información sobre medio 
ambiente”. Boletín de la ANABAD. 1999, vol 49, núm. 3-4. p. 665-678. Actas del VII 
Congreso Nacional de Anabad. 

· “Libro blanco de información ambiental”. Física y Sociedad [en línea]. 1998, núm. 9, 
p. 4-5. Especial monográfico IV Congreso Nacional del Medio Ambiente. 
http://www.cofis.es/pdf/fys/fys09_04.pdf [consulta: septiembre 2006] 

· CUEVA, Alejandro de la. “La información ambiental, programas y sistemas de información”. 
Métodos de información (MEI) [en línea]. 1996, vol 3, núm. 10, p. 16-22. 
http://eprints.relis.org/archive/00001457/01/1996-10-16.pdf [consulta: septiembre 
2006] 

* Esta bibliografía se actualizará pemanentemente en la web del Centro de Documentación del Agua y el Medio 
Ambiente del Ayuntamiento de Zaragoza: www.zaragoza.es/agenda21/cda 122 
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· Naciones Unidas 

ONU. Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) 

http://www.unep.org 

· Unión Europea 

Agencia Europea del Medio Ambiente: http://www.eea.eu.int 

Resumen en español: http://local.es.eea.europa.eu/ 

Comisión Europea. Dirección General de Medio Ambiente: 
http://europa.eu.int/comm/environment/index_es.html 

Comisión Europea. Dirección General de Energía y Transporte: 
http://ec.europa.eu./dgs/energy_transport/index_es.html 

· España 

Ministerio de Medio Ambiente: http://www.mma.es 

Ministerio de Industria, Turismo y Comercio – Secretaría General de la Energía: 
http://www.mityc.es/energia
 

Ministerio de Fomento: http://www.fomento.es
 

Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación: http://www.mapa.es
 

· Aragón 

Gobierno de Aragón: http://www.aragob.es

 Departamentos y Organismos Públicos 

> Departamento de Medio Ambiente
 

> Departamento de Industria, Comercio y Turismo – Servicio de Energía
 

> Departamento de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes
 

> Departamento de Agricultura y Alimentación
 

· Zaragoza 

Ayuntamiento de Zaragoza: http://www.zaragoza.es/ 

Ayuntamiento de Zaragoza – Medio Ambiente: http://www.zaragoza.es/agenda21 

Ayuntamiento de Zaragoza – Centro de Documentación del Agua y el Medio Ambiente: 
http://www.zaragoza.es/agenda21/cda 

RED DE CENTROS DE INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN AMBIENTAL 
(RECIDA)

(ORDENACIÓN ALFABÉTICA) 

· ANDALUCÍA 
CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE. BIBLIOTECA 
CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE 
AVDA. MANUEL SIUROT, 50 
41071 - SEVILLA 
Teléfono: 955 003 804 Fax: 955 625 831 
Página web: http.//www.juntadeandalucia.es/medioambiente/biblioteca/biblioteca.html 
Correo electrónico: biblioteca.cma@juntadeandalucia.es 

ESTACIÓN BIOLÓGICA DE DOÑANA. BIBLIOTECA
 

CONSEJO SUPERIOR DE INVESTIGACIONES CIENTIFICAS (CSIC)
 
AVDA. Mª LUISA, S/N. PABELLÓN PERÚ
 

41013 / SEVILLA
 

Teléfono: 954 232 340 Fax: 954 621 125
 

Página web: http.//www.ebd.csic.es/biblio
 

Correo electrónico: donana@ebd.csic.es
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CENTRO DE DOCUMENTACIÓN DEL AGUA Y EL MEDIO AMBIENTE 
AYUNTAMIENTO DE ZARAGOZA 
PASEO ECHEGARAY Y CABALLERO, 18 
50003 - ZARAGOZA 
Teléfono: 976 404815 Fax: 976 404838 
Página web: http.//www.zaragoza.es/agenda21/cda/ 
Correo electrónico: cdagua-gestion@zaragoza.es 

SERVICIO DE INFORMACIÓN Y EDUCACIÓN AMBIENTAL. DIRECCIÓN GENERAL DE CALIDAD 
AMBIENTAL. DEPARTAMENTO DE MEDIO AMBIENTE. GOBIERNO DE ARAGÓN 
Edif. Pignatelli. Pº Mª Agustín, 36, puerta 19 
50071 ZARAGOZA 
Teléfono: 976 71 40 00 Ext. 2748
 

Página web: http://www.aragon.es (Pinchar sobre el enlace del Departamento de
 
Medio Ambiente)
 
Correo electrónico: fdma@aragon.es 

DIRECCION GENERAL DEL MEDIO NATURAL. DEPARTAMENTO DE MEDIO AMBIENTE.
 
GOBIERNO DE ARAGÓN
 

Pº MARÍA AGUSTÍN, 36, PUERTA 8 Y 14, PLANTA BAJA
 

50071 ZARAGOZA
 

Teléfono: 976 71 40 00 ext. 5654 y 1462
 

Página web: http://www.aragon.es
 

Correo electrónico: sgracia@aragon.es; mdefrancisco@aragon.es 

· CANTABRIA 
CENTRO DE INVESTIGACIÓN DEL MEDIO AMBIENTE. Consejería de Medio Ambiente de 
Cantabria 
PASEO DE ROCHEFORT SUR MER S/N 
39300 TORRELAVEGA (CANTABRIA) 
Teléfono: 942 835 370 - Fax : 942 835 377 
Página web: www.medioambientecantabria.com/cda 
Correo electrónico: centrodocumentacion@medioambientecantabria.com 

· CASTILLA- LA MANCHA 
CENTRO DE INTERPRETACION Y DOCUMENTACION DEL AGUA Y HUMEDALES MANCHEGOS 
AYUNTAMIENTO DE DAIMIEL 
PARQUE DEL CARMEN, S/N 
13250 DAIMIEL / CIUDAD REAL 
Teléfono: 926 26 06 33 Fax: 926 852214 
Correo electrónico: cidahm@aytodaimiel.es - educacionambiental@aytodaimiel.es 

· CASTILLA Y LEÓN 
CENEAM. CENTRO DE DOCUMENTACION 
O.A. PARQUES NACIONALES. MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE
 

PASEO JOSE Mª RUIZ-DANA, S/N
 

40109 VALSAIN / SEGOVIA
 

Teléfono: 921 473869 / 921 473870 Fax: 921 471746
 

Página web: http://www.mma.es/ceneam
 

Correo electrónico: doc.ceneam@oapn.mma.es
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JUNTA DE CASTILLA Y LEON. CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE
 

EDIFICIO ADMINISTRATIVO DE USOS MULTIPLES II
 
C/ RIGOBERTO CORTEJOSO, 14
 

47014 / VALLADOLID
 

Teléfono: 983 419100 Fax: 983 419966
 

Página web: http://www.jcyl.es/cida
 

Correo electrónico: cida@jcyl.es
 

INSTITUTO DE RECURSOS NATURALES Y AGROBIOLOGIA (IRNA). BIBLIOTECA
 

CSIC (CONSEJO SUPERIOR DE INVESTIGACIONES CIENTIFICAS)
 
C/ CORDEL DE MERINAS, 40-52
 

37008 / SALAMANCA
 

Teléfono: 923 219606 FAX: 923 219609
 

Página web: http://www.irnasa.csic.es
 

Correo electrónico: birnasa@gugu.usal.es
 

· CATALUNYA 
ÀREA PROTEGIDA DE LES ILLES MEDES - EDIFICI MEDES PARC, 2c.
 
C/ EIVISSA, s/n
 

17258 L’ESTARTIT
 

Teléfono: 972 751103 Fax: 972 751606
 

Página web: http://www.parcsdecatalunya.net/medes.htm
 

Correo electrónico: rillesmedes.dmah@gencat.net
 

CENTRE DE DOCUMENTACIÓ DE MEDI AMBIENT
 

GENERALITAT DE CATALUNYA. DEPARTAMENT DE MEDI AMBIENT I HABITATGE
 

AVDA. DE LA DIAGONAL, 523-525
 

08029 BARCELONA
 

Teléfono: 934445000 Fax: 934197547
 

Página web: http://www.mediambient.gencat.net/cat/el_departament/cdmah
 

Correo electrónico: cd.dmah@gencat.net
 

CENTRE DE RECURSOS BARCELONA SOSTENIBLE. SERVEI DE DOCUMENTACIÓ D'EDUCACIÓ 
AMBIENTAL 
AJUNTAMENT DE BARCELONA 
NIL FABRA, 20 BAIXOS 
08012 / BARCELONA 
Teléfono: 932 374 743 / 932 562 592 Fax: 932 370 894 
Página web: http://www.bcn.cat/agenda21/crbs 
Correo electrónico: documentacioambiental@bcn.cat 

CENTRE DE RECURSOS I DOCUMENTACIÓ DELL CASTELL DE MONTESQUIU
 

DIPUTACIÓ DE BARCELONA
 

CASTELL DE MONTESQUIU
 

08589 MONTESQUIU/ BARCELONA
 

Teléfono: 938 550 522 Fax: 938 529 005
 

Página web: http://www.diba.cat/parcsn/centresdoc
 

Correo electrónico: p.montesquiu.cd@diba.es
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A DIPUTACIÓ DE BARCELONA. DIRECCIÓ DE SERVEIS DE PARCS NATURALS 

URGELL, 187 - 3ª PLANTA 
08036 / BARCELONA 
Teléfono: 934 022 843 Fax: 93 4022926 
Página web: http://www.diba.cat/parcsn/centresdoc 
correo electrónico: bermejoma@diba.cat / ds.parcsn@diba.cat 

OBSERVATORI DEL PAISATGE DE CATALUNYA. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
C/HOSPICI, 8 
17800 / OLOT 
Teléfono: 972 27 35 64 Fax: 972 27 15 89 
Página web: http://www.catpaisatge.net 
Correo electrónico: gemma.bretcha@catpaisatge.net 

PARATGE NATURAL D’INTERÈS NACIONAL DEL MASSÍS DE L’ALBERA. CENTRE DE 
DOCUMENTACIÓ 
C/DE MOSSÈN AMADEU SUDRIÀ, 3 
17753 ESPOLLA 
Teléfono: 972 545079 Fax: 972 545139 
Página web: http://www.parcsdecatalunya.net/albera.htm 
Correo electronico: pninalbera@gencat.net 

PARATGE NATURAL DE POBLET. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
ALBERG JAUME I. 
LES MASIES, s/n 
43440 L’ESPLUGA DE FRANCOLÍ 
Teléfono: 977 871732 Fax: 977 870101 
Página web: http://parcsdecatalunya.net/poblet.htm 
Correo electronico: pnpoblet@gencat.net 

PARC DE COLLSEROLA. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ I RECURSOS EDUCATIUS (CDRE) 
CONSORCI PARC DE COLLSEROLA 
CAN COLL CEA. APARTAT DE CORREUS 121 
08290 CERDANYOLA DEL VALLES / BARCELONA 
Teléfono: 936 922 916 Fax: 935 807 654 
Página web: http://parccollserola.net 
Correo electrónico: cdre@parccollserola.net 

PARC DE LA SERRALADA LITORAL. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
MUSEU ARXIU DE VILASSAR DE MAR 
C/ MARQUÈS DE BARBERÀ, 9 
08339 VILASSAR DE DALT 
Teléfono: 937 507488 Fax: 937 540022 
Correo electronico: cdpserraladalitoral@diba.es 

PARC NACIONAL D’AIGÜESTORTES I SANT MAURICI. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
CA DE SIMAMET 
C/ DE LES GRAIERES, 2 
25528 BOÍ 
Teléfono: 973 696189 Fax: 973 696154 
Página web: http://www.parcsdecatalunya.net -
http://reddeparquesnacionales.mma.es/parques/aiguestortes/ 
Correo electronico: jordi.vicente@gencat.net 
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A PARC NATURAL DE L’ALT PIRINEU 

CTRA. DE LA VAL D’ARAN, 31 2n 
25595 LLAVORSÍ 
Teléfono: 973 622162 Fax: 973 622121 
Correo electronico: aestebana@gencat.net 

PARC NATURAL DE LA MUNTANYA DE MONTSERRAT 
PATRONAT MUNTANYA DE MONTSERRAT 
PL. DE L’ABAT OLIBA 
08199 MONESTIR DE MONTSERRAT 
Teléfono: 938 284007 Fax: 938 350591 
Página web: http://parcsdecatalunya.net/montserrat.htm 
Correo electronico: pnmm@montserrat-e.telefonica.net 

PARC NATURAL DE LA ZONA VOLCANICA DE LA GARROTXA. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
DEPARTAMENT DE MEDI AMBIENT DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA 
AVDA. SANTA COLOMA, S/N 
17800 OLOT / GIRONA 
Teléfono: 972 264666 Fax: 972 265567 
Pagina web: http://parcsdecatalunya.net/garrotxa.htm 
Correo electronico: cdpnzvg.dmah@gencat.net 

PARC NATURAL DE SANT LLORENÇ DEL MUNT I L'OBAC. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
AJUNTAMENT DE TERRASSA. DIPUTACIÓ DE BARCELONA 
CISTERNA, 39, BAJOS 2ª 
08221 TERRASSA / BARCELONA 
Teléfono: 937 808 900 / 937 802 292 / 937 802 228 Fax: 937 893 110 
Página web: http://www.diba.cat/parcsn/centresdoc 
Correo electrónico: p.santllorenc.cdbau@diba.es 

PARC NATURAL DEL CADÍ-MOIXERÓ. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
C/ DE LA VINYA, 1 
08695 BAGÀ 
Teléfono: 938 244151 Fax: 938 244312 
Página web: http://parcsdecatalunya.net/cadi.htm 
Correo electronico: pncadimoixero@gencat.net 

PARC NATURAL DEL CAP DE CREUS 
PALAU DE L’ABAT. MONESTIR DE SANT PERE DE RODES 
17489 EL PORT DE LA SELVA 
Telefono: 972 193191 Fax: 972 193192 
Página web: http://parcsdecatalunya.net/capdecreus.htm 

PARC NATURAL DEL DELTA DE L'EBRE. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
GENERALITAT DE CATALUNYA 
AVDA. CATALUNYA, 46 
43580 DELTEBRE / TARRAGONA 
Teléfono: 977 482 181 / 977 483 720 Fax: 977 481 392 
Página web: http://parcsdecatalunya.net 
Correo electrónico: pndeltaebre.dmah@gencat.net 
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A PARC NATURAL DEL GARRAF. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 

DIPUTACIÓ DE BARCELONA. ARCHIVO HISTORICO Y COMARCAL DE VILANOVA I LA GELTRU 
PL. DE LA VILA, 13 
08800 VILANOVA I LA GELTRU / BARCELONA 
Teléfono: 938 932 039 Fax: 938 142 425 
Página web: http://www.diba.cat/parcsn/centresdoc 
Correo electrónico: p.garraf.cdvilanova@diba.es 

PARC NATURAL DEL MONTNEGRE I EL CORREDOR. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
DIPUTACIÓ DE BARCELONA 
PASCUAL MADOZ, 28 - 30 BAJOS 
08301 MATARÓ / BARCELONA 
Teléfono: 937 410 484 Fax: 937 582 402 
Página web: http://www.diba.cat/parcsn/centresdoc 
Correo electrónico: p.montnegre.cdmataro@diba.es 

PARC NATURAL DEL MONTNEGRE I EL CORREDOR. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
AJUNTAMENT SANT CELONI. DIPUTACIÓ DE BARCELONA 
PARC DE LA RECTORIA VELLA, S/N 
08470 SANT CELONI / BARCELONA 
Teléfono: 938 675 642 / 938 675 767 Fax: 938 675 728 
Página web: http://www.diba.cat/parcsn/centresdoc 
Correo electrónico: p.montnegre.cdrectoro@diba.es 

PARC NATURAL DEL MONTSENY. CENTRE DE DOCUMENTACIO (SECCIO CIENCIES NATURALS) 
MUSEU DE GRANOLLERS. DIPUTACIÓ DE BARCELONA 
AVDA. FRANCESC MACIÀ, 51 
08400 GRANOLLERS / BARCELONA 
Teléfono: 938 709 651 Fax: 938 709 651 
Página web: http://www.diba.cat/parcsn/centresdoc 
Correo electrónico: p.montseny.cdtela@diba.es 

PARC NATURAL DEL MONTSENY. CENTRE DE DOCUMENTACIO (SECCIO D’HUMANITATS) 
MUSEU ETNOLÒGIC DEL MONTSENY. LA GABELLA 
C/ MAJOR, 6 
17401 ARBÚCIES 
Telefono: 972 860908 Fax: 972 860983 
Página web: http://www.diba.cat/parcsn/parcs/centresdoc.asp 
Correo electronico: pmontseny.cdmemga@diba.es 

PARC NATURAL DELS AIGUAMOLLS DE L'EMPORDÀ. CENTRE D'ESTUDIS I DOCUMENTACIÓ 
EL CORTALET 
17486 CASTELLÓ D'EMPÚRIES / GIRONA 
Teléfono: 972 454222 Fax: 972 454 474 
Página web: http://www.parcsdecatalunya.net 
Correo electrónico: rllinas@gencat.es 

PARC NATURAL DELS PORTS. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ 
AV. DE LA VALL DE ZAFAN, s/n 
43520 ROQUETES 
Telefono: 977 504012 Fax: 977 580873 
Página web: http:// parcsdecatalunya.net/ports/cpports00tm 
Correo electrónico: pndelsports.dmah@gencat.net 
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C/ MAJOR, 4 BAIXOS
 

43361 LA MORERA DE MONTSANT
 

Telefono: 977 827310 Fax: 977 827105
 

Página web: http://www.gencat.net/mediamb/parcs/montsant.pdf
 

Correo electrónico: neus.miro@gencat.net
 

RESERVES NATURALS DEL DELTA DEL LLOBREGAT
 

AP. DE CORREUS NÚM. 99
 

08840 VILADECANS
 

Telefono: 936 586761 Fax: 936 586783
 

Página web: http://parcsdecatalunya.net/delallobregat.htm
 

Correo electrónico: rndelallobregat.dmah@gencat.net
 

· COMUNITAT VALENCIANA 
FONS DE DOCUMENTACIÓ DEL MEDI AMBIENT
 

C/ PORTAL DE VALDIGNA, 15 BAJO
 

46003 / VALENCIA
 

Teléfono: 96 3917864 / 96 3925463 Fax: 96 3917864
 

Página web: http://www.uv.es/fonsmeda/
 

Correo electrónico: fons.medi.ambient@uv.es
 

UNIVERSITAT DE VALÈNCIA
 
INFOSUD. CENTRE DE DOCUMENTACIÓ SUD-NORD
 
BIBLIOTECA DE CIÈNCIES SOCIALS "GREGORI MAIANS"
 
CAMPUS DELS TARONGERS, S/N
 
46071 VALENCIA (ESPAÑA)
 
Teléfono: 96 382 87 96
 
Página web: http://www.uv.es/infosud
 
Correo electrónico: infosud@uv.es
 

· EUSKADI 
CRISTINA ENEA. CENTRO DE RECURSOS MEDIOAMBIENTALES DE SAN SEBASTIÁN
 
Pº DUQUE DE MANDAS, S/N
 
20012 SAN SEBASTIÁN / GUIPÚZCOA
 
Teléfono: 943 453 526
 
Página web: www.cristinaenea.org
 
Correo electrónico: cristinaenea@donostia.org
 

HEGOA. INSTITUTO DE ESTUDIOS SOBRE DESARROLLO Y COOPERACIÓN INTERNACIONAL
 
UNIVERSIDAD DEL PAIS VASCO
 
C/ LEHENDAKARI AGUIRRE, 20 - FACULTAD DE CIENCIAS ECONOMICAS
 
48015 BILBAO / BIZKAIA
 
Teléfono: 94 6013856 Fax: 94 6017040
 
Página web: www.hegoa.ehu.es
 
Correo electrónico: bhzgaugi@bs.ehu.es
 

INGURUGELA-CEIDA (CENTRO DE EDUCACIÓN E INVESTIGACIÓN DIDÁCTICO-AMBIENTAL)
 
GOBIERNO VASCO. DEPARTAMENTO DE MEDIO AMBIENTE Y ORDENACIÓN DEL TERRITORIO
 
DEPARTAMENTO DE EDUCACIÓN, UNIVERSIDADES E INVESTIGACIÓN
 
Ondarroa, 2
 
48004 BILBAO / BIZKAIA
 
Teléfono: 944 114 999 Fax: 944 114 778
 
Página web: http://www.euskadi.net/laeis
 
Correo electrónico: ceida-bilbao@ej-gv.es
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CENTRO DE DOCUMENTACIÓN E INVESTIGACIÓN 
PARQUE NATURAL DE MONFRAGÜE 
10695 VILLAREAL DE SAN CARLOS (CÁCERES) 
Teléfono: 927 199134 Fax: 927 198212 
Página web:
http://aym.juntaex.es/medioambiente/conservacion/renpex/parquesnatura 
les/monfrague 
Correo electrónico: doc_monfrague@hotmail.com 

· GALICIA 
CENTRO DE DOCUMENTACIÓN EN MEDIO AMBIENTE DOMINGO QUIROGA 
CEIDA (CENTRO DE EXTENSIÓN UNIVERSITARIA E DIVULGACION AMBIENTAL DE
GALICIA) 
CASTELO DE SANTA CRUZ, S/Nº 
15179 / LIÁNS-OLEIROS (A CORUÑA) 
Teléfono: 981 630 618 Fax : 981 614 443 
Página web: http://www.ceida.org 
Correo electrónico: documentacion@ceida.org 

CENTRO DE INVESTIGACIÓN E INFORMACIÓN AMBIENTAL
 

DIRECCIÓN XERAL DE DESENVOLVEMENTO SOSTIBLE
 

CONSELLERIA DE MEDIO AMBIENTE E DESENVOLVEMENTO SOSTIBLE
 

XUNTA DE GALICIA
 

SAN LÁZARO, S/N
 

15781 SANTIAGO DE COMPOSTELA / A CORUÑA
 

Teléfono: 981 541 733 Fax: 981 541 757
 

Página web: http://medioambiente.xunta.es
 

Correo electrónico: informacion@siam-cma.org
 

· ILLES BALEARS 
CENTRE DE RECURSOS D'EDUCACIÓ AMBIENTAL 
DIRECCIÓ GENERAL DE CAÇA, PROTECCIÓ D'ESPÈCIES I EDUCACIÓ AMBIENTAL 
GOVERN DE LES ILLES BALEARS 
MANEL GUASP, 10 
07006 PALMA DE MALLORCA / MALLORCA / ISLAS BALEARES 
Teléfono: 971 176 800 Fax: 971 784 649 
Página web: http://dgcapea.caib.es 
Correo electrónico: aborras@dgcapea.caib.es 

· ISLAS CANARIAS 
CENTRO DE PLANIFICACIÓN AMBIENTAL (CEPLAM). BIBLIOTECA 
GOBIERNO DE CANARIAS. CONSEJERÍA DE POLÍTICA TERRITORIAL Y MEDIO
 
AMBIENTE
 

CTRA. DEL CENTRO, KM. 7 - TAFIRA
 

35071 LAS PALMAS DE GRAN CANARIA / LAS PALMAS
 

Teléfono: 928 287 190 Fax: 928 351 053
 

Página web:
 
http://www.gobcan.es/medioambiente/biodiversidad/ceplam/ceplam/cepla 
mgc.html 
Correo electrónico: medioambiente@gobiernodecanarias.org -
belenhidalgo@canarias.org 
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A CENTRO DE PLANIFICACIÓN AMBIENTAL (CEPLAM). BIBLIOTECA 

GOBIERNO DE CANARIAS. CONSEJERÍA DE POLÍTICA TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 
CTRA. DE LA ESPERANZA, KM 08 
38206 LA LAGUNA / SANTA CRUZ DE TENERIFE 
Teléfono: 922 473 940 Fax: 922 473 947 
Página web: 
http://www.gobcan.es/medioambiente/biodiversidad/ceplam/ceplam/ceplamtf.html 
Correo electrónico: lcuepomq@canarias.org 

· MADRID 
BIBLIOTECA NACIONAL DE CIENCIAS DE LA SALUD
 

INSTITUTO DE SALUD CARLOS III
 
CTRA. MAJADAHONDA-POZUELO, KM.2.5
 

28220 MAJADAHONDA / MADRID
 

Teléfono: 915 097 901 (Ext. 3212) Fax: 915 097 994
 

Página web: http://www.isciii.es
 

Correo electrónico: biblimaj@isciii.es / ayarte@isciii.es
 

CENTRO DE INFORMACION Y DOCUMENTACION CIENTIFICA (CINDOC)
 
CSIC (CONSEJO SUPERIOR DE INVESTIGACIONES CIENTIFICAS)
 
C/ JOAQUIN COSTA, 22
 

28002 / MADRID
 

Teléfono: 91 5635482 (Ext. 212 Y 213) / 91 5635487 Fax: 91 5642644
 

Página web: http://www.cindoc.csic.es
 

correo electrónico: bib_icy@bib.csic.es
 

CENTRO INFORMACION Y DOCUMENTACIÓN INDUSTRIA Y MEDIO AMBIENTE (CIDIMA) Y 
BIBLIOTECA EOI 
FUNDACION ESCUELA DE ORGANIZACION INDUSTRIAL 
C/ GREGORIO DEL AMO, 6 
28040 / MADRID 
Teléfono: 91 3495678 / 91 3495600 Fax: 91 5542394 
Página web: http://www.eoi.es 
Correo electrónico: myriamvelazquez@eoi.es 

EUROPARC-ESPAÑA
 

FINCA MAS FERRE. EDIFICIO A - CAMPUS SOMOSAGUAS
 

28223 / POZUELO DE ALARCON / MADRID
 

Teléfono: 91 3942522 / 91 3942551 Fax: 91 3942487
 

Página web: http://www.europarc-es.org
 

Correo electrónico: oficina@europarc-es.org
 

FUNDACIÓN HOGAR DEL EMPLEADO. CENTRO DE DOCUMENTACIÓN 
DUQUE DE SESTO, 40 
28009 / MADRID 
Teléfono: 914 350 094 Fax: 915 774 726 
Pagina web: http://www.fuhem.es/portal/areas/centro_documentacion/index.asp 
correo electrónico: cd@fuhem.es 

INIA. SERVICIO DE DOCUMENTACION, BIBLIOTECA Y PUBLICACIONES
 

MINISTERIO DE CIENCIA Y TECNOLOGIA
 

C/ CTRA. DE LA CORUÑA, KM. 7,5
 

28040 / MADRID
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A Teléfono: 913 471 496 Fax: 913 572 293
 

Página web: http://www.inia.es
 

Correo electrónico: docinia@inia.es / presinia@inia.es
 

MINISTERIO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN. BIBLIOTECA CENTRAL
 

C/ PASEO INFANTA ISABEL, 1
 

28071 / MADRID
 

Teléfono: 91 3475018 Fax: 91 3475022
 

Página web: http://mapya.es/biblioteca/abwebp.exe
 

Correo electrónico: biblioteca@mma.es
 

MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE. CENTRO DE DOCUMENTACION AMBIENTAL
 

C/ PZA SAN JUAN DE LA CRUZ,S/N
 

28071 / MADRID
 

Teléfono: 91 5976253 Fax: 91 595903
 

Página web: http://www.mma.es
 

Correo electrónico: biblioteca@mma.es
 

ORGANISMO AUTÓNOMO PARQUES NACIONALES. BIBLIOTECA
 

MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE
 

GRAN VÍA DE SAN FRANCISCO, 4
 

28005 / MADRID
 

Teléfono: 915 964 801 / 915 964 842 / 915 964 904 Fax: 915 964 897
 

Correo electrónico: victoria.anta@oapn.mma.es
 

RED DE PARQUES NACIONALES. CENTRO DE DOCUMENTACIÓN
 

C/ Gran Vía de San Francisco, 4 - Primera Planta
 

28005 - MADRID
 

Teléfono: 91-596 49 79 (80) Fax 91-596 49 72
 

Web: http://reddeparquesnacionales.mma.es/parques/index.htm
 

Correo electrónico: mamedina@oapn.mma.es
 

· MURCIA 
CENTRO DE RECURSOS PARA LA EDUCACION AMBIENTAL (CREA) 
COMUNIDAD MURCIA, AYUNTAMIENTO DE MURCIA, CAJA MURCIA 
C/ CENTRO CULTURAL MUSEO HIDRAULICO LOS MOLINOS DEL RIO, S/N 
30002 / MURCIA 
Teléfono: 968 358600 Ext.1606 Fax: 968 358722 

· NAVARRA 
CENTRO DE RECURSOS AMBIENTALES DE NAVARRA (CRAN) 
DEPARTAMENTO DE MEDIO AMBIENTE, ORDENACIÓN DEL TERRITORIO Y VIVIENDA DEL 
GOBIERNO DE NAVARRA 
C/ PADRE ADOAIN, 217 - BAJO 
31015 PAMPLONA / NAVARRA 
Teléfono: 948 140818 Fax: 948 123235 
Página web: http:/www.crana.org 
Correo electrónico: jorge@crana.org 
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ADDENDA 
 (Fechas de publicación en boletines oficiales de las normas recogidas en “Derecho de acceso a la información ambiental”)* 

Normativa internacional 
1998 “Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia 

de medio ambiente”. Diario Oficial de la Unión Europea. Serie L. 17 de mayo de 2005, n. 124, p. 4. 
Normativa comunitaria 

2003 “Directiva 2003/4/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 28 de enero de 2003 relativa al acceso del público a la información 
medioambiental y por la que se deroga la Directiva 90/313/CEE del Consejo” Diario Oficial de la Unión Europea. Serie L. 14 de 
febrero de 2003, n. 41, p. 26. 

2003 “Directiva 2003/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, por la que se establecen medidas para la 
participación del público en la elaboración de determinados planes y programas relacionados con el medio ambiente (…)”.  Diario 
Oficial de la Unión Europea. Serie L . 25 de junio de 2003, n. 156, p. 17. 

2005 “Decisión del Consejo de 17 de febrero de 2005 sobre la celebración, en nombre de la Comunidad Europea, del Convenio sobre el 
acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente”. Diario Oficial de la Unión Europea. Serie L. 17 de mayo de 2005, n. 124, p. 1 

2006 “Reglamento (CE) No 1367/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo de 6 de septiembre de 2006 relativo a la aplicación, a las 
instituciones y a los organismos comunitarios, de las disposiciones del Convenio de Aarhus sobre el acceso a la información, la 
participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente”. Diario Oficial de la Unión 
Europea. Serie L. 25 de septiembre de 2006, n. 264, p. 13.  

2006 “Decisión del Consejo, 18 de diciembre de 2006, relativa a la aprobación, en nombre de la Comunidad Europea, de una enmienda al 
Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia 
de medio ambiente. 2006/958/CE”. Diario Oficial de la Unión Europea. Serie L. 29 de diciembre de 2006, n. 386, p. 46.  

Normativa estatal 
2005 “Instrumento de Ratificación del Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el 

acceso a la justicia en materia de medio ambiente, hecho en Aarhus (Dinamarca), el 25 de junio de 1998”. Boletín Oficial del 
Estado. 16 de febrero de 2005, n. 40, p. 5535.  

2006 “Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a 
la justicia en materia de medio ambiente”) Boletín Oficial del Estado. 19 de julio de 2006, n. 171, 27.109 

∗ 

∗ Las aportaciones y sugerencias a esta publicación serán recogidas en el Centro de Documentación del Agua y el Medio Ambiente: cdagua-gestion@zaragoza.es 

mailto:cdagua-gestion@zaragoza.es

